
Introducción

sta investigación recoge una
nueva forma de entender la
presión de la economía en la

naturaleza, a través del concepto de me-
tabolismo de las sociedades, que ex-
tiende la noción de perfil metabólico
característico de los organismos vivos al
funcionamiento de las economías. La di-
mensión ambiental se estudia según el
tamaño (en términos de tonelaje) y la
composición de los flujos de materia que
se movilizan para hacer efectiva la pro-
ducción, el consumo y el intercambio de
materiales con otras economías. Tal
como los sistemas biológicos toman sus

nutrientes, carbono, oxígeno, agua y
otros productos y servicios ambientales
de la naturaleza para funcionar, las eco-
nomías también se “alimentan” de la
materia y energía que son insumos pro-
ductivos, sea que se extraigan del am-
biente doméstico o se importen. Luego
de procesar estos recursos, tanto en la
economía como en los sistemas biológi-
cos se generan desperdicios que se de-
positan en el medio ambiente, aunque
los sistemas biológicos suelen aprove-
char los residuos materiales. En la eco-
nomía cierta fracción puede reciclarse,
reutilizarse o simplemente se acumula
en la forma de stocks que se convertirán
en residuos en el futuro (Ayres y Simonis
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1994; Fischer-Kowalski 1998). Estas ana-
logías entre los sistemas biológicos y so-
ciales permiten mostrar a la economía en
un modelo sistémico simple, que desde
la dimensión material muestra intercam-
bios entre la economía y el ambiente.
Estos intercambios socialmente organi-

zados entre los sistemas socioeconómi-
cos y su ambiente, y también entre di-
versas economías, típicamente se
representa a través de un modelo sisté-
mico de intercambio de flujos de materia
y energía, que se representa a través del
gráfico 1. 

La contabilidad de los flujos de ma-
teriales es una propuesta metodológica
que forma parte de los sistemas satelita-
les de cuentas de recursos naturales, y ha
sido abordada desde la ecología indus-
trial y la economía ecológica con el ob-
jeto de cuantificar estos procesos. Los
indicadores de uso de materiales son
medidas de la presión ambiental de la
actividad económica, y de acuerdo a
Van der Voet et al. (2008) también son

signos indirectos de impactos ambienta-
les, pues las cadenas extractivas y pro-
ductivas implican a su vez una cadena
de daños relacionados con el procesa-
miento, el transporte, el intercambio, el
consumo y la disposición de residuos en
la naturaleza. Pero eso no significa por
supuesto que cada tonelada de materia-
les extraída tenga el mismo efecto am-
biental. La contabilidad de los flujos de
materiales describe en una forma simpli-
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Gráfico 1
Modelo sistémico de la economía
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ficada la interacción y los intercambios
existentes entre la economía y la natura-
leza, ilustrando las presiones que el uso
de materiales determina en el ambiente
por las toneladas de materiales que se
extraen, se utilizan como insumos, se
consumen, se exportan o se importan.

Antecedentes a este trabajo son las
investigaciones de Fander Falconí en una
comparación de indicadores de susten-
tabilidad fuerte y débil para el Ecuador
(Falconí 2002), y también un trabajo
conjunto con Jesús Ramos-Martín que
compara a Ecuador y España en una eva-
luación económica-ambiental integrada
con múltiples escalas, es decir, usando
paralelamente información de varias dis-
ciplinas (Falconí y Ramos-Martín 2003).

Este análisis está orientado a contri-
buir al debate de política que actual-
mente se lleva a cabo en el país. Este
debate confronta a aquellos que presio-
nan por un modelo basado en la expor-
tación de minerales, explotación que se
añadiría a la actual explotación de pe-
tróleo, un recurso que progresivamente
se agota, para en cierto momento incluso
sustituirlo debido a su agotamiento.
Fuera de esta corriente existe otro grupo
que ha adoptado un perfil más ecológico
(Acosta 2009), enfatizando los costos so-
ciales y ambientales de las exportacio-
nes de recursos primarios.

El propósito general de esta investi-
gación es estudiar el metabolismo social
de la economía ecuatoriana a través de
indicadores de flujos directos de mate-
riales. En primer lugar, se analizan las in-
tensidades materiales absolutas y
relativas para determinar si es que esta
economía se desmaterializa al crecer. En
segundo lugar, se comparan las tenden-

cias económicas con los patrones de uso
de materiales y los conflictos ecológico-
distributivos, a fin de analizar si estas
tendencias permiten verificar la llamada
“maldición por la abundancia de recur-
sos naturales”. En tercer lugar, al combi-
nar los indicadores de flujos de
materiales, con indicadores de uso de
energía y del uso del suelo, se investiga
si, ¿existe una transición socio-ecológica
en estas economías? Finalmente, se ex-
ploran las tendencias de los flujos de co-
mercio para analizar si, ¿existe un
intercambio ecológicamente desigual?

¿Se desmaterializa la economía ecuato-
riana al crecer?

La desmaterialización se refiere al
proceso de satisfacer las funciones de la
sociedad con un uso decreciente de ma-
teriales en el tiempo (Cleveland y Ruth,
1998; Van der Voet et al., 2008). Fre-
cuentemente se argumenta que las eco-
nomías industriales modernas reducen la
cantidad de insumos que utilizan al
menos en términos relativos al PIB
(Adriaanse et al., 1997; Matthews et al.,
2000).

En la economía ecuatoriana el uso de
materiales en términos absolutos se está
expandiendo, particularmente en el caso
de los insumos no renovables, y se es-
pera que en el futuro continúe incre-
mentándose si existe crecimiento
económico siguiendo la pauta de la tran-
sición socio-ecológica hacia la indus-
trialización (en una sección posterior se
analiza este concepto de transición
socio-ecológica).

La extracción doméstica de materia-
les muestra estas tendencias distin-
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guiendo diversas categorías de materia-
les: combustibles fósiles, minerales me-
tálicos, minerales industriales, materiales
de construcción y biomasa. Estos flujos
se incrementan en un factor de 4 a lo
largo de casi 40 años, y se distinguen al
menos dos eventos de gran importancia
para la economía. El primero, la parali-
zación de la explotación petrolera de-
bido a los daños causados por el

terremoto de 1987 en el oleoducto de
crudos pesados. Un segundo momento
relevante en el perfil socio-metabólico
del país fue la crisis económica y finan-
ciera de 1999, que ocasionó una abrupta
caída en todos los sectores aunque sus
efectos son particularmente notorios res-
pecto del sector de la construcción. En
el gráfico 2 se pueden analizar estas ten-
dencias. 

En términos de eficiencia material, la
economía ecuatoriana muestra ciertos
progresos. La productividad de los re-
cursos, que se mide por el producto ge-

nerado a partir de cada unidad de mate-
riales utilizados se ha incrementado un
poco. Esto implica que la “intensidad
material” (que se mide como la relación
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Gráfico 2
Materialización absoluta en el Ecuador

 

M
il

lo
n

e
s 

d
e

 t
o

n
e

la
d

a
s

BIOMASA PESCA
Y FORESTAL

120

100

80

60

40

20

0

1970 1973 1976 1979 1982 1985 1988 1991 1994 1997 2000 2003 2006

MINERALES
INDUSTRIALES

METALES

BIOMASA 
AGRICULTURA

MATERIAL DE
CONSTRUCCIÓN

COMBUSTIBLES
FÓSILES

Fuente: Vallejo (2010)



inversa del flujo de materiales respecto
del PIB) se ha reducido, tal como se
muestra en el gráfico 3. Sólo el 76% de
los materiales que se consumían en 1970
se requieren para producir un dólar de
PIB en 2007. Esto implica una ligera me-
jora anual de 0,8% en este período. Sin
embargo, existen distintas tendencias en
diferentes períodos.

La desmaterialización relativa de la
economía es un indicativo de que las
presiones físicas sobre el ambiente cre-
cen menos que la propia economía, lo
cual es un buen signo desde el punto de
vista de la “sostenibilidad débil”, es
decir, bajo el supuesto de que el capital
económico puede sustituir el capital na-

tural. Sin embargo, el territorio y los re-
cursos del país son limitados, entonces
la desmaterialización relativa no es equi-
valente a la sustituibilidad en el largo
plazo. 

¿Existe una “maldición por la abundan-
cia de recursos”?

La maldición por la abundancia de
recursos se define como una situación de
estancamiento económico y conflictos
sociales que han sido determinados por
la abundancia de recursos naturales
(Auty, 1993; Gavin y Hausmann, 1998;
Sachs y Warner, 1995, 2001). La econo-
mía ecuatoriana no se ha estancado,
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Gráfico 3
Intensidad material del Ecuador
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existen leves ganancias en términos de
ingreso per cápita que tienen lugar junto
con el crecimiento poblacional, aunque
ciertamente se depredan los recursos na-
turales y emergen progresivamente con-
flictos ecológicos con las presiones
extractivas.

Aunque en términos económicos la
maldición de los recursos no se con-
firma, pues el producto económico crece
más rápido que el uso de recursos mate-
riales, los diversos conflictos ambienta-
les son evidencias de esta maldición.
Ciertamente, esta “virtuosa” tendencia
hacia la desmaterialización relativa
puede continuar hasta el agotamiento
completo de ciertos recursos, momento
en el cual se verificará un colapso eco-
nómico si no se planificaron sustitutos
renovables.

¿Existe una transición socio-ecológica
en estas economías?

En esta sección se emplean las no-
ciones de “perfiles metabólicos”

(Schandl y Schulz, 2000) y “transiciones
socio-ecológicas” (Fischer-Kowalski y
Haberl, 2007; Krausmann et al., 2007)
para analizar la transformación de la
economía ecuatoriana a la luz de los pa-
trones de uso de materiales. La extrac-
ción doméstica, los insumos directos de
materiales y el consumo doméstico
muestran avances de esta economía en
una transición desde un régimen agrario
hacia un régimen industrial. 

Los perfiles metabólicos se definen
por la estructura y el nivel del uso de ma-
teriales. Por otro lado, las transiciones
socio-ecológicas implican un proceso
continuo de cambio social en el que la
estructura de una sociedad y las relacio-
nes ambientales que esta sociedad ha es-
tablecido se transforman (Schandl et al.
2009). Algunos hechos estilizados se dis-
tinguen entre diferentes regímenes socio-
ecológicos: perfiles metabólicos, rasgos
demográficos, patrones espaciales de
uso del suelo, organización socio-eco-
nómica, redes de infraestructura, tecno-
logías, etc.
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Tabla 1
Perfil metabólico del Ecuador comparado. Regímenes socio-ecológicos agrario e industrial

Indicadores Unidades Régimen Régimen Ecuador Ecuador Ecuador Fuentes
agrario industrial 1970 2000 2007

Uso de energía per cápita GJ/cap 40-70 150-400 na 73,8 na (a)
Uso de materiales per cápita t/cap 3-6 15-25 4,9 6,2 7,4 (b)
Densidad poblacional cap/km2 <50 <400 21,1 43,4 47 (c)
Población agrícola % >80 <10 41* 26 21 (d)
Uso de energía por área GJ/ha <30 <600 na 32,9 na (a), (c)
Uso de materiales por área t/ha <2 <50 1 2,7 3,6 (b), (c)
Proporción de biomasa en el 
uso de energía % >95 10-30 na 60 na (a)

* Información corresponde a 1980
Fuentes: (a) Krausmann et al. (2008), (b) Vallejo (2010), (c) WB (2010), (d) FAO (2010).



En la tabla 1 se comparan algunos
parámetros que definen los perfiles me-
tabólicos de las sociedades agrarias e in-
dustriales con las características del
Ecuador. La mayoría de los factores ana-
lizados permiten identificar a esta eco-
nomía en una lenta transición desde un
régimen agrícola hacia un régimen in-
dustrial. Este es también el caso de otros
países sudamericanos, tal como han ana-
lizado Eisenmenger et al. (2007) para
Brasil y Venezuela, o Vallejo et al. (2010)
para Colombia.

Falconí (2002) explica que el creci-
miento poblacional ha absorbido los in-
gresos petroleros desde los años setenta
en este país, por lo que ha sido difícil es-
tablecer las bases de una economía in-
dustrial. En años recientes, la tasa de
crecimiento poblacional ha ido decli-
nando rápidamente. En términos de flu-
jos de materiales, un primer elemento a

considerar es que actualmente, tal como
hace cuarenta años, la biomasa sigue
siendo la principal base de recursos de
esta economía (79% del consumo do-
méstico de materiales per cápita en 1970
y 38% en 2007). Sin embargo, ha decre-
cido con el transcurso de los años. En
contraste, el sector de la producción ha
ganado participación y actualmente al-
canza casi la misma fracción que la bio-
masa (36%). La mayor proporción de
materiales que ingresaron a la econo-
mía—los insumos directos de materia-
les—ingresaron a través de la extracción
doméstica en la agricultura (67% de los
insumos directos per cápita). Las impor-
taciones de materiales constituyen una
fracción menor (5% en 1970 y 9% en
2007). Actualmente, el sector de la cons-
trucción es un componente significativo
(28% de los insumos directos per cápita
en 2007).

En definitiva, a partir de esta transi-
ción socio-ecológica, se puede enten-
der que el avance hacia un régimen
industrial permite determinar que para
los próximos años, se puede esperar
que el crecimiento económico sea
acompañado por un crecimiento signi-

ficativo en el uso de fuentes no renova-
bles de materiales y energía, aún to-
mando en cuenta que el crecimiento
poblacional está disminuyendo. Dado
que las reservas de petróleo se agotan,
es necesario un cambio en la estructura
económica.
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Tabla 2
Consumo per cápita de materiales

Categorías de materiales 1970 2007

Combustibles fósiles 0,2 0,92
Metales 0,11 0,53
Minerales industriales 0,01 0,47
Material de construcción 0,71 2,67
Biomasa 3,91 2,84
CDM per cápita 4,94 7,44

Fuente: Vallejo (2010a)



¿Existe un intercambio ecológicamente
desigual?

El concepto de intercambio desigual
fue popularizado en los años sesenta por
la CEPAL (la Comisión Económica para
América Latina y el Caribe de las Nacio-
nes Unidas), y complementado con las
contribuciones desde la teoría del valor
de Marx. Aunque en este documento no
se analizan las teorías estructuralistas en
forma exhaustiva, en esta sección se re-
cogen los principales argumentos que
han servido de base para la construcción
de una nueva teoría que todavía no llega
a consolidarse, se trata del intercambio
ecológicamente desigual entre el Norte
y el Sur.

Prebisch (1950) argumentó que las
mejoras de productividad de las econo-
mías desarrolladas—los incrementos en
la producción por trabajador debido a
los avances tecnológicos—no conducen
a caídas en los precios porque los sala-
rios se incrementan debido al fuerte
poder de negociación que caracteriza a
los grupos sindicales de estas economías.
Por otro lado, las mejoras de productivi-
dad en las llamadas “economías de la
periferia” resultan en menores precios
debido a la extensa oferta de trabajo, y a
la competencia entre los productores.
Como resultado, los bienes primarios
que exporta la periferia contienen mu-
chas horas de trabajo mal pagado, que
se intercambian por pocas horas de tra-
bajo bien pagado que se hallan incorpo-
radas en los productos industriales o
servicios que se importan desde las “eco-
nomías centrales”.

Este fue uno de los argumentos cen-
trales de la escuela estructuralista latino-
americana: el deterioro de los términos

del intercambio de los productos prima-
rios de exportación (Prebisch 1950),
cuando los países se especializan en la
exportación de bienes ricos en recursos
naturales y mano de obra menos califi-
cada, como es el caso de la mayoría de
países latinoamericanos, este patrón
contribuye a un estancamiento y a un
lento desarrollo. En esta línea de pensa-
miento, Bunker (1985, 2006) planteó
una asimetría estructural entre las “eco-
nomías extractivas” en la periferia y las
“economías productivas” en el centro. El
capitalismo industrial induce a la rápida
expansión de la producción, pero la pro-
ducción está separada de la extracción
en términos espaciales. Debe notarse
que la energía no se puede reciclar y que
los materiales se reciclan sólo hasta
cierto límite. En consecuencia, existe
una necesidad continua de expandir las
fronteras productivas a fin de “alimentar”
a las economías industriales de materia y
energía. Puesto que cada vez son mayo-
res las cantidades y variedades de mate-
ria y energía que se requieren, las
economías extractivas son frecuente-
mente relocalizadas, ya sea porque han
depredado sus dotaciones de recursos o
porque las nuevas tecnologías han cam-
biado el mercado.

En estas circunstancias, las econo-
mías que dependen fuertemente de la
exportación de recursos naturales pro-
bablemente pueden sufrir de fluctuacio-
nes severas en los ingresos, son
incapaces de sostener un patrón de de-
sarrollo y establecer fuertes estructuras
políticas y sociales. A fin de contabilizar
tal desarrollo desigual, Bunker comple-
menta los argumentos de Marx con una
noción de “valores naturales”, los cua-
les, tal como sucede con la mano de
obra, son sistemáticamente infravalora-
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dos por las economías industriales a las
que son transferidos (Hornborg et al.,
2007).

Desde una perspectiva de economía
ecológica (Giljum y Eisenmenger, 2004;
Hornborg, 1998; Muradian y Martínez-
Alier, 2001), las asimetrías en el valor de
las importaciones y las exportaciones
alientan la explotación más intensiva de
recursos naturales a fin de adquirir las
mismas cantidades de bienes importa-
dos. Además, se generan pasivos am-
bientales, sin incorporar estos costos en
los precios finales ni en la contabilidad
de las empresas. En consecuencia, el Sur,
definido por las economías en desarro-
llo intensivas en la explotación de recur-
sos naturales, no sólo exporta sus
incrementos en productividad sino que
también drena sus recursos naturales al
exportarlos, y sufre de externalidades
ambientales debido a los patrones de

consumo de los países industrializados.
Desde la perspectiva de los flujos de

materiales se miden los Balances Co-
merciales Físicos (BCF), que se calculan
por la diferencia entre los flujos de im-
portación y los flujos de exportación en
términos de materiales. Es el opuesto del
balance comercial monetario al que es-
tamos acostumbrados porque los flujos
de dinero y de materiales se mueven en
direcciones opuestas en el mercado. Los
BCF negativos muestran la salida neta de
materiales domésticos que permiten cu-
brir la demanda externa, cuyo funciona-
miento metabólico depende de estas
fuentes de recursos. El problema con va-
rios recursos naturales que se exportan
es que se obtienen a partir de procesos
extractivos que deterioran el ambiente y
generan presiones en los recursos reno-
vables y no renovables. En el gráfico 4
se presenta la evolución del BCF para la
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Gráfico 4
Balance Comercial Físico
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economía ecuatoriana. Las cuentas físi-
cas muestran que un balance comercial
monetario favorable se ha promovido a
costa de un capital natural que se ago-
tará en algún momento. 

En el gráfico 5 se pueden comparar
los valores unitarios (US$ por kilogramo)
de los materiales importados y exporta-
dos, tomando como año base 1970. Du-
rante el período de análisis ha existido
una amplia brecha entre el precio de los
bienes importados y exportados, por un

factor de 1,5 en 1970 a 2,4 en 2007. Los
precios de las importaciones han crecido
a un ritmo más rápido que los precios de
las exportaciones, las tasas de creci-
miento durante el período analizado lle-
gan a ser de 5% y 4%, respectivamente.
En consecuencia, el decrecimiento rela-
tivo de los precios de las exportaciones
con respecto a los precios de las impor-
taciones implica que los términos del in-
tercambio han empeorado, en un
promedio anual de -1,3%.

El comportamiento cíclico de los tér-
minos del intercambio muestra que los
períodos de recuperación también pue-

den ocurrir, con diferentes implicaciones
para las economías extractivas y pro-
ductivas. En el Ecuador, las recuperacio-
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Gráfico 5
Términos del intercambio
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nes están asociadas a las bonanzas en los
precios del petróleo que se registraron en
los años setenta hasta inicios de los
ochenta, y más recientemente, a partir
del año 2000 hasta el 2008. Sin em-
bargo, estos notables incrementos de los
precios de exportación del petróleo no
han sido suficientes para romper la dis-
paridad estructural entre los precios de
los bienes industriales que se importan y
los precios de las mercancías primarias
que se exportan. En términos de presio-
nes ambientales y pérdida permanente de
recursos, la peor parte del intercambio la
sufren las economías extractivas, mien-
tras que los países importadores de estos
recursos, pueden ver afectadas significa-
tivamente sus economías si los precios de
fuentes energéticas fundamentales como
el petróleo se incrementan mucho, y
quizá traducirse en crisis económicas de
carácter global.

Conclusiones

En este documento se han utilizado
indicadores de uso de materiales para
analizar algunas preguntas sobre la sos-
tenibilidad ambiental de la economía
ecuatoriana. Estos indicadores cuantifi-
can en términos de peso la carga am-
biental ligada a diversas categorías de
materiales, tales como: combustibles fó-
siles, minerales metálicos, minerales in-
dustriales, y materiales de construcción
entre los recursos no renovables; y, bio-
masa de la agricultura, de las actividades
forestales y de la pesca, entre los recur-
sos renovables.

Estos indicadores permiten respon-
der a algunas cuestiones interesantes
para evaluar la sostenibilidad de esta
economía. En primer lugar, se evidencia

que en términos absolutos la economía
ecuatoriana no se desmaterializa en el
transcurso de casi 40 años, aunque exis-
ten ciertas ganancias en términos de efi-
ciencia material, puesto que la
economía ha crecido más rápido que el
uso de materiales en este período. No
obstante, este resultado debe tomarse
con cuidado, pues una economía puede
reducir progresivamente su intensidad
material aunque en efecto se estén ago-
tando recursos no renovables o incluso
renovables si se sobrepasa su tasa de re-
generación natural.

Una segunda cuestión abordada en
este documento está vinculada a la lla-
mada “maldición por la abundancia de
recursos naturales”. En esta economía se
verifican al menos dos signos: la extrac-
ción creciente de materiales, y los cre-
cientes conflictos ecológico-distributivos.
Aunque la desmaterialización relativa
muestra que el producto económico
crece más rápidamente que el uso de
materiales, un crecimiento basado en re-
cursos agotables como el petróleo o mi-
nerales no permite tener perspectivas de
largo plazo ¿Esta economía habrá for-
mado una inversión suficiente para susti-
tuir recursos que inexorablemente se
agotarán? Este tema puede abordarse en
una investigación posterior.

En tercer lugar, se identifica una tran-
sición socio-ecológica desde un régi-
men agrícola hacia un régimen
industrial en el Ecuador, cuyos rasgos
principales son la conversión progresiva
desde el uso de recursos renovables
hacia el uso de recursos no renovables;
y además, una lenta salida de un régi-
men agrícola hacia un régimen indus-
trial. Esta perspectiva de análisis permite
entender que para los próximos años se
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puede esperar que el uso de materiales
en economías como la ecuatoriana siga
creciendo conforme alcanza etapas más
avanzadas de desarrollo.

Finalmente, esta investigación con-
tribuye a la discusión sobre un intercam-
bio ecológicamente desigual a través del
cálculo de los términos del intercambio
físico y monetario. Por una parte, el Ba-
lance Comercial Físico del Ecuador es
crecientemente negativo, lo que implica
una salida neta de recursos naturales del
territorio nacional que se destinan a cu-
brir la demanda externa, esto es, los re-
querimientos metabólicos de las
sociedades industriales que necesitan
por ejemplo, fuentes de energía fósil. Por
otro lado, los términos del intercambio,
tal como convencionalmente se miden,
esto es, por la comparación de los valo-
res unitarios de la exportación y de la im-
portación muestran un deterioro en el
transcurso de casi cuarenta años, y esto
incluso sin contar con el costo de los
daños ambientales y sociales que están
vinculados a los procesos productivos.
En particular preocupa el caso ecuato-
riano, en donde se verifica esta situación.
Otras economías de la región mejoran
mucho sus términos del intercambio du-
rante el mismo período, este es el caso
de Perú (Vallejo, 2010b). Asimismo, no
se verifica un deterioro de los términos
del intercambio en economías como
Chile, México (Russi et al., 2008) o Co-
lombia (Vallejo et al., 2010). 

A la luz de estas conclusiones se pue-
den mencionar algunas consideraciones
de política que ciertamente requieren de
una discusión profunda. Este país ha sido
pionero en la promoción de un meca-
nismo claro para la progresiva desmate-

rialización de las economías. La inicia-
tiva Yasuní-ITT (Finer et al., 2009; Larrea
y Warnars, 2009), que busca dejar bajo
el subsuelo el petróleo de ese bloque pe-
trolero no sólo sería una contribución a
la reducción del cambio climático sino
también el inicio de un modelo no-ex-
tractivo. En este marco además, es nece-
sario garantizar que esta economía
genere una inversión suficiente a partir
de los propios ingresos petroleros, cuyo
objeto será promover la generación de
sustitutos renovables del petróleo que en
un futuro cercano se agotará.

Una segunda línea de política podría
encaminarse hacia esfuerzos regionales
por fortalecer la posición de estas eco-
nomías en el mercado mundial. Muchos
países sudamericanos constituyen ver-
daderas potencias mundiales por la ri-
queza de recursos naturales. Así por
ejemplo, hace varios años ya, Joseph
Vogel (2000) planteó la necesidad de
crear un cartel de la biodiversidad. Ecua-
dor podría no sólo fortalecer su partici-
pación en la OPEP (Organización de los
Países Exportadores de Petróleo) sino
también participar en iniciativas orienta-
das al mejoramiento de precios y la ex-
portación de menores volúmenes. Un
par de alternativas son los eco-impues-
tos que gravan la depredación de recur-
sos naturales, o el establecimiento de
cuotas de exportación. 
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n América del Sur se siguen acu-
mulando los más diversos impac-
tos ambientales, que van desde la

contaminación a la deforestación, desde
el deterioro de la calidad ambiental en
las ciudades a la desaparición de espe-
cies nativas. Estas tendencias no han
cambiado sustancialmente en los últimos
años, con lo que el resultado neto es un
creciente deterioro ambiental.

La llegada de los gobiernos progre-
sistas o de la nueva izquierda significó
un recambio político comprometido con
abandonar el reduccionismo de mercado
y volcarse hacia otra estrategia de desa-
rrollo. En algunos frentes se han dado
avances sustanciales, como sus posturas

en política internacional y enérgicos pro-
gramas de ataque a la pobreza, y de la
misma manera se esperaban cambios en
las políticas ambientales para detener
ese deterioro creciente. 

Sin embargo, en casi todos los países
se han mantenido los énfasis en sectores
como la minería e hidrocarburos, acen-
tuándose un sendero extractivista que a
su vez desencadena variados impactos
sociales y ambientales. Se escuchan dis-
cursos con evocaciones verdes, pero la
política ambiental es muy débil y se está
convirtiendo en una de las principales
áreas de disputa y controversia en el
seno de la izquierda gobernante con-
temporánea. 

Si eres tan progresista ¿Por qué destruyes 
la naturaleza?
Neoextractivismo, izquierda y alternativas
Eduardo Gudynas1

Los gobiernos progresistas de América del Sur se encuentran ante el desafío de dar impulso al
desarrollo económico y la justicia social. Ello implica tener en consideración también los
impactos ambientales que producen las actividades de tipo extractivo. En las propuestas de los
gobiernos y las izquierdas no ha existido una preocupación sustantiva y programática por el
cuidado de la naturaleza. Las actuales contradicciones entre los estilos de desarrollo progre-
sistas y la temática ambiental provienen de una débil reflexión que no ha incorporado seria-
mente la ecología para proponer alternativas de desarrollo.

E

1 Investigador principal en CLAES (Centro Latino Americano de Ecología Social), Montevideo, Uruguay
(egudynas@ambiental.net). El autor agradece a Mariela Buonomo, Soledad Ghione y Gerardo Honty por
la lectura crítica del manuscrito.



En el presente artículo se examinan
algunas facetas de estas tensiones. Se
consideran las contra-dicciones políticas
entre las expresiones de izquierda o pro-
gresistas, el nuevo extractivismo que co-
bijan y sus implicancias socioambientales.
Enseguida se examinan algunos puntos
sobresalientes en el debate político ac-
tual, por ejemplo el “socialismo del siglo
XXI”, sopesándose si se incorpora o no
la dimensión ambiental. Se describe el
actual regreso a la vieja oposición entre
economía y ecología, y advierte que el
fortalecimiento de la política ambiental
no es apenas colocar filtros de aire en
chimeneas o plantas de tratamientos de
efluentes, sino que implica una fuerte re-
visión en conceptos claves. Entre ellos,
las ideas sobre la abundancia, las formas
de valoración y la perspectiva antropo-
céntrica, necesitan ser revisadas en el
seno del pensamiento progresista.

El progresismo y el anuncio de cambios

La nueva izquierda o progresismo en
América del Sur es un conjunto hetero-
géneo de gobiernos, partidos políticos y
coaliciones. Sus ejemplos notorios son
los gobiernos de Néstor Kirchner y Cris-
tina Fernández de Kirchner (Argentina),
Evo Morales (Bolivia), Inacio Lula da
Silva (Brasil), Rafael Correa (Ecuador),
Fernando Lugo (Paraguay), Tabaré Vaz-

quez, y su sucesor José Mujica (Uru-
guay), Hugo Chávez (Venezuela), y la
pasada administración de Michelle Ba-
chelet (Chile). 

Las similitudes y diferencias son el
motivo de análisis de muchos autores
(una buena introducción se puede en-
contrar en Saint-Upéry, 2008), pero más
allá de ellas, todos se autodefinen o pro-
claman como representantes de la nueva
izquierda sudamericana.2 Su llegada al
gobierno ha estado envuelta en distintos
anuncios de cambios sustanciales, o in-
cluso radicales. De esta manera, en
Ecuador, Alianza País defiende una “re-
volución ciudadana”, desde Venezuela,
Hugo Chávez promueve el “socialismo
del siglo XXI”, e incluso en Uruguay, al
tiempo de asumir la presidencia, Tabaré
Vázquez anunciaba que “temblarían las
raíces de los árboles”. Aunque el sentido
de esas transformaciones cambió de un
país a otro, y no será lo mismo, por
ejemplo, la hiperinstitucionalización
uruguaya que la vorágine social boli-
viana.

Más allá de las diferencias en esos
planos, estos gobiernos coinciden en
romper con el énfasis de origen neolibe-
ral ensimismado con el mercado como
escenario privilegiado de la política y la
gestión3. Se identifican con los sectores
populares y en algunos casos con aque-
llos que se encontraban mas oprimidos
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2 En el presente texto no se analizarán en detalle las diferencias entre los gobiernos de la nueva izquierda.
También se apelará a la paciencia del lector en tanto los términos izquierda, progresismo, socialismo y
otros, se usan con bastante libertad y en el sentido convencional bajo el cual aparecen en América del
Sur. La caracterización de cada uno, sus superposiciones y diferencias, extenderían más allá de lo per-
mitido el presente trabajo. 

3 Aunque en Chile estos y otros cambios descritos más adelante, han sido más mesurados y pausados, en
tanto la administración Bachelet mostró una continuidad con los anteriores gobiernos de la concertación
por la Democracia.



ECUADOR DEBATE / TEMA CENTRAL 63

(como pueden ser movimientos indíge-
nas y campesinos en algunas regiones
andinas). Existe un mayor protagonismo
estatal, la ola de privatizaciones se de-
tuvo y en algunos casos se volvieron a
nacionalizar empresas que tiempo atrás
fueron vendidas. No se oculta el pro-
blema de la pobreza, sino que se lo com-
bate, incluyendo diversos planes
gubernamentales de asistencia moneta-
ria focalizada. Existe un intento de pro-
mover un cierto Estado de Bienestar,
creándolo allí donde apenas se insi-
nuaba, y en otros casos, fortaleciéndolo. 

La política económica y productiva
alcanzó reformas importantes en Vene-
zuela pero en los demás países reviste
muchos rasgos convencionales. Más allá
de las declaraciones, se observan varias
continuidades donde el desarrollo es en-
tendido como crecimiento económico, y
sus componentes centrales están en pro-
mover las exportaciones, especialmente
de materias primas, y atraer inversiones.
Este camino queda rápidamente inmerso
en muchas contradicciones ambientales
y sociales, por los impactos que desen-
cadena.

Tolerando la destrucción de la
Naturaleza

En todos los países bajo gobiernos
progresistas se ha mantenido, e incluso
reforzado, los sectores extractivos, que
incluyen la minería, gas y petróleo, y los
monocultivos de gran cobertura orienta-
dos a la exportación. Su participación en

las economías nacionales es muy alta;
por ejemplo, los hidrocarburos casi re-
presentan el 90% de las exportaciones
totales en Venezuela, y los minerales
más del 60% en el caso chileno. Estos
emprendimientos generan los más diver-
sos impactos sociales y ambientales, que
van desde desplazamientos poblaciona-
les, afectaciones a la salud, hasta la de-
forestación o contaminación del agua. A
su vez, esos efectos generan distintas
protestas sociales, desde reclamos judi-
ciales a bloqueos de rutas o paros cívi-
cos.4

Frente a esta situación es necesario
preguntarse por qué los gobiernos pro-
gresistas toleran estos impactos sociales
y ambientales. ¿Cuáles son los mecanis-
mos o las posturas que les permiten mi-
nimizarlos, ignorarlos o desatenderlos?
Estas interrogantes tienen varias res-
puestas.

En muchos casos, se insiste en que
los impactos sociales y ambientales de
los emprendimientos extractivos son me-
nores, se debate sobre los umbrales de
impacto tolerables o sobre la efectividad
del manejo de emisiones o efluentes.
Esto se observa con mucha frecuencia
por ejemplo en Chile, Brasil o Uruguay.
Esta tendencia puede llevar a límites es-
candalosos, tal como se observa en Perú
(bajo un gobierno conservador), en el
caso de la ciudad de La Oroya, una de
las urbes más contaminadas del planeta
como consecuencia de la minería. A
pesar de todo eso, el Ministerio de Salud
no la incluye en su lista de sitios sensi-

4 Sobre los impactos sociales y ambientales del extractivismo en los países progresistas véase a Acosta,
2009 para Ecuador; Morales y Ribera Arismendi, 2008 para Bolivia; Svampa y Antonelli, 2009 en Ar-
gentina; y Gudynas, 2009b con ejemplos para varios países.



bles de contaminación y bajo vigilancia
ambiental y sanitaria.5 Este tipo de pro-
blemas se repite en muchos sitios, y ge-
nera una situación donde las
comunidades locales deben cargar con
todo el esfuerzo y costo de demostrar
que esos impactos ocurren, y tal como
se ilustra en el ejemplo de arriba, deben
convencer tanto a la opinión pública
como al propio gobierno.

En otros casos, el Estado acentúa su
centralismo y le basta con dejar de vigi-
lar lo que sucede en los rincones más
apartados del país. En tanto el extracti-
vismo ahora avanza hacia sitios más re-
motos en sierras y selvas, aspira a pasar
desapercibido. Ejemplos de este pro-
blema se ilustran con la pequeña mine-
ría informal de extracción de oro o con
la deforestación en sitios apartados de la
Amazonia. En el caso brasileño, el mi-
nistro del ambiente de Brasil, Carlos
Minc afirmaba en febrero de 2010 que
“por primera vez” la deforestación ama-
zónica estaba “controlada” y que no se
regresaría a los índices de destrucción
del pasado. Su declaración se basaba en
la caída de la deforestación a fines de
2009. Pero pocas semanas después, gra-
cias al estudio de fotos satelitales que
permiten un seguimiento incluso en los
sitios más apartados, una organización
ciudadana encontró que en realidad la
tasa de pérdida de bosques creció un
22% entre agosto de 2009 y enero de
2010, en relación al año anterior (Ha-
yashi et al., 2010). En este tema también
persisten los problemas de corrupción,
una aplicación defectuosa de la vigilan-

cia y las sanciones, y la debilidad de los
juzgados para lidiar con los problemas
ambientales.

En paralelo, en varios países existen
presiones y acciones para flexibilizar la
normativa ambiental, reducir sus requi-
sitos, y ampliar las facilidades para la
evaluación del impacto ambiental. Ese
embate es intenso en el segundo man-
dato de Lula da Silva en Brasil, y llegó
incluso a removerse a las autoridades
ambientales que no firmaban los permi-
sos ambientales grandes obras (como las
represas en la Amazonia). Otro tanto su-
cede en Bolivia, donde el proyecto de
una nueva ley en hidrocarburos remueve
los mecanismos de consentimiento pre-
vio local para la explotación petrolera en
tierras de comunidades campesinas o
pueblos indígenas, junto a flexibilizar
otros aspectos ambientales (como las sal-
vaguardas para las áreas protegidas)
(véase Villegas, 2010).

También se advierte que si bien la ley
vigente en Bolivia es heredada desde los
gobiernos neoliberales, a juicio de Ville-
gas (2010), el nuevo proyecto del go-
bierno de Morales es peor. El analista
predice un “enorme incremento en la ex-
tensión de las industrias extractivas en el
territorio nacional”, y agrega que significa
“que estamos ante un futuro de impactos
y riesgos sin precedentes sobre todo el te-
rritorio nacional y la población”.

Bajo estas posturas, todos los gobier-
nos, incluidos los progresistas, junto a
vastos sectores académicos, empresaria-
les y del resto de la sociedad, comparten
la visión de una América del Sur repleta
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5 Resolución ministerial 094-2010/MINSA, 12 febrero 2010; reporte de Clima de Cambios, Pontificia Uni-
versidad Católica del Perú.



de riquezas ecológicas, con holgados
márgenes para la ampliación de las acti-
vidades humanas. Se sostiene que son
recursos que estarían lejos de agotarse,
los ecosistemas locales poseerían enor-
mes capacidades de amortiguación (un
ejemplo típico: los ríos son tan grandes y
caudalosos, que la contaminación se di-
luiría en ellos), y aquí no se repetirían los
problemas ambientales de los países in-
dustrializados. Esta actitud se puede
ejemplificar con la prédica venezolana
de contar con las mas grandes reservas
de hidrocarburos de América Latina, y su
apresuramiento en utilizarlas, donde el
debate de sus implicaciones ambientales
se desvanece (véase a García Gaudilla,
2009).

En la misma línea se encuentran las
metáforas sobre la riqueza que nos rodea
y que necesariamente debe ser utilizada
intensa y eficientemente. En el caso
ecuatoriano, el presidente Rafael Correa
repite las alusiones a “no ser mendigos
sentados sobre un saco de oro”, donde
sería una tontería o irresponsabilidad no
aprovechar esa riqueza. Ha usado repe-
tidamente esa imagen para fundamentar
muy distintas cosas: la Ley de minería
(enero 2009), justificar la explotación pe-
trolera del ITT si no se obtenía una com-
pensación internacional (febrero 2009),
en presentar a la minería como fuente de
recursos para atacar la pobreza (junio
2009), y como impulso decisivo al desa-
rrollo (noviembre 2009).6

También se viene apelando a solu-
ciones tecnológicas que se consideran
eficientes y completas, con las cuales se
reducirían o anularían los impactos am-
bientales. Estas incluyen nuevas tecno-
logías que, en varios casos pueden tener
un gran valor, pero que de todas mane-
ras no cambian el balance ambiental ne-
gativo. Algunas de ellas pecan de un
gran optimismo, como los recientes apo-
yos del presidente Lula da Silva, y su mi-
nistro del ambiente, C. Minc a lo que
denomina como “represas plataforma”:
grandes represas hidroeléctricas en la
Amazonia que serían construidas como
si fueran “plataformas” marinas de ex-
plotación petrolera, aisladas en ese océa -
no de selva tropicales, donde las
personas y los insumos van y vienen con
helicópteros7. Es evidente que esta pro-
puesta es ciega a los efectos negativos
del represamiento del río, los cambios en
los ciclos hidrológicos o la desaparición
de miles de hectáreas de bosque tropical
bajo el lago de la represa. Pero a pesar
de todas estas evidentes limitaciones,
esta idea es presentada como si fuera
una propuesta seria por sus defensores.

Otro flanco de tolerancia con los im-
pactos sociales y ambientales se desen-
vuelve alrededor de procedimientos de
publicidad y marketing, tales como la
responsabilidad social empresarial (RSE),
el uso de las certificaciones ISO de la
serie 14 000, los códigos de conducta,
etc. Este tipo de herramientas tienen al-
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nia.org.br.



gunos valores, en especial como forma
de obligar a las empresas a dar a conocer
información, cumplir estándares de re-
gistro y evaluación de procesos, infor-
mación al consumidor, etc. Pero el
problema es que en muchos casos estos
instrumentos se distorsionan y terminan
siendo presentados como sinónimo de
una excelente gestión ambiental, su-
plantando el papel de monitoreo y fisca-
lización del Estado, y la participación de
las comunidades locales. En muchos
casos las agencias gubernamentales
aprovechan esas medidas para eludir in-
tervenir en esos sectores, mientras que
no son pocos los empresarios que las
usan como meras medidas publicitarias. 

Finalmente, otro flanco creciente de
tolerancia a los impactos ambientales se
encuentra en la ilusión de la mercantili-
zación de los bienes y servicios ambien-
tales. Bajo esta idea se asume que
convirtiendo los recursos y funciones de
los ecosistemas en bienes y servicios que
se pueden transar en el mercado, se ge-
nerarían recursos para invertirse en la
protección ambiental. Esta estrategia
tiene varios problemas, cuyo estudio en
profundidad escapa al presente artículo,
pero deben mencionarse un par de pun-
tos vinculados con el extractivismo. El
primero es que refuerza la idea de ma-
nejar a la Naturaleza como una canasta
de recursos comercializables que se ad-
ministra bajo criterios económicos. Por
lo tanto, se sigue en un camino donde
las decisiones se toman en base a la ren-
tabilidad; los decisores se preguntan si
obtendrán más dinero desde posibles
tasas al uso de servicios ecológicos o
desde la exportación de petróleo o mi-
nerales. El segundo, es que este tipo de
instrumentos de gestión han tenido éxito

muy limitado, y no reemplazan a las po-
líticas públicas.

El neo-extractivismo

Bajo los gobiernos de la nueva iz-
quierda se han mantenido muchos de los
problemas propios de las estrategias ex-
tractivistas, como se puede concluir a
partir de varios de los ejemplos mencio-
nados arriba. Los emprendimientos clá-
sicos persisten, especialmente en
minería e hidrocarburos, y en algunos
casos se busca expandirlos (como su-
cede en Ecuador con la apuesta a la mi-
nería a gran escala).

La persistencia del extractivismo re-
presenta un cambio sustancial frente a la
vieja izquierda, la cual siempre criticó a
sectores como la minería y las petrole-
ras, no sólo por sus impactos locales,
sino por representar economías de en-
clave que no generaban beneficios sus-
tanciales. Esa dependencia en exportar
materias primas era vista como un estado
de atraso, que debía ser superado.

Sin embargo, los gobiernos progre-
sistas en los hechos se han encaminado
a un nuevo extractivismo (Gudynas,
2009b). A diferencia de lo que ocurría en
el pasado, por un lado hay una mayor
presencia estatal, en algunos casos se au-
mentaron los tributos y regalías, y se
busca una mejor regulación. Pero por
otro lado, las empresas extranjeras rea-
parecen bajo otros modos de asociación,
la dependencia de los mercados globales
se acentúa y en algunos casos el propio
Estado apoya o subvenciona a diferentes
emprendimientos. Uno de los ejemplos
más claros son los sucesivos apoyos del
gobierno de Morales para explotar sus
yacimientos de hierro. 
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Mientras que en el pasado se aso-
ciaba el extractivismo con condiciones
de pobreza y marginación económica,
ahora pasa a ser concebido como el
motor del desarrollo y un aporte indis-
pensable para financiar los programas de
asistencia social. Distintos componentes
del clásico pensamiento de izquierda
son reajustados bajo esta nueva postura.
Por ejemplo, en el caso de la reforma
agraria, la Comisión Pastoral de la Tierra
de Brasil recuerda que el gobierno de
Lula da Silva abandonó los contenidos
clásicos de esa reforma substituyéndola
por una “regularización de la propiedad”
y una gestión acoplada a la expansión de
los agronegocios (de Oliveira, 2009).
¿Por qué se siguen esos pasos? Para ajus-
tar el uso del territorio a las necesidades
de la agroindustria exportadora.

En varios casos estas posturas se han
llevado al extremo de postular casi un
chantaje donde se dice que si se pone en
riesgo este extractivismo, se perderían
los planes sociales y las posibilidades de
desarrollo. Las críticas al extractivismo
se manejan como si fueran proclamas a
favor de la pobreza. Por lo tanto, la ex-
plotación de la Naturaleza bajo las ac-
tuales formas sería inevitable, y lo que
apenas puede hacerse es amortiguar sus
impactos sociales y ambientales. Allí
donde eso no es posible, los grupos lo-
cales se deberían “sacrificar” para ase-
gurar un bien mayor para el resto del
país. De esta manera, la construcción de

un Estado de bienestar del progresismo
del siglo XXI parece que debería erguirse
sobre estos sacrificios sociales y am-
bientales. 

Hay varios ejemplos en este sentido,
algunos citados arriba. A mediados de
2009, al sumarse las protestas de comu-
nidades campesinas e indígenas al norte
de La Paz (Bolivia), contrarias a la ex-
ploración petrolera, el presidente Evo
Morales replicaba con disgusto: “¿de qué
Bolivia va a vivir si algunas ONGs dicen
Amazonía sin petróleo?”, agregando que
“están diciendo, en otras palabras, que
el pueblo boliviano no tenga plata, que
no haya IDH, que no haya regalías, pero
también van diciendo que no haya (el
bono) Juancito Pinto, ni la Renta Digni-
dad, ni el bono Juana Azurduy”.8

Es importante desentrañar la lógica
del rechazo de Morales, ya que no
acepta detener la explotación petrolera
en tanto la asume como indispensable
para financiar sus paquetes de ayuda so-
cial. Siguiendo esa línea, considera a
quienes reclaman estar bajo la manipu-
lación de ONGs o intereses extranjeros,
invocando así una idea muy difundida
en todos nuestros países donde los pro-
blemas nacionales se deberían a causas
externas y ajenas. 

Este tipo de declaraciones se repite
en todos los países progresistas, donde
esos gobiernos defienden un estilo de de-
sarrollo primarizado, que persigue el cre-
cimiento económico por medio de
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incrementos constantes en sus exporta-
ciones y recepción de inversión extran-
jera. Por cierto que en ello el Estado
juega otros papeles más activos, y la
forma bajo la cual se distribuyen los ex-
cedentes tiene algunas diferencias. Pero
más allá de eso, el punto es que se reor-
ganiza el estilo de desarrollo nueva-
mente alrededor del crecimiento
económico y el flujo de capitales. Con-
secuentemente, ya no es aceptable dis-
cutir ni las metas de inversión ni las de
exportación, y solo se podrá debatir
sobre cómo se usarán los excedentes
captados por el Estado. 

Un ejemplo muy claro de esta pos-
tura lo ofrece el nuevo presidente de
Uruguay, José “Pepe” Mujica, quien más
allá de su imagen radical, acaba de sos-
tener que “necesitamos inversión de
afuera”, y no debe haber polémicas
sobre esto ya que ese capital es indis-
pensable. La discusión que se tolera
debe ser sobre cómo usará el Estado los
beneficios que la inversión genere; dice
Mujica: “después, con los logros de la in-
versión, con los impuestos que deja y los
márgenes de ganancia, podemos discutir
si lo estamos gastando mal o bien, eso
sí”.9

Se consolida, poco a poco, un estilo
de desarrollo donde la izquierda criolla
rompe con varios componentes de su
propia historia, y paulatinamente mu-
chos aspectos clave del desarrollo dejan
de ser discutidos. Por cierto que man-
tiene sus críticas a las reformas de mer-
cado y contra los anteriores gobiernos de
inspiración neoliberal, y que el Estado

capte una mucho mayor proporción de
la renta originada en los recursos natu-
rales, pero un análisis más detenido y ri-
guroso muestra que es muy poco lo que
se discute sobre estas estrategias, y
menos todavía sobre la posibilidad de ir
más allá de estas formas de capitalismo
socialmente compensadas. 

En efecto, se ha desembocado en un
“capitalismo benévolo”: se aceptan las
condiciones básicas del capitalismo,
pero se entiende que pueden existir re-
formas y ajustes que podrían reducir o
amortiguar algunos de sus efectos nega-
tivos más claros, tales como la pobreza y
la desigualdad (un punto que se analiza
con más detalle en Gudynas, 2010). In-
cluso frente a la actual crisis económica
global, esta corriente considera que se
debe acentuar y acelerar el extracti-
vismo, para que sus exportaciones com-
pensen los problemas financieros del
Estado.

Esta situación está comenzando a
crujir en varios sitios. Esos emprendi-
mientos extractivos mantienen o agravan
los impactos sociales, y por esa razón,
más tarde o más temprano, aparecen o
se reactivan diferentes conflictos socia-
les. Esas reacciones son distintas entre
los diferentes países, y al menos algunas
tendencias se pueden señalar. 

Posiblemente los dos casos donde el
debate esté más restringido sean Uru-
guay y Venezuela. En el primero, por un
lado existe una gran institucionalización
partidaria y un amplio Estado benefactor
(en escala latinoamericana), y por otro
lado, la izquierda local no disimula: no
le interesa el tema ambiental y lo inter-
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preta como una oposición con la pro-
ducción10. En Venezuela, las organiza-
ciones ambientalistas están debilitadas,
y la vorágine política del país arroja estas
cuestiones en un segundo plano, donde
persiste el fuerte peso cultural de la ri-
queza encerrada en el petróleo.

En Bolivia está recomenzando poco
a poco el debate ambiental, a partir de
algunas advertencias y protestas que vie-
nen del medio rural. Pero sigue enfren-
tando muchas restricciones, dada la
hegemonía política del MAS (Movi-
miento al Socialismo) y sus aliados, y la
facilidad con la cual se tilda a muchas
de esas expresiones como antirevolucio-
narias. 

En Argentina, Brasil, Chile y Para-
guay el tema alcanza una mayor discu-
sión, aunque en cada caso por distintos
motivos y diferentes manifestaciones.
Por ejemplo, en Argentina se mantiene,
con algunos picos, protestas ante la ex-
pansión minera, y se ha generado una
mayor conciencia sobre los problemas
debido a los monocultivos extensivos de
soja. En Brasil existen temas o áreas de
conflicto, como pueden ser la construc-
ción de represas en ríos amazónicos, la
deforestación, la expansión de cultivos
en el Cerrado, o las mineradoras en el
nordeste. El tema forestal y minero se ex-
presa en Chile, y bajo otra forma, en Pa-
raguay, con una más clara asociación a
demandas sobre pobreza y derechos hu-
manos. 

Finalmente, es posible que las polé-
micas más intensas y avanzadas estén te-
niendo lugar en Ecuador, cubriendo un
amplio espectro de cuestiones que van
desde la protección de la biodiversidad,
a propuestas innovadoras como la de
una moratoria petrolera en la Amazonia. 

Izquierda y ecología

Las actuales contradicciones entre
los estilos de desarrollos progresistas y la
temática ambiental, no pueden expli-
carse apenas por una ausencia de un de-
bate ecológico en el pensamiento de
izquierda. Por lo tanto es necesario re-
pasar algunos elementos resultantes del
debate ambientalista. 

La problemática ambiental tiene una
larga historia y ganó creciente relevan-
cia, por lo menos desde la década de
1960. Rápidamente se convirtió en un
asunto político, y una parte de la iz-
quierda se sintió identificada con ella.
Pero en varios casos aprovechó el dis-
curso verde como una fuente de nuevas
críticas al capitalismo, antes que en ela-
borar alternativas de desarrollo. Por
ejemplo, en un influyente texto de 1972,
sobre socialismo y ecología, editado por
la Fundación Bertrand Russell para la
Paz, Ken Coates, sostenía que el socia-
lismo tradicional tiene dos respuestas a
la problemática ambiental: una crítica a
la economía de mercado y su adverten-
cia sobre el despojo capitalista de la pro-
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ductividad del suelo y el trabajador (Coa -
tes, 1976).

El esfuerzo dedicado a cuestionar al
capitalismo no siempre dejó tiempo para
comprender que la incorporación de as-
pectos ambientales también exigía un
cambio dentro de la propia izquierda.
Allí donde se inició esa necesaria reno-
vación, se desembocó en formulaciones
donde la izquierda verde se presentaba
como “muy lejos a la izquierda de la iz-
quierda” (tal como sostenía René Du-
mont, 1980). Esa línea de reflexión
cuestionaba al capitalismo pero también
a los regímenes políticos bajo el comu-
nismo soviético, China e incluso Cuba.
También se reconocía que un socialismo
verde pasa no solo por cambios políticos
y económicos, sino también por una
transformación cultural, donde debemos
“ser más” en lugar de “tener más” (para
volver a usar palabras de Dumont).

Sin embargo, no todos esos aspectos
fueron retomados en América Latina. Por
el contrario, parte del debate latinoame-
ricano estuvo marcado por el debate
donde se enfrentó el concepto de límites
ecológicos al crecimiento, presentado en
1972 en un reporte encargado por el
Club de Roma (Meadows et al., 1972).
En aquel tiempo se entendió que postu-
lar esos límites era un nuevo maltusia-
nismo que en la práctica terminaría con
restricciones sobre las opciones de desa-
rrollo en el sur. El ataque más organizado

provino de un grupo de intelectuales de
izquierda agrupados en la Fundación Ba-
riloche, que bajo la coordinación de
Amilcar Herrera (1975) elaboraron un
estudio alternativo denominado “Mo-
delo Mundial Latinoamericano”.

En esa reacción ya se encuentran
muchas ideas que reaparecerán una y
otra vez años después. Si bien contiene
elementos compartibles, como cuestio-
nar la imitación del desarrollo seguido
por los países industrializados y recha-
zar el consumismo, de todos modos ese
modelo está repleto del optimismo desa-
rrollista convencional, defiende el uso de
la energía nuclear y hasta una expansión
agrícola que es ciega a sus efectos en las
áreas naturales. Una evaluación general
del reporte indica que sus componentes
ecológicos eran muy débiles.11

Pero hoy sabemos que muchas de las
advertencias del informe del Club de
Roma sobre los límites del crecimiento
son ciertas (sin dejar de reconocer mo-
dificaciones y correcciones en algunos
aspectos). Estamos enfrentados a recur-
sos naturales que son finitos y capacida-
des ecosistémicas también acotadas, tal
como lo demuestran problemas contem-
poráneos como el cambio climático o el
inminente declinar del petróleo. 

Desde aquellos años, la creciente
evidencia de estos problemas ha nutrido
muchas corrientes políticas, y entre ellas
el conjunto de partidos verdes (de escasa
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penetración en América del Sur), y los di-
ferentes grupos políticos de izquierda12.
Un repaso de esas etapas escapa al pre-
sente artículo, aunque es necesario su-
brayar los aportes más recientes e
importantes.

Entre las manifestaciones recientes se
debe recodar a la llamada “Tercera Vía”.
Esta postura tuvo amplia difusión en Eu-
ropa, especialmente en gobiernos como
el de Tony Blair, liderado por el Partido
Laborista en Inglaterra, y de Gerhard
Schroeder, del Partido Social Demócrata
Alemán (donde actuaron coaligados con
el partido Los Verdes). Sus aportes inci-
dieron en los debates políticos de la iz-
quierda sudamericana hacia fines de la
década de 1990 (especialmente en los
países del Cono Sur), aunque también
despertaron muchas críticas locales. 

El punto interesante para el presente
análisis es que la Tercera Vía incorporó
varios temas ambientales, y más allá de
sus aciertos o equivocaciones, lo cierto
es que su reflexión ecológica fue en al-
gunos casos bastante detallada. Por un
lado, se recogían algunos de los recla-
mos de los Partidos Verdes europeos, y
por otro, se defendía una modernización
en varios frentes, entre los que se en-
contraban las cuestiones ambientales.
Esta corriente abordó asuntos como los
transgénicos, la calidad de los alimentos,
los controles ambientales, e incluso pro-
ponía introducir una dimensión ambien-
tal en cuestiones de alta complejidad,

como el manejo del riesgo (véase por
ejemplo a Giddens, 1999). Sin embargo,
esa discusión no se reflejó en los debates
sudamericanos, ni siquiera en los regí-
menes socialdemócratas más cercanos
(Brasil, Chile y Uruguay). Las razones
son variadas, y entre ellas se encuentran
desacuerdos con otros componentes de
la Tercera Vía, tales como su optimismo
con la globalización y su conservadu-
rismo filosófico.

Ambiente y socialismo del siglo XXI

Un cambio más radical y con un
claro anclaje sudamericano, está repre-
sentado por las reflexiones acerca del lla-
mado “socialismo del siglo XXI”. Ese
rótulo es usado por varios analistas y
unos cuantos políticos, y se ha transfor-
mado en algo bastante amplio, por mo-
mentos impreciso, aunque cada vez con
más frecuencia se admite que es un pro-
ceso en construcción. Para el presente
análisis es necesario examinar si esta no-
vedosa corriente asume los problemas
ambientales de América del Sur. 

Apelando a las formulaciones de sus
más conocidos promotores, es pertinente
comenzar por Atilio Borón que ofrece un
buen ejemplo de las posturas en juego, y
es un conocido académico y militante.
Borón (2008) considera que es indispen-
sable una transición al socialismo, ya
que nos encontraríamos en una “encru-
cijada civilizatoria”, y aunque se alude
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al futuro de la humanidad en la tierra, no
elabora ningún componente ambiental.
Seguramente ese autor no niega la crisis
ambiental, pero el punto relevante es
que ese ingrediente no aparece con des-
taque. 

Borón plantea en primer lugar una
salida del neoliberalismo, que incluye
abandonar las políticas del Consenso de
Washington, defender una postura anti-
imperialista clásica, reivindicar la toma
del poder, y rescatar las respuestas frente
a la globalización. En segundo lugar,
enumera las iniciativas que deberían
tomar los gobiernos, tales como la re-
construcción del Estado, anulación de la
deuda externa, combatir la pobreza, in-
versiones públicas, reforma agraria, entre
otros. Borón dice que una nueva estrate-
gia de desarrollo debe estar centrada en
suprimir los privilegios del capital, lo que
significa “comenzar a construir el socia-
lismo”.

En ninguna de esas dos listas aparece
la problemática ambiental como tal, ni
tampoco está incluida en los otros com-
ponentes. En especial es notoria su au-
sencia en el llamado a una nueva
estrategia de desarrollo, en la cual más
allá de controlar el capital, no se ofrecen
otros detalles. No se exploran los conte-
nidos y fines de otro desarrollo y su rela-
ción con el entorno. 

Borón (2008) también brinda algunas
“notas para la discusión” y entre ellas
aparece una sección dedicada a los va-
lores. En el debate ambiental de iz-
quierda la cuestión de los valores es
clave tal como se verá más abajo, por lo
tanto allí podría aparecer la temática am-
biental. Sin embargo, Borón vuelve a
quedarse en los primeros pasos del ca-

mino alternativo, y a su juicio las cues-
tiones de valores se centran en la crítica
a la sociedad burguesa. Más allá de la
pertinencia o no de esos cuestionamien-
tos, su contenido en realidad se aleja de
un debate ético, y expresa posturas polí-
ticas. De esa manera, quedan muchos
vacíos sobre cuáles serían los cambios
éticos y morales en el socialismo del
siglo XXI.

Otra vertiente es ofrecida por el ale-
mán Heinz Dieterich (2008), que se ha
vuelto muy conocida debido a su aso-
ciación con el presidente Hugo Chávez.
Esta propuesta es más compleja y en al-
gunos casos más detallada, abarcando
elementos como un nuevo desarro-
llismo, una economía que es planificada
y basada en la equivalencia de los valo-
res, un papel destacado para los movi-
mientos sociales, democracia par tici-
pativa, y un internacionalismo que des-
cansa en bloques regionales de poder. La
cuestión ambiental no es analizada
como un ingrediente clave, aunque en
varios temas había oportunidades para
hacerlo. Por ejemplo, en la discusión
sobre la economía que ofrece Dieterich,
su crítica a la valoración mercantil per-
mitiría incorporar distintos aportes de la
economía ecológica. Pero el autor sigue
un camino casi inverso, en tanto de-
fiende una “base operativa unitaria de la
economía” a partir de la comensurabili-
dad entre precios, tiempo y materia.

Otro influyente analista, Juan Carlos
Monedero (2008), si bien no detalla las
implicancias de la temática ambiental,
por lo menos la menciona. Mientras que
el socialismo clásico apuntaba a la sufi-
ciencia y el productivismo, los “socialis-
mos” del siglo XXI (una categoría plural

72 EDUARDO GUDYNAS / Si eres tan progresista ¿Por qué destruyes la naturaleza? 
Neoextractivismo, izquierda y alternativas



según este autor), se deberían enfocar en
la sustentabilidad y el ecologismo, aun-
que no define esos componentes, ni es-
tudia sus implicancias.

Una postura más moderada, pero
más detallada, es presentada por el chi-
leno Tomás Moulian, en su “quinta vía”
al socialismo del siglo XXI. Se comienza
por reconocer las fallas y fracasos de la
izquierda socialdemócrata, para postular
una estrategia de cambio que es distinta
tanto de la revolución como de la re-
forma, y que Moulian denomina “trans-
formación”. Ese camino es democrático,
evita la destrucción del Estado anterior, y
es un proceso gradual y de largo plazo,
dotado de un sesgo libertario (Moulian,
2000). Bajo esta visión, el socialismo
sería en primer lugar la “socialización
del poder político” bajo una democracia
participativa, una nueva economía y un
cambio cultural hacia el ser y la comu-
nidad. Pero en este caso tampoco se
ofrece un análisis detallado de la cues-
tión ambiental. Parecería que en esta
propuesta de corte comunitario y cultu-
ral, si bien hay una mayor profundiza-
ción en algunas dimensiones del
desarrollo (como la económica), no se
analiza ni su base ecológica ni tampoco
la diversidad cultural en las relaciones
entre sociedad y naturaleza.

En cuanto a los presidentes, las refe-
rencias al socialismo del siglo XXI apa-
recen por ejemplo en Correa, Morales y
Chávez. Pero en casi todos los casos,
esas expresiones están atadas a distintas
coyunturas políticas, por lo que es más
apropiado examinar el desempeño de
sus administraciones (tal como se hace
en otras secciones del presente artículo).

Puede concluirse entonces que la
vertiente del socialismo del siglo XXI, al

menos por ahora, no incluye la temática
ambiental entre sus temas sustantivos, o
apenas lo menciona. No es una cuestión
que esté en su horizonte de temas rele-
vantes. Es más, más allá de las críticas al
capitalismo, también surgen muchas
dudas sobre cómo construyen una alter-
nativa de desarrollo post-capitalista. 

También es llamativo que en esas
elaboraciones sudamericanas del socia-
lismo del siglo XXI no aprovecharan la
intensa reflexión sobre marxismo y eco-
logía (por ejemplo, sobre una “segunda
contradicción” del capitalismo debida a
la crisis ambiental, por O’Connor, 1998,
o la relectura ecológica de Marx por Fos-
ter, 2004). La influencia de esos análisis
propios del hemisferio norte sobre los
debates sudamericanos han sido muy li-
mitadas, tanto en promover los temas
ambientales, como en las cuestiones po-
líticas clásicas.

Uno de los pocos casos en aden-
trarse en ese terreno es Michael Löwy,
sociólogo brasileño radicado desde hace
mucho tiempo en París. Löwy publicó en
el 2005 un contundente ensayo sobre
ecología y socialismo, donde sostiene
que se debe revisar críticamente la con-
cepción marxista de fuerzas productivas
y romper totalmente con la ideología del
progreso. Se denuncia el capitalismo
como incompatible con la protección
ambiental, y se lanza un programa de
ecosocialismo con varios componentes
éticos.

Desde otra perspectiva, no puede
dejar de mencionarse a los aportes del
colombiano Orlando Fals Borda (2007),
quien sostiene que ese socialismo del
siglo XXI debe ser denominado como
“raizal” y “ecológico”, en tanto debe
“tomar en cuenta las raíces histórico-cul-
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turales y de ambiente natural de nuestros
pueblos de base”. A su juicio, el socia-
lismo de América Latina es diferente del
europeo, y en tanto es “tropical” la in-
corporación de los pueblos originarios
(que en su concepto incluye a indígenas,
negros, campesinos, colonos, etc.),
brinda un sentido más entendible y de-
fendible a esa propuesta. Sin embargo
Fals Borda no elabora con más detalle
esa dimensión, y la agrupación política
donde militaba (Polo Democrático Alter-
nativo), tampoco puede calificarse como
“roja y verde”.

Más recientemente, en Bolivia se está
desarrollando un complejo y sofisticado
cuerpo de reflexiones y análisis a partir
del nuevo protagonismo político de mo-
vimientos sociales campesinos e indíge-
nas. Si bien muchas veces se invoca la
cuestión ambiental en el diseño de la
“plurinacionalidad” boliviana, las elabo-
raciones específicas todavía son pocas.
Un buen ejemplo son los recientes textos
de Luis Tapia (por ejemplo Tapia, 2009),
donde el acento está en cuestiones polí-
ticas. Pero de todos modos asoma la
cuestión ambiental, por ejemplo, al
abordar las relaciones entre el tiempo
político y social y los ciclos de la natu-
raleza. Postula una “legislación sensata”
que permita “que los procesos de trans-
formación de la naturaleza no destruyan
el medio ambiente” pero que tampoco
“descomponga las condiciones de vida
y sociabilidad”. La intuición es clara,
pero el tema está apenas elaborado. En

una evaluación esquemática, y a riesgo
de ser injusta, esa corriente entiende que
la temática ambiental es importante,
pero por ahora no ha logrado generar
una reflexión ecológica sustantiva, de-
pende mucho de los ejemplos antropo-
lógicos, y faltan las conexiones entre
ecología y política.

Esta breve revisión deja en evidencia
que entre algunas de las más importantes
líneas de reflexión política de la iz-
quierda sudamericana, la presencia de la
dimensión ambiental es marginal.13 In-
cluso el intento de renovar el socialismo
hacia el siglo XXI, al menos por ahora,
no ha logrado incorporar la temática am-
biental de forma sustantiva. 

El regreso a la oposición entre econo-
mía y ecología

A pesar de las dificultades para lidiar
con el tema ambiental, de todas mane-
ras las cuestiones sobre el manejo de los
recursos naturales, aparecen una y otra
vez en el debate. Como no se ha desa-
rrollado un debate más profundo, el pro-
gresismo tiende a enfocarse en un plano
más superficial, entendiendo los temas
ambientales como una inevitable oposi-
ción entre economía y ecología, como
trabas al desarrollo y como obstáculos a
sus políticas sociales. Esta supuesta opo-
sición implica retroceder unos treinta
años en las discusiones en ecología po-
lítica. Ese era el tema propio de la dé-
cada de 1970. 
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En efecto, en aquel tiempo el resul-
tado de la publicación de los “Límites al
crecimiento” fue dejar en claro que la
idea de crecimiento económico conti-
nuado era imposible por los límites am-
bientales (Meadows et al., 1972). Por lo
tanto, quedó planteada una oposición
entre el desarrollo económico como cre-
cimiento, y las capacidades de sustenta-
ción ambiental del planeta. Ese debate
duró más de diez años, hasta que a fines
de la década de 1980 fue reformulado
bajo un intento de disolver esa oposi-
ción, defendiendo que la conservación
del ambiente se convertía en una condi-
ción para el desarrollo. En otras palabras:
no hay economías posibles sin una base
ecológica. 

Esta concepción no ha estado exenta
de problemas, debido a que vastos sec-
tores que entendían el desarrollo apenas
como crecimiento económico, presenta-
ron a la conservación como necesaria
para asegurar y mantener el crecimiento
económico. El mejor ejemplo de este
cambio es la formulación clásica de de-
sarrollo sostenible ofrecida por la Comi-
sión Mundial en Medio Ambiente y
Desarrollo de Naciones Unidas, en
“Nuestro Futuro Común” (CMMAD,
1987). La oposición ecología versus con-
servación de los años setenta se disolvió
bajo una ecología para el “crecimiento
económico”.

El debate alrededor de estas cuestio-
nes avanzó a tropezones en América La-
tina a lo largo de la década de 1990 e
inicios de la del 2000, ya que las refor-
mas de mercado minimizaron la temá-
tica ambiental y forjaron una postura
reduccionista del desarrollo. Bajo ese
aliento se defendieron las soluciones de

tipo empresarial y mercantil para la te-
mática ambiental, tales como los merca-
dos de bienes o servicios ambientales,
algunos de los cuales se ejemplificaron
arriba. La transformación de la Natura-
leza en una mercancía se acentuó toda-
vía más y con ello el conflicto ecología
versus conservación parecía desvane-
cerse, ya que se podía incluir el am-
biente dentro de la economía
convencional de mercado. No se niegan
muchos problemas ambientales, sino
que se les busca una solución convir-
tiéndolos en negocios. Actualmente se
insiste en ese mensaje, por ejemplo
desde el Programa de las Naciones Uni-
das para el Medio Ambiente (PNUMA):
“ser verde para crecer”, apelando a me-
canismos de mercado más ajustados y
una “economía de los ecosistemas”
(UNEP, 2010).

Esas posturas merecen muchas ob-
servaciones y críticas. De hecho, hay
una discusión en marcha sobre la real
eficacia de la mercantilización de la Na-
turaleza, el papel de las políticas públi-
cas, las presiones del consumo, etc. Más
allá de esos contenidos, resulta impac-
tante que la crítica de izquierda al re-
duccionismo de mercado se detuviera
justo antes de abordar la temática am-
biental, y con ello dejó aceptada en los
hechos la mercantilización de la Natura-
leza. Se critica el capitalismo global,
pero se busca participar en el mercado
global, por ejemplo vendiendo bonos de
captación de carbono; se anuncian las
alternativas, pero se fortalece una eco-
nomía de enclaves de extracción de re-
cursos naturales, y así sucesivamente.

Algunas viejas advertencias, propias
de la década de 1970, mantienen una
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actual validez. Por ejemplo, el alemán
Hans Magnus Enzensberger publicó en
1973 un texto clave sobre la ecología
política de aquellos tiempos. Entre varias
advertencias, cuestionaba el optimismo
tecnológico de la tradición marxista, y si
bien criticaba duramente el capitalismo,
no dudaba en advertir que en los países
soviéticos, que ni eran capitalistas ni
contaban con propiedad privada, de
todos modos se repetía la debacle am-
biental (Enzensberger, 1976, edición ori-
ginal 1973). Esta no es una cuestión
menor, ya que en los regímenes de aquel
socialismo, los problemas ambientales se
ocultaban, no se manejaban adecuada-
mente, su discusión política era raquítica
y, por su talante autoritario, se impedían
los reclamos ciudadanos. Cualquier
forma de nuevo socialismo sudameri-
cano no puede ignorar esa evidencia his-
tórica.

Otro de los argumentos de Enzens-
berger puede ser ajustado al día de hoy:
los cuestionamientos que se hacen desde
la izquierda, e incluso desde los gobier-
nos progresistas, contra los intereses eco-
nómicos globales, las transnacionales
que se apoderan de nuestros recursos o
la publicidad que alimenta el consumo,
sirven para desenmascarar esos papeles,
pero ello no genera por sí solo mejoras
ambientales, no solucionan la contami-
nación, no detienen la deforestación ni
desalienta el consumismo. 

Muchos discursos críticos en reali-
dad pretendían, como dice Enzensber-
ger, “comerciar con el poder subversivo
y crítico del marxismo”, para finalmente
convertirlo en “una serie de frases este-
reotipadas, que, en su abstracción, son
tan incontrastables como inútiles”. Esa

sensación se repite, hoy por hoy, frente a
algunos gobernantes e intelectuales pro-
gresistas, donde se toman frases, rótulos
y hasta estéticas socialistas, y se lanzan
duras críticas contra el capitalismo ac-
tual (en muchas ocasiones con unas bue-
nas cuotas de razón), pero sin generar
una renovación conceptual ni una ges-
tión estatal más efectiva. Se critica la
economía global, pero se vive intensa-
mente con ella, y se critica al capitalismo
pero en los hechos se refuerzan las eco-
nomías extractivas. Y todo esto sin enca-
rar seriamente una mejor gestión
ambiental para lidiar con sus impactos
sociales y ambientales locales. Por lo
tanto, una renovación de la izquierda
por cierto que no debería abandonar
esas críticas, pero solamente con ello no
basta, y es necesario que simultánea-
mente se renueve con la incorporación
del tema ambiental, sin excluir o me-
nospreciar a aquellos que lo postulan.

La protesta social y las denuncias de
organizaciones ambientalistas dejan en
evidencia estas limitaciones del actual
progresismo. Pero a la vez desnudan que
uno de los pilares clásicos de la iz-
quierda, la justicia social, no se cumple
cabalmente. Los impactos sociales y am-
bientales expresan también injusticias en
esos planos y este es un cuestionamiento
particularmente doloroso para quienes
gobiernan en la actualidad. Es muy posi-
ble que las fuertes reacciones presiden-
ciales en contra de los ambientalistas, tal
como se observa con Rafael Correa, Lula
da Silva o Evo Morales, se deban a esto. 

Más allá del debate conceptual, está
claro que el actual énfasis extractivista
genera impactos sociales y ambientales
que alimentan la crítica, protesta o desi-
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lusión frente a la izquierda gobernante.
Hay un creciente malestar con esta si-
tuación. Tanto desde los espacios de re-
flexión, como en la militancia social, o
en la cotidianidad de las comunidades
locales, una y otra vez se escucha decir:
si estos gobiernos anuncian la renova-
ción, apelan a la justicia y la solidaridad,
¿por qué siguen destruyendo la Natura-
leza? 

Ecología y renovación política

En el siglo XXI cualquier alternativa
de izquierda, sea socialista o no, no
puede obviar los temas ambientales. Su
incorporación no es apenas un ingre-
diente más en un largo repertorio de crí-
ticas al capitalismo, sino que debe ser
uno de los temas centrales en cualquier
pensamiento renovador. Es más, los di-
versos intentos actuales de caracterizar
el socialismo del nuevo milenio, serán
todos incompletos si carecen de esa di-
mensión y, por lo tanto, una tarea ur-
gente es que sus defensores pongan
manos a la obra para incorporarlos.

Además, esa incorporación no es so-
lamente un componente más que se
agregará a una larga lista de atributos.
Por el contrario, al sumar esos aspectos
se hace necesario revisar varios atributos
del ideario de izquierda, incluso algunas
de sus ideas básicas. Aún aceptando una
socialdemocracia moderada, no puede
defenderse la construcción de un Estado
de Bienestar a partir de la destrucción de
la Naturaleza. 

Es necesario comenzar por un cam-
bio de actitud y abandonar el negacio-
nismo ecológico. Los problemas
ambientales, la contaminación, la defo-
restación, la basura urbana, y tantos

otros, son reales, graves, y afectan a
mucha gente. Ya no es posible tolerar las
posturas de izquierda que repiten los dis-
cursos de una década atrás, minimi-
zando u ocultando ese deterioro
ambiental. 

Seguidamente se debe reconocer la
existencia de límites ecológicos. No es
posible continuar con la defensa de una
producción expansiva y crecimiento
económico perpetuo, ya que no hay re-
cursos para ello y el planeta no soporta-
ría sus efectos. Por lo tanto, la idea de la
abundancia y el crecimiento ilimitado de
las fuerzas productivas, propia del mar-
xismo clásico, debe ser reemplazada por
la de la escasez. Esto no quiere decir que
no existan serios problemas de distribu-
ción y acceso, pero esa situación no
puede llevarnos a ignorar la real presen-
cia de límites ecológicos. La defensa de
un cambio político orientado a una so-
ciedad de la abundancia ya no es posible
(sobre las implicancias de este punto
para el socialismo véase, por ejemplo,
Ovejero Lucas, 2005). Los recursos son
finitos, ya sea la tierra agrícola disponi-
ble como el stock de hidrocarburos, y así
sucesivamente. Pero también son limita-
das las capacidades de los ecosistemas,
como cursos de agua o bosques, en li-
diar con los impactos ambientales. En al-
gunos casos se pueden empujar esos
límites, por ejemplo apelando a la ferti-
lización y el riego, pero esto a su vez ge-
nera otros impactos ambientales. Es así
que de una manera u otra la escasez
vuelve a aparecer.

En América del Sur, el progresismo
viene esquivando la noción de escasez
en tanto los acervos de recursos natura-
les del continente son todavía muy am-
plios. Pero las señales de limitación ya
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están comenzando a aparecer en varios
frentes, tales como la disponibilidad de
buenos suelos agrícolas, las reservas
real mente disponibles de hidrocarburos,
o las capacidades de amortiguación de
contaminantes en suelos y aguas (por
ejemplo, nitratos en aguas subterráneas).
Por otro lado, muchos de los recursos
que se pueden extraer están en lugares
más remotos, y entonces el acceso a
ellos genera otra sucesión de impactos
ambientales (como la apertura de cami-
nos hacia los pozos de petróleo en la
Amazonia). Estos límites ya no pueden
ser ignorados y cualquier programa de
renovación de la izquierda debe incor-
porarlos.

Una renovación verde de la iz-
quierda también requiere nuevas refle-
xiones sobre las nociones de igualdad y
justicia. Recordemos, con Bobbio
(2001), que la igualdad es una de las
preocu paciones que define a la iz-
quierda. Compartiendo el rechazo moral
a la desigualdad, toda la tradición de iz-
quierda siempre puso en primer plano a
los más pobres, los asalariados, los mar-
ginales, y son justamente ellos los que
casi siempre tienen que lidiar con las pe-
ores condiciones de deterioro ambiental,
viviendo en sitios contaminados, con
malas condiciones de salubridad laboral,
o bajo altos riesgos ambientales. Por lo
tanto, cualquier programa de izquierda
en el siglo XXI debe incorporar un enér-
gico plan de acción en justicia ambien-
tal (un área casi ausente en la mayor
parte de los gobiernos progresistas).

La mirada ecológica sobre la justicia
también tiene presente las limitaciones
impuestas por la escasez, de donde el
ideal socialista de la igualdad requiere
ser reexaminado. En efecto, si la prose-

cución de la igualdad apunta a tener los
mismos niveles de alto consumo de ma-
teria y energía de los países industriali-
zados, es evidente que no hay recursos
disponibles para asegurar ese fin. Un
abordaje meramente redistributivo de la
justicia es insuficiente. “Si no hay de
todo ni para todos, si no estamos en una
sociedad de la abundancia, aparecen los
problemas de la distribución: ¿qué se
debe distribuir?, ¿con qué criterios?, ¿a
quién?” – alerta Ovejero Lucas (2005). 

Asimismo, existe en América Latina
una gran diversidad cultural que se ex-
presa en distintas valoraciones sobre la
calidad de vida, y sobre las relaciones de
los humanos con la Naturaleza. En este
caso, se enfrenta el desafío de la multi-
culturalidad también en un plano am-
biental de manera de atender a las
diversas tradiciones culturales en el con-
tinente. 

Resulta claro entonces, que un pro-
gresismo contemporáneo no se puede
hacer ni contra la Naturaleza, ni por aña-
didura, contra las diferentes expresiones
culturales que reclaman otra relación
con el entorno. Por lo tanto, todo lleva a
una nueva reflexión sobre la justicia, y
sobre los procesos políticos para enfren-
tar esas limitaciones ecológicas. Esta dis-
cusión política debe profundizar sus
aspectos democráticos para navegar en
esta pluralidad de valoraciones y per-
cepciones. Asimismo, la izquierda con-
temporánea debe incorporar a la justicia
ambiental, y ésta debe tener el mismo
rango que la justicia social. El chantaje
donde, por ejemplo, se defiende el ex-
tractivismo como necesario para aliviar
la pobreza, no tiene sentido, ya que la
justicia social no puede darse sin una
justicia ambiental. 
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Etica, biocentrismo y desarrollo

Otro cambio sustancial debe tener
lugar en el campo de la ética. Si bien
muchas discusiones sobre la izquierda
abordan el problema de los valores, la
mayor parte de ellas lo hace en un plano
instrumental y sobre todo, enfocando
cuestiones morales. Existe una cierta
coincidencia en criticar el reduccio-
nismo de la valoración económica y en
cuestionar el mercado. En el caso de al-
gunas reflexiones dentro del ecosocia-
lismo, esto llevó a abandonar el actual
énfasis en los valores de cambio para pri-
vilegiar los valores de uso, vinculándo-
los directamente a la satisfacción de las
necesidades humanas básicas (por ejem-
plo, Riechmann, 2006). 

Pero el problema es que, aún bajo el
valor de uso, se insiste en concebir a la
Naturaleza como una canasta de recur-
sos que son valorados en función de la
utilidad humana. Persiste entonces un
abordaje claramente antropocéntrico, y
esa postura es la que sirve como co-
lumna vertebral para las diferentes for-
mas de la ideología del progreso,
incluida la representada por el progre-
sismo contemporáneo. Se tolera la des-
trucción ambiental ya que ésta es
concebida como una mediación para los
fines humanos. Sigue presente el man-
dato de conquistar y dominar la Natura-
leza que hunde sus raíces en la
modernidad europea, y que se ha repro-
ducido de las más variadas formas desde
la época de la colonia. Un ejemplo de
su vitalidad actual, son las declaraciones
del presidente Rafael Correa ante los cor-
tes de energía eléctrica resultantes de la
sequía que sufrió Ecuador a fines de
2009. Frente a lo que consideraba una

adversidad ambiental, en uno de sus dis-
cursos proclamó: “Si la naturaleza con
esta sequía se opone a la revolución ciu-
dadana, lucharemos y juntos la vencere-
mos, tengan la seguridad” (noviembre
2009). 

En el terreno ético, entendido como
el debate sobre las formas de valoración,
se desenvuelve otro complejo desafío
para la izquierda. Será necesario aban-
donar el antropocentrismo para ir más
allá de los valores de uso y de cambio, y
aceptar los valores intrínsecos de la Na-
turaleza. Esta es una transición al bio-
centrismo. No se niegan las valoraciones
de uso y de cambio, sino que se reco-
noce que además de ellas, existe un
valor propio en el ambiente y en las
demás formas de vida, independiente de
la utilidad humana. Por lo tanto, la es-
cala de valoración se diversifica, y es así
que verdaderamente se rompe con la
mercantilización de la Naturaleza.

Ese debate se está instalando. Uno de
los mejores ejemplos es el reconoci-
miento de los derechos propios de la Na-
turaleza en la nueva Constitución de
Ecuador. Allí se abre las puertas al bio-
centrismo, rompiéndose con la exclusi-
vidad antropocéntrica. Como resultado
la Naturaleza debe ser defendida en sí
misma, independientemente de las po-
tenciales utilidades o beneficios para las
personas. Esta Naturaleza, sujeto de de-
rechos, permite apuntar a perspectivas
de desarrollo alternas a la de la moder-
nidad, bajo cambios más radicales. Ese
camino hace que la justicia social sea
ambiental, pero también es una justicia
ecológica, en tanto se debe asegurar la
preservación del entorno natural por sus
valores propios (Gudynas, 2009a).
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La nueva izquierda debe ser enton-
ces menos “progresista”, como expresión
de la ideología del progreso, y más bio-
céntrica. Ese camino comienza a reco-
rrerse desde los borradores de desarrollo
alternativo de tipo post-extractivista, ya
que se alejan de un materialismo instru-
mentalizador, se vuelven a enfocar en la
calidad de vida como buen vivir, y se ali-
menta una nueva sensibilidad para una
justicia que es social y ambiental. Sin
duda que esos ensayos generan enormes
tensiones dentro de la izquierda actual,
en tanto ponen en discusión muchas de
sus bases conceptuales, y más allá de
ellas, también cuestionan la tradición
cultural de la modernidad. Pero ese de-
bate y estos ensayos son indispensables
para mantener el empuje renovador de
la izquierda y su compromiso con la jus-
ticia. Se llega de esta manera a una si-
tuación donde, en el siglo XXI, si te
llamas progresista, socialista, revolucio-
nario o alternativo, debes dejar de des-
truir la Naturaleza y comenzar a
protegerla. Hoy mismo, sin excusas, y sin
pausa.
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Industrias extractivas, territorios boli-
vianos

on una contundente franqueza,
el Vicepresidente de Bolivia, Ál-
varo García Linera explica las

tensiones alrededor de las industrias ex-
tractivas: “Ciertamente habrá una ten-
sión entre lógica social-estatal de un uso
sostenible de la naturaleza, y la necesi-
dad social-estatal de generar excedentes
(ganancias) económicas a cargo del Es-

tado… ¿Es obligatorio sacar gas y petró-
leo del norte amazónico de La Paz? Sí.
¿Por qué?, porque necesitamos equilibrar
las estructuras económicas de la socie-
dad boliviana, porque el rápido desarro-
llo de Tarija con el 90% del gas va a
generar desequilibrios a largo plazo. Se
necesita, por tanto, equilibrar a largo
plazo las territorialidades del Estado…
pero junto al derecho a la tierra de un
pueblo está el derecho del Estado, del Es-
tado conducido por el movimiento indí-

Extracción, territorio e inequidades: 
el gas en el Chaco boliviano
Denise Humphreys Bebbington y Anthony J. Bebbington1

La extracción del gas en el chaco boliviano permite analizar el conjunto de relaciones que se
establecen entre la extracción, el territorio y la desigualdad. La actividad hidrocarburífera pro-
duce relaciones conflictivas entre el Estado, las empresas transnacionales, las elites locales y
los pueblos indígenas. El relativo éxito conseguido por la movilización social en torno al con-
trol de los recursos hidrocarburíferos en términos de mayores ingresos estatales no resuelve la
cuestión central de la desigualdad y la inequidad, sobre todo en lo que tiene que ver con la
participación de los pueblos indígenas en cuyos territorios se realiza la extracción del gas.
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gena-popular y campesino, de sobrepo-
ner el interés colectivo mayor de todos
los pueblos. Y así vamos a proceder
hacia delante” (entrevista en Le Monde
Diplomatique, Edición Bolivia, Agosto
2009).

Se dejan en claro cuatro tensiones
que subyacen a la política y el diseño de
políticas sobre hidrocarburos en la Boli-
via contemporánea. Estas tensiones son:
entre los derechos locales y los del es-
tado central; entre las lógicas territoria-
les de los proyectos indígenas subna-
cionales y la lógica territorial del nuevo
estado nación boliviano; entre la ubica-
ción local de los costos y la nacionaliza-
ción de los beneficios provenientes de la
extracción; y entre la lógica política de
un estado basado en el “movimiento in-
dígena-popular” y la de un estado pre-
parado a “sobreponer el interés colectivo
mayor de todos los pueblos” sobre áreas
ocupadas por comunidades indígenas y
campesinas. Estas tensiones, las formas
en las que son enfrentadas y cómo son
gobernadas, constituyen nuestro interés
principal en este artículo.

En Bolivia, a lo largo de la última dé-
cada, los hidrocarburos –en particular el
gas natural– han pasado a constituirse en
la columna vertebral de la macroecono-
mía, así como en la fuente principal del
conflicto social (Kaup, 2008). Mientras
que “la Guerra del gas” del 2003 de-
mostró el carácter explosivo de la go-
bernanza de los hidrocarburos a escala
nacional (Perreault, 2006), las votacio-
nes en los referendos del 2008 sobre las
autonomías departamentales y la revo-
catoria de las autoridades elegidas, reve-
laron las formas conflictivas en las que
el gas y las rentas influyen en el com-

portamiento político subnacional
(Humphreys Bebbington y Bebbington,
2010). En este artículo sostenemos que
en estos conflictos son centrales dos
temas relacionados: las percepciones de,
y las respuestas a, la desigualdad y la
inequidad; y las luchas entre los proyec-
tos contrapuestos de territorialización,
cada uno vinculado a una percepción
particular del gas y su gobernanza (Wil-
son, 2004).

La distinción entre desigualdad e ine-
quidad es importante para estas deman-
das. Empleamos el término “desigualdad”
para referirnos a patrones en la distribu-
ción de resultados (ingreso, consumo,
etc.), mientras que la idea de inequidad
se refiere a la distribución de las oportu-
nidades y de las capacidades para influir
en los procesos socioeconómicos y polí-
ticos. En este sentido, el término equidad
evoca nociones de imparcialidad, igual-
dad de trato y justicia y, por lo tanto, po-
dría estar más cerca de captar los
factores que provocan la actividad so-
ciopolítica en la presencia de la desi-
gualdad. 

Esta distinción entre desigualdad e
inequidad también permite esclarecer
los diferentes proyectos de territorializa-
ción asociados con el gas en Bolivia en
dos sentidos. Primero, con el fin de fi-
nanciar los nuevos programas sociales
dirigidos a reducir la desigualdad en la
distribución del gasto público y en la dis-
tribución del ingreso interpersonal, el ac-
tual gobierno del Presidente Evo Morales
y su Movimiento al Socialismo (MAS)
están comprometidos con la expansión
de las industrias extractivas en áreas tales
como Tarija, donde se encuentra el
grueso de los depósitos probados de gas
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boliviano (Bebbington, 2009). No obs-
tante, resolver la función (extracción in-
crementada)          (desigualdad reducida)
exige también que el gobierno redistri-
buya parte del ingreso generado por el
gas fuera de Tarija y hacia otras regiones
con menos recursos financieros y tam-
bién hacia el gobierno central. Segundo,
tal como sugiere la cita de García Linera,
el gobierno boliviano está buscando
compensar los “desequilibrios” geográfi-
cos producidos por la concentración de
las operaciones hidrocarburíferas en Ta-
rija. Además de sus motivaciones políti-
cas2, una preocupación por reducir la
desigualdad geográfica da forma a estos
cálculos y ha llevado a que el gobierno
abra la frontera hidrocarburífera en otros
departamentos sin ninguna historia pre-
via de explotación sobre la base de que
“se necesita, por tanto, equilibrar a largo
plazo las territorialidades del Estado…”. 

En términos políticos, estos procesos
confrontan al gobierno con tres desafíos,
cada uno de los cuales se deriva de las
relaciones existentes entre la extracción,
el territorio y la desigualdad/inequidad.

Primero, si bien la promoción simul-
tánea de la extracción en Tarija y en
otros ámbitos refleja los compromisos
políticos dirigidos a reducir las desigual-
dades interpersonales y territoriales, esto
ha llevado al gobierno a reproducir for-
mas más tradicionales de inequidad me-
diante la implementación de procesos
políticos de toma de decisiones en los
que las autoridades centrales deciden
“sobreponer” su visión de cómo deben
ser gobernados los recursos.

Segundo, si bien estos procesos son
componentes de un proyecto particular
de territorialización en el que el estado
central busca imponer su visión del es-
pacio nacional y la forma como éste debe
ser gobernado (cf. Wilson, 2004;
Wainwri ght y Bryan, 2009), esta estrate-
gia del gobierno central va a contraco-
rriente de los proyectos de territo -
rialización locales de los pueblos indíge-
nas y las élites subnacionales. Estos pro-
yectos subnacionales involucran nocio-
nes más bien diferentes sobre cómo debe
ser gobernado y utilizado el espacio.

Tercero, existen a priori buenas razo-
nes empíricas y conceptuales como para
esperar que la expansión de la industria
extractiva agrave las desigualdades e ine-
quidades dentro de las regiones en las
que ésta se da (aún cuando sea una es-
trategia dirigida hacia la reducción de las
desigualdades a escala nacional). Así, un
instrumento empleado para intentar
compensar ciertas formas de desigualdad
deviene en una fuente de nuevas desi-
gualdades.

A partir del ejemplo de la extracción
de gas natural en Bolivia, y específica-
mente en el Chaco de Tarija, este artículo
explora las relaciones existentes entre la
extracción, el territorio y la desigualdad,
las condiciones bajo las cuales estas re-
laciones han dado lugar a la moviliza-
ción social y la medida en la que la
movilización social y los proyectos terri-
toriales han redimensionado estas rela-
ciones. El artículo se basa en
investigaciones de campo realizadas
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entre 2007 y 2009, y un vínculo e inte-
racción permanente con actores regio-
nales y nacionales, y en especial con el
Centro de Estudios Regionales de Tarija
(CERDET) y el Consejo de Capitanes
Guaraníes de Tarija (CCGT). 

Extracción, desigualdad y dinámica
territorial

Extracción, desigualdades e inequidades

La literatura acerca de la denominada
“maldición de los recursos” ha
demostrado las distorsiones económicas
y políticas que con frecuencia caracteri -
zan a las economías dependientes de
minerales, las mismas que inhiben el
crecimiento, frustran la diversificación
económica y conducen a formas de
desarrollo capitalista que evidencian la
continuidad de la pobreza y la desigual-
dad (Auty, 1993; Weber-Fahr, 2002;
Sachs y Warner, 1995; Humphreys et al.
2007; Karl 1997). Si bien buena parte de
esta literatura se centra en los efectos de
la dependencia de los minerales, en la
volatilidad del mercado y la tasa de
cambio (conocida con frecuencia como
la “Enfermedad Holandesa”), existen
muchos trabajos que exploran las con-
secuencias distributivas de la economía
extractiva (Ross, 2008; Kirsch, 2006;
CIDSE, 2009; Isham et al., 2005). Estos
exploran la manera en la que las
economías dependientes de minerales
crean nuevas formas de desigualdad e
interactúan con formas existentes de
desigualdad de modo tal que reducen la
transparencia en el manejo económico
e incrementan los niveles de conflicto
social y de comportamiento rentista
(Ross, 2008). Estos argumentos han sido
explorados tanto a escalas nacionales
como subnacionales (Arellano-Yanguas,
2008).

Existen muchas formas mediante las
cuales las industrias extractivas pueden
agravar la desigualdad; de manera más
significativa, crean relaciones de poder
asimétricas a una escala sin precedentes
(Stiglitz, 2007). El tamaño de la empresa
extractiva, los recursos a su disposición,
sus contactos directos con autoridades
políticas nacionales y regionales, y su
acceso privilegiado a, y el control de,
información, la ubican en una posición
de poder con relación a otros actores.
Este poder le da a la empresa la capaci-
dad de favorecer a candidatos en las
elecciones locales y regionales, patroci-
nar a organizaciones sociales mediante
regalos, donaciones y programas de
diverso tipo, mantener una presencia
predominante en los medios de comu-
nicación locales, y a convertirse, en tér-
minos de Jeff Bury, en un “titiritero” en
la economía política regional.

Las asimetrías de poder que acom-
pañan a la aparición de una empresa ex-
tractiva en un nuevo territorio pueden
producir por sí mismas mayor desigual-
dad. Primero, mediante el control que la
empresa ejerce sobre los recursos natu-
rales que requiere para operar, mayor-
mente tierra y agua, la empresa reduce
el acceso a, y el control de, estos recur-
sos por parte de otros actores (Bury,
2004). Segundo, mediante sus efectos en
el mercado del empleo se crean nuevas
desigualdades laborales. Tan solo una
parte de la población local está en con-
diciones de acceder a los puestos de tra-
bajo ofrecidos por la industria. Los
trabajos calificados típicamente son para
las personas profesionales o técnicos que
migran desde otras regiones o países. In-
cluso cuando la empresa intenta delibe-
radamente crear puestos de trabajo no
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calificados para las poblaciones locales,
el acceso a ellos solo alcanza a cierta
distancia de la mina o el pozo, y solo
dura un tiempo limitado dado que tales
puestos tienden a concentrarse en la fase
de construcción de un proyecto. Más
aún, esas contrataciones con frecuencia
se hacen a través de empresas locales de
reclutamiento de mano de obra. En mu-
chos casos, estas empresas son creadas
por elites locales y comunales preexis-
tentes, y el efecto es el de acentuar aún
más las desigualdades locales de ri-
queza, y el de inducir el surgimiento de
nuevas autoridades locales (los organi-
zadores de las cuadrillas de trabajado-
res), quienes disputan el poder con las
autoridades comunales existentes.

Tercero, en la medida que la empresa
adquiere servicios e insumos de las em-
presas locales3, esto crea también nue-
vas desigualdades. Sea por razones de
calificación, escala o proximidad, tan
solo ciertas empresas están en condicio-
nes de participar en estos nuevos merca-
dos y, por lo tanto, sus propietarios
emergen como nuevas fuentes locales de
poder económico y político. 

Cuarto, las industrias extractivas con
frecuencia inician programas de desa-
rrollo social y comunitario con miras a
mejorar las relaciones comunitarias y la
imagen empresarial para obtener la li-
cencia social para operar.4 La distribu-
ción de estos programas —tanto entre
como dentro de las comunidades— es

también desigual. Esta desigualdad po-
dría ser deliberada, en particular cuando
tales programas están diseñados para
compensar a aquellas personas que están
afectadas de modo más negativo por la
extracción. No obstante, para quienes no
se beneficien, estos programas constitu-
yen una nueva forma de desigualdad de
oportunidades así como una fuente po-
tencial de exclusión. Es más, estos pro-
gramas con frecuencia son llevados a
cabo sin considerar las formas tradicio-
nales de organización y toma de deci-
siones, las cuales, entre los grupos de las
tierras bajas de la Amazonía y el Chaco
bolivianos, con frecuencia incluyen me-
canismos para mantener un grado de
equidad entre las personas.

Finalmente, por definición, la indus-
tria extractiva es una actividad geográfi-
camente sensible que genera
externalidades ambientales significativas.
Éstas son tanto reales (modificación del
paisaje, contaminación del agua, con-
sumo del agua, ruido, tráfico, ilumina-
ción nocturna) como percibidas (la
percepción de riesgo ambiental aún
cuando la empresa insista en que ha sido
capaz de controlar y prevenir la conta-
minación real). Al reflejar la desigualdad
geografía de la extracción, estas externa-
lidades son también distribuidas de
forma desigual entre las comunidades.

El crecimiento de la industria extrac-
tiva puede introducir nuevas desigualda-
des entre los territorios tanto como al
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interior de los territorios. Tal como refiere
la cita inicial del Vicepresidente boli-
viano, la distribución de regalías prove-
nientes de la extracción, y el grado en el
que esta distribución debe corresponder
a las actividades extractivas reales, cons-
tituye uno de los terrenos más serios de
conflicto en Bolivia, y ha sido tan grave
como para poner en duda la integridad
del país (García Linera, 2009; Humph-
reys Bebbington y Bebbington, 2010).
Los departamentos productores de hi-
drocarburos, como Tarija y Santa Cruz,
han creído apasionadamente que ellas
deben mantener para sí los impuestos y
regalías que se les debe de acuerdo a la
ley y que son generados por la extrac-
ción. Por el contrario, el Occidente (La
Paz, Oruro, Potosí) han sentido con la
misma fuerza que ellos no han recibido
su parte “justa” de los flujos de ingreso
que provienen de esos hidrocarburos
que son propiedad del estado-nación. Fi-
nalmente, las desigualdades (y las ten-
siones) surgen también entre los
territorios que se hallan en el lugar de la
extracción y aquellos territorios más dis-
tantes en los que ocurre realmente la
acumulación basada en la extracción.
Estos territorios más distantes pueden
estar dentro o incluso fuera de Bolivia.

Enfrentando la desigualdad 

Se ha suscitado un gran interés por
los tipos de arreglo institucional que po-
drían contrarrestar estas diferentes fuen-
tes de desigualdad. Este interés se
evidencia en la literatura acerca de la
maldición de los recursos (Humphreys et
al., 2007; Weber-Fahr, 2002), así como
en la literatura que sostiene que los re-
cursos naturales del subsuelo deben ser

vistos como un “activo” (y no como una
“maldición”) que los países pueden
transformar en desarrollo humano y cre-
cimiento económico (ICMM, 2006;
Davis, 1995). Una preocupación por las
instituciones alternativas se evidencia
también en la Extractive Industries Re-
view, conducida en respuesta a las críti-
cas hechas al apoyo brindado por el
Grupo del Banco Mundial a las inversio-
nes mineras y de hidrocarburos (World
Bank, 2005). 

A través de todas estas literaturas se
encuentra un cúmulo de recomendacio-
nes relativas a los tipos de arreglo insti-
tucional que podrían mitigar los efectos
políticos, económicos y ambientales ad-
versos de la industria extractiva. Dichas
recomendaciones incluyen: contratos fis-
cales transparentes; la vigilancia del sec-
tor extractivo por la sociedad civil; el
fortalecimiento de los códigos ambien-
tales y tributarios; el monitoreo indepen-
diente de los impactos locales de las
operaciones mineras y de hidrocarburos;
el reajuste de los mecanismos de con-
sulta pública; y muchos otros más
(Weber-Fahr 2002; Stiglitz 2007; Karl
2007; Ross 2008; World Bank, 2005).
Todas éstas son, en efecto, instituciones
para enfrentar y contrarrestar las inequi-
dades y desigualdades que ocurren a
consecuencia de la extracción. Sin em-
bargo, tales recomendaciones vienen
acompañadas con menos frecuencia de
un análisis de cómo es que podrían
emerger los nuevos arreglos. En este
caso, son de más ayuda otras literaturas,
que tratan de la política contenciosa
(Tilly, 2004), las redes políticas (Haas,
1992), y la economía política del cam-
bio institucional (Boix, 2008). Bebbing-
ton et al. (2008a) identifican varias rutas
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a través de las cuales podrían emerger las
instituciones orientadas a mejorar la
equidad. Las vías más relevantes para lo
que discutimos aquí son aquellas que se
derivan de la movilización social, las
redes de política y la formación de alian-
zas de clase más amplias.

La movilización social no siempre in-
duce el cambio institucional para mejo-
rar la equidad, de hecho puede inducir
respuestas autoritarias y represivas. No
obstante, tanto el registro histórico (Tilly,
2004) como gran parte de la experiencia
reciente en los Andes (de Echave et al.,
2009; Bebbington et al., 2009), sugieren
que los cambios institucionales que re-
ducen las inequidades pueden ocurrir
como respuestas a protestas sociales or-
ganizadas. Las redes de política y los que
buscan reformular las políticas públicas
pueden también jugar roles cruciales en
el surgimiento y diseño de nuevas insti-
tuciones que reducen la inequidad (cf.
Hochstetler y Keck 2006; Fox y Brown
1998). Ellos contribuyen a construir ar-
gumentos técnicos y analíticos para jus-
tificar el cambio institucional, y
desarrollan el actual diseño de nuevas
instituciones que tienen la posibilidad de
ser viables en el contexto de los arreglos
políticos y administrativos existentes. Sin
embargo, su habilidad para desempeñar
estos roles puede depender con frecuen-
cia del espacio político que se abre a
consecuencia de la protesta social orga-
nizada. Por último, el sostenimiento de
los cambios institucionales es mucho
más probable cuando emergen nuevas
alianzas de clase (particularmente de
clases medias) comprometidas con una
mayor equidad (Boix, 2008; Lehmann,
1976).

Es poco probable que el cambio ins-
titucional sea inducido a través de una
sola de estas vías. Por ejemplo, los cam-
bios institucionales que señalan la inno-
vación en la gobernanza del sector
minero peruano, solo pueden ser enten-
didos como el efecto combinado de la
movilización y las redes de política (Beb-
bington et al., 2009). Por la misma
razón, tales vías operan en el contexto
de, y serán influidas por, otros proyectos
políticos. 

Territorio e inequidad en una economía
alimentada por el gas: Bolivia y Tarija

En esta sección abordamos las for-
mas de desigualdad que han sido aso-
ciadas con la economía del gas en
Bolivia y sus modificaciones como con-
secuencia de la movilización social.
Concentraremos nuestro análisis en Ta-
rija, particularmente en aquellas partes
del Chaco ocupadas por pueblos indíge-
nas. Como quedará claro, la naturaleza y
los efectos de la movilización social han
de entenderse en el contexto de los dife-
rentes proyectos de territorialización a
los que están vinculados. 

En el caso de Tarija, tales proyectos
incluyen los siguientes: 

El gobierno nacional apunta a refor-
zar la integridad territorial de Bolivia y a
gobernar el espacio nacional de modo
tal que permita mayores transferencias
de recursos desde los departamentos
productores de gas a los programas so-
ciales de nivel nacionales y hacia los de-
partamentos del Altiplano. Las élites
regionales preocupadas por asegurar que
los recursos de la extracción de hidrocar-
buros permanezcan en Tarija, y que pre-
tenden utilizarlos con el fin de producir
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una visión particular del departamento
como un territorio gobernado desde la
ciudad de Tarija e integrado a Bolivia y
Sudamérica mediante una infraestructura
a gran escala. Las élites subregionales,
como las de la Provincia del Gran
Chaco, cuyos proyectos de territorializa-
ción giran en torno a una mayor autono-
mía para la provincia. Los pueblos
indígenas cuyos proyectos giran alrede-
dor de la consolidación y el gobierno (y
en algunos casos expansión) de sus Tie-
rras Comunitarias de Origen - TCOs.

Cada uno de estos proyectos parte de
una profunda sensación de malestar con
el actual orden de cosas y la actual dis-
tribución de los costos y beneficios de la
extracción gasífera; y al mismo tiempo,
la viabilidad de cada proyecto depende
de cambios en la gestión y la gobernan-
za del gas.

Extracción, inequidades y movilizacio-
nes sociales en torno al gas 

La industria hidrocarburífera se re-
monta a los años 1920 cuando la Stan-
dard Oil de Nueva Jersey empezó sus
actividades a lo largo de la frontera con
Argentina. Tiempo después el gobierno
pasó a tomar el control de los campos
petroleros y otras operaciones con la em-
presa nacional de hidrocarburos, Yaci-
mientos Petroleros Fiscales de Bolivia
(YPFB). Desde esa creación, las inequi-
dades reales o percibidas vinculadas al
sector hidrocarburos han desatado varios
ciclos de protesta social, y el gobierno
ha nacionalizado y luego reprivatizado
el sector en cinco ocasiones. Cada na-
cionalización ha alegado el mismo argu-
mento: el país no estaba recibiendo una
porción justa de las ganancias prove-

nientes de la extracción de los recursos
naturales de la nación. 

Tal como pone en claro su título,
“Héroes del Chaco”, invocando esta
misma historia, el Decreto Supremo
29701 impulsó la más reciente de tales
nacionalizaciones en el 2006. Al igual
que en períodos anteriores, el decreto
fue el resultado de diferentes sensacio-
nes de inequidad en torno a los benefi-
cios de la extracción de hidrocarburos y
de un período de expansión de la inver-
sión internacional en el sector. Desde
mediados de los años 1990, Bolivia ha
girado hacia una economía impulsada
por, y crecientemente dependiente de,
los ingresos provenientes de la extrac-
ción y exportación de sus reservas de gas
natural. El interés en descubrir y explotar
estas reservas está vinculado con gran-
des tendencias en los Andes y en Suda-
mérica en general, las mismas que
incluyen, entre otras cosas, la extracción
y exportación de materias primas, espe-
cialmente minerales, petróleo y gas na-
tural, y el desarrollo de una red de obras
de infraestructura a nivel regional que
puedan facilitar el flujo de los commo-
dities hacia los mercados ubicados tanto
en la región como en el exterior (Beb-
bington, 2009). Bolivia fue alentada y
asesorada por las agencias multilaterales
de financiamiento para abrir el sector a
la inversión privada con el fin de explo-
tar y obtener mejores ganancias. De este
modo, se sostuvo, que el país estaría en
condiciones de sacar ventaja de los altos
precios, la fuerte demanda y su ventajosa
ubicación geográfica al abastecer de gas
a los centros urbanos cercanos (Sao
Paulo, Buenos Aires) ávidos de combus-
tibles limpios. 
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La combinación de los avances tec-
nológicos y la nueva ola de inversiones
catalizadas por las reformas desde me-
diados de los años 1990, ciertamente
dieron impulso a importantes nuevos ha-
llazgos de reservas de gas y a un reno-
vado entusiasmo por la posibilidad de un
desarrollo liderado por la extracción. A
principios de los años 2000, los niveles
de producción de gas y condensados
crecieron drásticamente. Sin embargo,
esta bonanza del gas se vio acompañada
de un creciente descontento social, en
particular con respecto al rol dominante
de las empresas trasnacionales y las
sumas insignificantes que Bolivia recibía
por su gas. El gobierno se encontró fuer-
temente presionado por entregar los be-
neficios que pudiesen satisfacer las
crecientes expectativas generadas por la
industria y el imaginario que ésta creó en
torno a la producción y la exportación
del gas. Mientras tanto, los sentimientos
antiglobalización dentro de los movi-
mientos sociales bolivianos (así como
también dentro de ciertas redes transna-
cionales), dieron lugar a duras críticas a
la propiedad y el control de los recursos
naturales por parte de empresas transna-
cionales petroleras, y presionaron por el
establecimiento de una agenda que afir-
mase la soberanía sobre los recursos na-
turales y el retorno del sector al control
del estado (Perreault, 2006). 

Los movimientos sociales denuncia-
ron la controvertida propuesta de expor-
tar el gas procedente del campo de
Margarita en Tarija a través de Chile

hacia los mercados de México y los Es-
tados Unidos, cultivando la imagen de
los bolivianos que habían muerto en la
Guerra del Chaco (1932-1935) para de-
fender sus recursos de hidrocarburos, tan
solo para ver que esta riqueza caía en
manos extranjeras. Al mismo tiempo,
existían desacuerdos crecientes entre el
gobierno y las empresas transnacionales
sobre los precios de la venta del gas y la
clasificación de los campos nuevos y an-
tiguos de gas. Según un ex funcionario
de gobierno, fue la codicia de ciertas
empresas trasnacionales la que en última
instancia desbarató los planes de expor-
tación de gas. Sea como fuere, las ten-
siones en torno a las inequidades en la
distribución de los beneficios y el con-
trol social de la industria fueron en parte
causa y en parte producto de un amplio
movimiento social que se amalgamó en
torno a la lucha por el reclamo de la so-
beranía sobre los recursos naturales de
la nación — especialmente los hidrocar-
buros— ante las firmas trasnacionales.
Tras un período de confrontación vio-
lenta, que condujo a la renuncia de dos
presidentes y que contribuyó a la elec-
ción del MAS, el gobierno de Evo Mora-
les retomó la conducción del sector y
empezó a rediseñar la distribución de las
ganancias.5

El gas y la protesta en Tarija y su Chaco

Ubicado en los extremos sur del país,
Tarija es el más pequeño de los nueve
departamentos bolivianos (37.623 km2;
4% de la superficie total) y una
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población total de aproximadamente
500,000 habitantes (menos del 5% del
total nacional; INE, 2009). Durante los
tiempos coloniales, con excepción de
los fértiles valles de Tarija, el interés del
estado central en el departamento era
escaso. Este fue particularmente el caso
del Chaco donde las tierras fueron con-
sideradas inutilizadas, inhabitadas y
libres. En efecto, tras la guerra de inde-
pendencia, a los veteranos se les otorgó
propiedades en el Chaco como
reconocimiento por sus servicios a
expensas de los grupos indígenas que ya
vivían en la región (Saignes, 1990).
Estos veteranos fueron los primeros ocu-
pantes oficiales de la región, y marcaron
el comienzo de una cultura auto identi-
ficada como chaqueña.

Desde el período colonial, la agri-
cultura y la crianza de ganado han sido
actividades productivas importantes en
el departamento. A mediados del siglo
XX, la economía regional empezó a virar
hacia los hidrocarburos luego de que se
descubrieran importantes reservas de pe-
tróleo. Este sector rápidamente pasó a ser
una fuente importante de recursos finan-
cieros cuando en 1941 Tarija empezó a
recibir el 11% de regalías pagadas a
aquellos departamentos que producían
hidrocarburos (Lema, 2008).6 Durante
los años 1940, líderes regionales crearon
el Comité Pro Intereses de Tarija (ahora
conocido como el Comité Cívico),
donde podían amalgamarse los intereses

y proyectos de las élites regionales, y
como un instrumento para exigir pro-
yectos e inversiones a partir del uso de
estas regalías. Mientras Tarija peleaba
con el gobierno nacional sobre cómo
gastar los dineros de las regalías, al inte-
rior del departamento existían disputas
igualmente duras sobre el acceso a las
regalías entre las provincias de Tarija
(sobre todo aquellas del Gran Chaco) y
la capital. En 1979, la Corporación de
Desarrollo de Tarija (CODETAR) pasó a
reconocer las demandas de los líderes
del Gran Chaco asignándole a la provin-
cia casi la mitad (45%) del 11% de rega-
lías recibidas por el departamento. Sin
embargo, en ambos casos con frecuen-
cia fue necesario recurrir a movilizacio-
nes cívicas para forzar al gobierno a
desembolsar los pagos adeudados por
los proyectos.

El grueso de estas regalías fueron uti-
lizadas para construir rutas que conec-
tan la ciudad de Tarija con la Argentina,
el Chaco con la Argentina, para asfaltar
las calles de la Tarija urbana y, más tarde,
para construir una serie de caminos pro-
vinciales. Algún dinero de las regalías,
complementado con otras fuentes se uti-
lizó en otras obras (como un ingenio
azucarero y una planta aceitera). A pesar
de estas inversiones, no se percibe que
la larga presencia del desarrollo de hi-
drocarburos en Tarija haya contribuido a
la creación de una economía regional
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más dinámica y equitativa. La pregunta
crucial es si los efectos del ciclo más re-
ciente de expansión gasífera será sustan-
tivamente diferente en un contexto en el
que, en el 2008, las exportaciones del
sector de gas natural del departamento
se dispararon a US$ 2190 millones7, su-
perando de lejos a la soya (US$ 5.38 mi-
llones) y a productos más tradicionales
tales como el azúcar (US$ 5.33 millo-
nes). Esto ha producido una afluencia fi-
nanciera inesperada.

Hoy en día cerca del 70 por ciento
de la producción anual boliviana de gas
natural se origina en el departamento de
Tarija, con el grueso de tal producción
ubicada en las Provincias del Gran
Chaco y O’Connor. Esta expansión del
gas tarijeño ha repercutido a toda la eco-
nomía nacional. La contribución de la
industria del petróleo y del gas al PIB
subió del 4.46 por ciento en 1995 hasta
un 10 por ciento aproximadamente en el
2005; la contribución a las exportacio-
nes saltaron de aproximadamente el 13
por ciento a prácticamente el 50 por
ciento en el mismo período, y la cifra
más reciente es todavía mayor. 

El crecimiento del ingreso del depar-
tamento —principalmente a través de
transferencias que recibe Tarija de las
rentas procedentes de las regalías y el
Impuesto Directo a los Hidrocarburos
(IDH)8— ha sido extraordinario. El in-
greso acumulado de la prefectura prove-

niente de regalías e impuestos sobre los
hidrocarburos, se ha cuadruplicado
desde unos US$ 74.7 millones en el
2004, hasta aproximadamente US$
283.2 millones en el 2008. Durante el
mismo período, el IDH transferido a las
municipalidades de Tarija pasó de cero
a unos US$ 63.4 millones. Como conse-
cuencia, Tarija da cuenta de un total del
35% de todo el presupuesto de inversión
pública en el conjunto de los nueve de-
partamentos bolivianos.9 En efecto, se
debió a estos ‘desequilibrios” (emplean -
do el término de Evo Morales) que el go-
bierno central decidió, en 2008, a
replantear la distribución del IDH hacia
los municipios y los programas sociales
nacionales. Si bien el presupuesto total
para Tarija continuó creciendo entre el
2007 y el 2008 (Ministerio de Hacienda
2008), fue esta decisión central la que
desencadenó un intenso conflicto entre
Tarija y el gobierno (Humphreys Beb-
bington y Bebbington, 2010).

Esta afluencia financiera inesperada
ha desatado una serie de conflictos. Al-
gunos ocurren dentro del departamento,
tanto entre las provincias (O’Connor y
Gran Chaco), como entre las provincias
y la capital departamental (Gran Chaco y
Tarija); otros tienen lugar entre el depar-
tamento de Tarija y los otros departa-
mentos (especialmente Chuquisaca) con
respecto a la distribución de ingresos
provenientes de los campos de hidrocar-
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7 Cifras basadas en INE 2009; los incrementos se deben a precios altos, y un crecimiento de la produc-
ción en 4% durante el 2008.

8 El IDH es un nuevo impuesto creado a la luz de la Guerra del Gas, y que permitió un aumento en la par-
ticipación del gobierno en las ganancias obtenidas de la extracción de gas. El IDH fue creado antes de
la elección de Evo Morales, aunque éste lo aumentó.

9 Todos los datos presentados en la segunda mitad de este párrafo provienen de una presentación pública
hecha por el Ministro de Hacienda en Tarija en mayo del 2008 (Ministerio de Hacienda, 2008).



buros que atraviesan sus fronteras políti-
cas; e inclusive otros ocurren entre Tarija
y el gobierno central. La versión más vi-
sible de este tercer tipo de conflicto ha
sido, por un lado, aquel entre la Prefec-
tura y el Comité Cívico de Tarija, y, por
otro, con las autoridades del gobierno
central, aunque los grupos indígenas de
las tierras bajas del Chaco han tenido
también relaciones tensas con el go-
bierno central y el MAS sobre ciertos as-
pectos de la expansión gasífera.10

Estos conflictos pueden leerse a la
luz de los proyectos de territorialización
que señalamos antes. Existe una con-
frontación directa entre el proyecto del
gobierno de Morales, que busca conso-
lidar Bolivia como un territorio11 dentro
del cual los recursos sean compartidos
de manera más uniforme (en términos
per cápita) entre los departamentos
orientales que producen el gas y los de-
partamentos occidentales del Altiplano,
y el proyecto de las élites de Tarija cen-
trado en la modernización e integración
de Tarija. Ambos proyectos requieren el
control sobre los recursos generados por
el gas, no solo para consolidar sus pro-
pios proyectos, sino también para debi-
litar el del otro. Mientras tanto, dentro de
Tarija, el Gran Chaco desde hace mucho
ha tenido un proyecto de separarse
como un nuevo departamento. Este pro-

pósito también necesita del control sobre
los ingresos provenientes del gas con el
fin de hacer viable tal departamento y,
por lo tanto, ha conducido a tensiones
recurrentes con la ciudad de Tarija. El
anuncio hecho por Evo Morales en
agosto del 2009 sobre que el Gran
Chaco recibiría sus regalías directamente
del gobierno central (antes pasaban por
la Prefectura de Tarija), y que se les per-
mitiría votar sobre su propia autono-
mía12 regional en diciembre del 2009,
refleja un pacto entre su proyecto de te-
rritorialización y el del Gran Chaco, a
costa del proyecto de las élites de Tarija.
Mientras tanto, los pueblos Guaraní, We-
enhayek y Tapiete persiguen sus propios
proyectos; sin embargo, tal como seña-
laremos en la siguiente sección, ellos
han sido los menos favorecidos por la
cuestión del gas, y los que están en peo-
res condiciones para consolidar sus
agendas a través de la misma.

Junto a estas disputas, existe otra de-
sigualdad que se deriva de la organiza-
ción de la cadena productiva del gas,
antes que de los arreglos fiscales que go-
biernan la distribución de las ganancias
procedentes de la extracción. Si bien esta
desigualdad no ha inducido la moviliza-
ción social, constituye una fuente de ma-
lestar e irritación en Tarija. Buena parte
de la extracción del gas en Tarija está go-
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10 El tema ha surgido en diferentes ocasiones en entrevistas con líderes y organizaciones indígenas. Véase
también Bebbington, 2009.

11 Esto queda claro en la Nueva Constitución Política del Estado, que también permite “autonomías” de-
partamentales, municipales, regionales e indígenas. Estas autonomías (de las cuales la autonomía indí-
gena es la más fuerte) delegarán autoridades a estas unidades subnacionales. Sin embargo, el principio
de las autonomías ha sido reconocido como parte de una estrategia dirigida a garantizar la integridad geo -
gráfica de Bolivia. 

12 Esto no es lo mismo que convertirse en un nuevo departamento, sino que es más bien una forma inter-
media permitida por la nueva Constitución.



bernada desde sedes empresariales ubi-
cadas en la ciudad de Santa Cruz, y ofi-
cinas de gobierno en La Paz y Santa
Cruz. Por lo tanto, Santa Cruz es el punto
donde se concentran los puestos de altos
salarios, donde se toman las decisiones
estratégicas y comerciales. En términos
de acumulación y el poder de toma de
decisiones con relación al gas, Santa
Cruz y Tarija, por ende, se ubican en una
relación desigual. Esto se repite entre Ta-
rija frente a las sedes internacionales de
las empresas que operan los campos de
gas de Tarija.

La persistencia de desequilibrios y
tratamiento desigual impulsan buena
parte de la protesta social, la moviliza-
ción y el conflicto creciente en torno al
desarrollo de los hidrocarburos dentro
del Departamento de Tarija. Las luchas
en torno a quién controla y quién decide
cómo y dónde perforar y tender gaseo-
ductos, y las luchas acerca de cómo
deben ser compartidos los beneficios de-
rivados de la extracción, significan que
el gas se ha convertido en un commodity
que más bien promueve la división antes
que la unión. La incapacidad de los lí-
deres de forjar una visión común que in-
cluye los diferentes proyectos de
territorialización, amenaza con socavar
el orden social e induce una mayor frag-
mentación de la sociedad dando lugar a
regionalismos alrededor de los recursos,
como en el caso de la decisión reciente

de transferir regalías directamente a la
Provincia del Gran Chaco. 

Inequidad e indigeneidad: gas y te-
rritorio

A partir de los años 1990, con la adop-
ción de la Ley INRA13, el gobierno pasó
a reconocer formalmente y a titular las
tierras ancestrales de grupos indígenas
de las tierras bajas bajo la denomi-
nación de Tierras Comunitarias de
Origen (TCO). En Tarija, las tres TCO
con demandas territoriales pendientes
incluyen: la TCO Guaraní de Itika
Guasu la TCO Yaku Igua, y la TCO
Weenhayek. Las tres TCO tienen opera-
ciones hidrocarburíferas activas y/o
propuestas dentro de sus límites.

Gran parte de la actual extracción de
hidrocarburos se ubica en áreas pobres
y remotas ocupadas por estos grupos in-
dígenas.14 Si bien abordar los impactos
del desarrollo petrolero sobre las de-
mandas territoriales de los grupos indí-
genas y los procesos de consolidación
territorial excede el ámbito de este artí-
culo, basta decir que existe una fuerte
evidencia para sugerir que donde exis-
ten reservas conocidas de hidrocarburos,
fracasan sistemáticamente los esfuerzos
indígenas para demandar títulos oficia-
les sobre esas tierras. Este es el caso tanto
de los Guaraníes como de los Weenha-
yek en el Chaco de Tarija (aunque las ex-
periencias de los Guaraníes en el
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13 Ley del Servicio Nacional de Reforma Agraria, propuesta en 1996 para dar solución a las demandas te-
rritoriales de los grupos indígenas de las tierras bajas.

14 El Chaco, un área tradicional de producción, ha atraído a algunas de las más grandes compañías tras-
nacionales (Petrobras, REPSOL, British Gas, British Petroleum, REPSOL y Total ELF). Estas y otras, han fir-
mado acuerdos con el gobierno boliviano para producir conjuntamente gas y condensados para su
exportación a Brasil y Argentina.



departamento de Santa Cruz son algo
distintas).15 La percepción de diferencias
de trato u oportunidades que sienten los
líderes de las TCO en el Chaco, es una
de las razones por las que ellos reciente-
mente han intensificado sus esfuerzos
para presionar al gobierno a avanzar en
el reconocimiento de mayores niveles de
autonomía indígena.

La extracción y la TCO Weenhayek

El caso de la TCO Weenhayek, que
incluye unos 3,500 habitantes en 22
asentamientos ubicados a lo largo de la
margen izquierda del Río Pilcomayo, en
la Provincia del Gran Chaco, ilustra
cómo es que el despliegue de la industria
extractiva ha tenido una influencia pro-
funda no solo en el paisaje físico, sino
también en la organización social y las
capacidades para alcanzar su proyecto
territorial. La exploración de gas en esa
área se remonta a la década de 1980,
bajo Tesoro Bolivia, una firma estadou-
nidense-boliviana. Según refiere un líder
comunal presente en ese entonces, las
pruebas involucraron la apertura de zan-
jas que “se extendían por debajo de
nuestros pies y que causaban terribles vi-
braciones y ruidos”.16 El mismo líder se-
ñaló que no hubo ningún proceso
dirigido a obtener la aprobación de la
comunidad y mucho menos compensa-
ciones por los daños causados: los re-

presentantes de la empresa no pidieron
permiso, simplemente pusieron videos
para los niños y repartieron golosinas. 

A fines de los años 1990, la multina-
cional British Gas (BG Bolivia) compró
Tesoro Bolivia y pasó a ser propietaria de
la concesión que se superponía con la
TCO Weenhayek. BG Bolivia buscó ex-
plorar y desarrollar nuevos pozos, así
como construir una red de infraestruc-
tura con fines de procesamiento y trans-
porte. A principio de los años 2000, dos
empresas dedicadas al transporte de hi-
drocarburos, Transierra y Transredes, sos-
tuvieron negociaciones con los
Weenhayek respeto a los derechos de
servidumbre para tender las tuberías a
través de partes de su territorio, para co-
nectarse con los mercados del Brasil y la
Argentina.17 En contraste con la situa-
ción en los años ochenta, el entorno
había cambiado de manera importante.
Primero, los Weenhayek estaban organi-
zados, si bien con muchas dificultades y
limitaciones, contando con representan-
tes comunales elegidos y una organiza-
ción, ORCAWETA (Organización de
Capitanías Weenhayek) para representar
y defender sus intereses.18 De este
modo, las negociaciones entre las em-
presas trasnacionales y los Weenhayek
tuvieron que ser conducidas —por lo
menos en teoría— a través de ORCA-
WETA y su organización representativa
de mayor nivel, CIDOB.19 Segundo, los
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16 Todas las entrevistas han sido mantenidas anónimas.
17 Véase Inturias y Aragón (2005).
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Weenhayek tenían una demanda pen-
diente con el gobierno por el reconoci-
miento de un área adicional de tierras
que ellos sostenían también formaba
parte de su TCO.20

Operando en un contexto de cre-
ciente resistencia, las empresas buscaron
conseguir la aprobación de los Weenha-
yek mediante el ofrecimiento de pagos a
ORCAWETA dirigidos a apoyar proyec-
tos de desarrollo. BG Bolivia aceptó fi-
nanciar un “plan de desarrollo indígena”
o PDI. El plan buscó brindar apoyo a
aquellos asentamientos Weenhayek que
estaban siendo más afectados por la ac-
tividad de la empresa. En este caso, BG
Bolivia determinó cuáles eran las comu-
nidades más afectadas, qué actividades
serían priorizadas y financiadas, y luego
retuvieron el control sobre la adminis-
tración de los fondos. BG Bolivia no
aceptó que el plan era una forma de
compensación por los daños causados
por sus operaciones; por el contrario, fue
presentado como una expresión del
deseo de la empresa de ayudar a impul-
sar el desarrollo y el mejoramiento del
pueblo Weenhayek. No obstante, en tér-
minos de la concepción de los líderes
comunales y de ORCAWETA, estos
pagos son considerados como una forma
de compensación. Tal como sugirió un
ex líder, “ellos se están llevando algo de
nuestra tierra y entonces tienen que re-
poner algo”.

El plan de desarrollo, que ha sido en-
mendado y ampliado a medida que BG
Bolivia continúa explotando los campos
gasíferos dentro de la TCO, ha pasado a

ser un instrumento que define creciente-
mente las relaciones entre los Weenha-
yek y la empresa, entre los Weenhayek,
y entre ellos y su territorio. Tal como ha
notado un observador, “puedes estar se-
guro de que cada vez que la empresa
quiere expandir sus operaciones, o
cuando una comunidad requiere más re-
cursos, los líderes organizarán algún tipo
de movilización” con el fin de renego-
ciar el PDI. Dicho en breve, el PDI ha
pasado a ser el medio para transferir los
recursos a los líderes Weenhayek, quie-
nes, con el fin de mantener su reputación
y poder dentro de las comunidades,
deben ser vistos como exitosos en obte-
ner recursos para sus miembros. 

Sin embargo, a nivel comunal existe
poca evidencia de que el PDI tenga un
impacto sobre los niveles de pobreza,
mucho menos a nivel del TCO, dado su
limitado alcance, su preferencia por en-
tregar donaciones en especie, y la ten-
dencia hacia el financiamiento de una
lista ad hoc de actividades que favore-
cen a aquellas comunidades más impac-
tadas por sus operaciones. Mientras que
en la cultura Weenhayek el manteni-
miento de la armonía y el equilibrio den-
tro y entre las comunidades es crucial
para coexistir pacíficamente, el PDI se
basa en la noción de que los beneficios
serán distribuidos en forma desigual, y es
implementado a través de una relación
de inequidad en la que el poder de de-
cisión reside en BG Bolivia. Los resul-
tantes y persistentes desequilibrios
distributivos dentro y entre comunidades
han conducido a una crisis de las rela-
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ciones, a estallidos de violencia y a un
resquebrajamiento del orden social.

En tiempos más recientes, la percep-
ción de desequilibrio y tratamiento in-
justo ha llevado a un nuevo ciclo de
conflictos internos y al consiguiente de-
bilitamiento y fragmentación de ORCA-
WETA. Los enfrentamientos entre líderes
que buscan ganar el control de la orga-
nización y el acceso a las rentas, han de-
bilitado la organización justo cuando se
necesita la cohesión interna para anali-
zar y debatir la expansión propuesta, y
determinar si puede alinearse dicha pro-
puesta con el proyecto territorial Ween-
hayek para consolidar y expandir su
TCO. Han surgido líderes rivales que
acusan a la dirigencia de ORCAWETA de
negociar a espaldas de los miembros de
las comunidades y de enriquecerse en el
proceso, y la falta de transparencia, nu-
tren una atmósfera de desconfianza.21

Las negociaciones en torno al PDI invo-
lucran típicamente tan solo al represen-
tante de la empresa y al Capitán Grande
(y, en el mejor de los casos, a un puñado
de líderes). Los resultados de estas nego-
ciaciones tienden a no ser socializados
o discutidos con las comunidades, ni a
ser ratificados por éstas. Esta dinámica
también proviene del deseo de la em-
presa de no hacer pública la información
y, muy probablemente, de las compara-
ciones que hacen las comunidades y los
grupos acerca de los resultados. Mas
aun, ni el gobierno ni las empresas em-
plean una metodología reconocida o es-

tandarizada para calcular el valor de un
pozo o un kilómetro de gasoducto, lo
que conduce a amplias variaciones con
relación a lo que las comunidades están
en condiciones de negociar (Inturias y
Aragón, 2005: 153).

Las formas que toma la expansión hi-
drocarburífera dentro de la TCO Ween-
hayek y a través de todo Tarija provienen
de inequidades estructuradas en relacio-
nes de poder. Estas inequidades residen
en las relaciones entre las empresas ex-
plotadoras de hidrocarburos y el go-
bierno central, en las relaciones entre las
empresas y las poblaciones indígenas te-
rritorialmente basadas, y en las relacio-
nes entre el gobierno central y las
poblaciones indígenas. El gobierno cen-
tral ha tenido el poder de otorgar conce-
siones (ahora contratos) sin ningún
proceso de consentimiento libre, previo
e informado por las comunidades indí-
genas, y el poder con el que cuentan las
empresas transnacionales les ha otor-
gado el acceso directo al gobierno cen-
tral, lo que, a su vez, les ha permitido
proseguir más o menos como estaba pla-
neado. 

Independientemente de si esta ex-
tracción ha generado recursos para la in-
versión local, ella se ha basado en, y ha
sido posibilitada por, las inequidades es-
tructuradas presentes en los procesos po-
líticos y de toma de decisiones en los
que las comunidades indígenas de tierras
bajas siguen siendo de lejos la parte más
débil. Más aún, una vez que la extrac-
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ción se instaló en el propio Tarija, estas
inequidades estructuradas se han insta-
lado ellas mismas como el hecho polí-
tico central en el paisaje territorial. Ya
sea la imagen de funcionarios de Tesoro
Bolivia distribuyendo presentes a cuen-
tagotas, o la de BG Bolivia definiendo el
diseño y la gobernanza de un plan de
desarrollo indígena, el mensaje con res-
pecto a las relaciones entre el poder y la
gobernanza del gas y el territorio sigue
siendo básicamente el mismo.22

En contra de estas inequidades, los
movimientos sociales nacionales, el go-
bierno de Morales, las élites del Gran
Chaco y las élites de Tarija, todos, en
momentos diferentes, han sido capaces
de movilizarse para poder percibir ma-
yores beneficios que pueden obtener del
gas, y también impulsar sus proyectos de
territorialización. Sin embargo, este no
ha sido el caso de los Weenhayek. Si
bien las ganancias materiales de los
Ween hayek provenientes de la explota-
ción del gas han aumentado en términos
marginales, bajo la forma del PDI, el
efecto institucional ha sido el de debili-
tar la integridad de su organización re-
presentativa y la calidad de las
relaciones sociales al interior de la so-
ciedad Weenhayek. A su vez, esto debi-
lita su proyecto territorial. ORCAWETA
está muy consciente de su posición de
desventaja en estos procesos, y la sen-
sación de injusticia y de impotencia es
cada vez mayor.

Conclusiones

La historia de los hidrocarburos en
Bolivia ha sido caracterizada por las de-
sigualdades en la distribución de los be-
neficios, los costos y los riesgos, y por las
inequidades en la capacidad de los dife-
rentes actores de influir en estas distri-
buciones. A su vez, esto ha inducido
formas de movilización social en de-
manda de cambios institucionales que
reducirían —en la percepción de quie-
nes se movilizan— estas inequidades y
desigualdades. En busca de estos fines,
un conjunto de estas movilizaciones ha
sido exitoso: han ganado cambios en la
propiedad de la industria, en los niveles
de pagos por regalías e impuestos, y en
la distribución de los beneficios. Las mo-
vilizaciones que han sido sistemática-
mente menos exitosas han sido aquellas
de los pueblos indígenas de las tierras
bajas, los cuales viven encima de, o
junto a, los depósitos de hidrocarburos,
y que son quienes cargan inmediata-
mente los costos sobre el entorno hu-
mano y físico que exige la extracción.
Entre estos pueblos de las tierras bajas,
los Weenhayek y los Guaraní del Chaco
tarijeño han sido los que están en peores
condiciones para defender sus proyectos
territoriales ante la expansión de la fron-
tera extractiva.

La mayor parte de estas movilizacio-
nes, si no todas, ha estado vinculada a
proyectos particulares de territorializa-
ción y a sus interpretaciones de las desi-
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gualdades e inequidades en torno a la
extracción del gas. En la Bolivia con-
temporánea es aún más intenso. Sin em-
bargo, las visiones territoriales que
subyacen a estos proyectos no concuer-
dan entre sí. En efecto, las divergencias
existentes entre los objetivos de estos di-
ferentes grupos sociales movilizados han
conducido a ciclos de conflicto perma-
nente. En ellos se plantea la cuestión de
la organización territorial de la Bolivia
moderna. El gas y su gobernanza han pa-
sado a ser cruciales para esta pregunta.
Por cierto, este es el mensaje de la cita
del Vicepresidente Álvaro García con la
que iniciamos este artículo.

Sin embargo, hay mucho más en
juego en estos conflictos que tan solo la
organización territorial de Bolivia. Otros
elementos constantes son los debates
sobre la equidad y la justicia, y la forma
en la que un criterio de “equidad” debe
dar forma a la asignación de recursos en
la Bolivia contemporánea. Esto es así
tanto en un sentido general como a es-
cala territorial. Primero, existe un debate
importante acerca de lo que constituye
una distribución justa de los beneficios
y costos generados por la industria ex-
tractiva. En parte, esta justicia es discu-
tida en términos espaciales y
ambientales. En este caso una de las
cuestiones es ¿cómo deben ser distribui-
dos los beneficios tomando en cuenta la
exposición desigual de los pueblos y co-
munidades a los efectos negativos de la
extracción? ¿Qué es lo que constituye
una compensación justa para aquellas
localidades más afectadas y desde las
cuales son extraídos directamente los re-
cursos? Otra cuestión tiene que ver con
qué constituye una distribución justa de

los beneficios entre las regiones donde
se da la extracción y aquellas donde la
extracción no está presente. Fue este de-
bate el que sacudió tanto a Bolivia du-
rante el 2008.

Segundo, tenemos la cuestión de la
compensación justa por las pérdidas in-
curridas por las personas y comunidades
a consecuencia directa de la actividad
extractiva. ¿Qué es lo que constituye un
precio justo por la tierra y el agua em-
pleados por la actividad extractiva? ¿Qué
es lo que constituye una justa distribu-
ción de las oportunidades laborales para
las comunidades que se encuentran ad-
yacentes a los sitios de extracción? ¿Qué
constituye una “geografía” y distribución
justas de las actividades RSE de la em-
presa? Y en la misma línea, ¿qué es justo
en el acceso a la información y a la toma
de decisiones? Los Guaraníes y Ween-
hayek en Tarija parecen sentir que las
formas en las que son tomadas las deci-
siones no son justas, y que, más aún,
ellos son tratados por las empresas y el
estado en formas que son sistemática-
mente injustas.

Al final, por supuesto, no existe una
definición neutral, técnica, de “justicia”,
y los diferentes actores involucrados en
estos conflictos se acercan a nociones
sobre lo que es justo desde sus particu-
lares posiciones históricas, culturales y
sociopolíticas. Hasta la fecha, los dife-
rentes procesos de movilización social
referidos en este artículo no han conver-
gido para crear una esfera en la que los
actores involucrados puedan transitar
hacia un acuerdo relativamente estable
respecto a lo que ellos, en términos co-
lectivos, considerarán como justo. Mien-
tras este sea el caso, es muy probable
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que las desigualdades producidas por el
gas, y las inequidades que subyacen a la
extracción del gas, sigan generando con-
flicto. Tal como quedó claro durante el
2008, estos argumentos pueden ser in-
mensamente volátiles y ellos mismos co-
rren el riesgo de debilitar aún más la
propia esfera pública donde podrían
darse los debates en torno a la equidad.
En este sentido, si bien la movilización
social ha sido un vehículo mediante el
cual diferentes grupos presentes en la so-
ciedad boliviana han podido contrarres-
tar las inequidades que los afectan a
ellos, la movilización todavía no ha ser-
vido para producir una noción institu-
cionalizada sobre equidad desde la cual
se pueda construir un consenso colectivo
sobre como gobernar el gas. 
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l presente artículo aborda la te-
mática del extractivismo, a través
del caso de la megaminería a

cielo abierto, que hoy se expande en va-
rios países latinoamericanos. Para ilus-
trar esta problemática tan compleja y de
aristas multidimensionales, nos centrare-
mos en el caso de la Argentina, un país
que -a diferencia de México, Perú, Boli-
via y Chile-, no cuenta con una tradición
minera a gran escala, y dentro del cual,
ha surgido una importante red de movi-
mientos socio-ambientales, de carácter
asambleario, que cuestiona fuertemente
el modelo de desarrollo que promueve
este tipo de minería. En primer lugar, a
través de la reconstrucción de un esce-

nario particular, buscaremos dar cuenta
del estado de los conflictos en la Argen-
tina. En segundo lugar, haremos un ex-
cursus sobre las características generales
del modelo minero, buscando establecer
una mirada comparativa entre los diver-
sos países de la región. En tercer lugar,
daremos cuenta de los movimientos de
resistencia surgidos en Argentina, que
ilustran lo que denominamos el giro eco-
territorial de las luchas, a través de la
convergencia de un lenguaje ambienta-
lista y una matriz comunitaria. En fin, ce-
rraremos con una reflexión acerca del rol
de los imaginarios y los modelos de de-
sarrollo. 

Modelo minero, resistencias sociales 
y estilos de desarrollo: los marcos de la discusión 
en la Argentina
Maristella Svampa1y Marian Sola Alvarez2

Argentina es un país que ingresó tardíamente a la producción minera. Esta circunstancia ha sig-
nificado la factibilidad de un modelo desarrollista de tipo extractivista. La implantación de la
minería a cielo abierto se encuentra cuestionada por la movilización social que propone desde
un enfoque de derechos humanos la defensa de las localidades afectadas por la explotación
minera. Se trata de una trama compleja en la que están involucrados el Estado, las empresas
mineras transnacionales y los gobiernos locales. Las resistencias sociales a la minería han mos-
trado una clara posibilidad de veto desde una red de movimientos socio-ambientales.

E

1 Investigadora Independiente del Conicet (Argentina) y Profesora de la Universidad Nacional de La Plata.
2 Becaria de la Agencia Nacional de Promoción Científica y Tecnológica (Argentina) e Investigadora Do-

cente de la Universidad Nacional de Gral. Sarmiento.



Andalgalá o la vuelta a los orígenes

Andalgalá es una pequeña localidad
cordillerana de 40.000 habitantes que se
encuentra en Catamarca, en la región del
noroeste, una de las provincias más po-
bres y desiguales de la Argentina. Hacia
fines de 2009, un documento elaborado
por la Dirección Provincial de Minería, a
pedido del Concejo Deliberante de An-
dalgalá confirmaba lo que hasta enton-
ces era solo un rumor: el gobierno
provincial había adjudicado, entre otros
tantos permisos de cateo minero, uno
que abarcaba a la ciudad misma. Es
decir, se había autorizado - a través del
otorgamiento de la concesión a la em-
presa Billington Argentina BV - a ejercer
los derechos de prospección, explora-
ción y futura explotación del subsuelo de
la ciudad. 

Todavía atónitos, los andalgalenses
leyeron en el informe oficial que indi-
caba que “el área de la mina cubre prác-
ticamente la ciudad de Andalgalá /…/ y
que en el caso de llegar a una explota-
ción se deberá contemplar la indemni-
zación correspondiente y el mayor
interés público por parte del Estado, para
la prioridad de Desarrollo”. Fue enton-
ces cuando los vecinos, reunidos en
asamblea, decidieron impedir el paso de
vehículos que transportan materiales
para Minera “Agua Rica”3, un megapro-
yecto que se encuentra en un importante
estado de avance, operado por Yamana

Gold, una transnacional de origen cana-
diense, y localizado a sólo 25 km de la
ciudad. La acción directa, esto es, el
corte selectivo del camino comunal a
maquinarias, camionetas y camiones
con insumos, fue así una de las medidas
emprendidas no sólo para resistir la po-
sibilidad de ser desplazados en un futuro
próximo; tampoco solamente para im-
pedir la puesta en marcha de la nueva
explotación, sino para manifestar el re-
chazo hacia una actividad con la cual la
ciudad convive desde hace más de 13
años. 

Ciertamente, Andalgalá no es un
punto más en la actual cartografía mi-
nera de la Argentina, país que asiste hoy
a la expansión vertiginosa e inconsulta
de las fronteras de la minería, que abarca
directamente doce provincias y de ma-
nera indirecta, quince, sobre las veinti-
cuatro existentes. Andalgalá constituye
un caso testigo, dado que ésta se en-
cuentra a solo 70 km de Bajo Alumbrera,
la primera explotación minera de estas
características en la Argentina y una de
las mayores de América Latina. Minera
La Alumbrera, yacimiento que extrae oro
y cobre a cielo abierto, arrancó en 1997
en medio de grandes promesas de em-
pleo y desarrollo, todas ellas incumpli-
das, y arrastra desde entonces una
frondosa historia de violación de dere-
chos humanos, que incluyen desde de-
nuncias de enterramientos clandestinos
de derrames producidos por el minera-
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3 Se trata de un proyecto en construcción orientado a la obtención de cobre, molibdeno y oro, cuyo ini-
cio de explotación estaba previsto para el año 2012. Las formas de extracción del mineral, procesa-
miento y traslado serían similares a las adoptadas por Minera Bajo La Alumbrera, a la cual triplicaría en
volumen. Su puesta en marcha conllevaría un importante aumento en el impacto ambiental tanto a nivel
local como regional involucrando la cuenca del río Salí-Dulce y territorios de las provincias de Tucumán,
Santiago del Estero y Córdoba. 



loducto (que atraviesa tres provincias ar-
gentinas), denuncias por deforestación y
destrucción de patrimonio arqueológico
(a través del tendido de un electroducto),
y múltiples denuncias por contamina-
ción, una de las cuales hizo que ésta
fuera procesada el 2007 por la justicia
federal por el delito “de contaminación
grave”. 

Un nuevo capítulo en el conflicto
minero se abría así en Argentina, nada
menos que en la provincia pionera. En
las calles de Andalgalá, una marcha por
el ‘Sí a la minería’, se contrapuso con
cuatro Caminatas “Por el sí a la vida”, en
las que participaron miles de personas y
en las que se recolectaron firmas por la
nulidad de la aprobación del proyecto
Agua Rica. En los tribunales, la presen-
tación de un amparo ambiental solici-
tando la suspensión definitiva de la
explotación de Agua Rica por parte de la
Asamblea local, corría en paralelo a las
gestiones de funcionarios del poder local
para obtener la autorización del uso de
la fuerza policial para “despejar” el ca-
mino a la minera. 

El 15 de febrero de 2010, fuerzas po-
liciales locales, grupos de elite provin-
ciales y efectivos de infantería, con
perros y equipos especiales para repri-
mir, intentaron disolver el corte. Doce-
nas de asambleístas fueron detenidos y
heridos. Detrás de la policía aparecieron
unas máquinas para la explotación mi-
nera. Frente a la represión, la respuesta
de los pobladores tampoco se hizo es-
perar, y en medio de los desórdenes ge-
nerados por la fuerza de seguridad, los

vecinos indignados atacaron los locales
de la minera y sus proveedores, y fueron
incendiadas las oficinas de la municipa-
lidad. 

Pero esto no sería todo, pues esta vez
el conflicto alcanzaría una repercusión
mediática de alcance nacional. Impor-
tantes marchas se realizaron en la ciudad
de Andalgalá y en varios puntos del país.
Los informes especiales, titulados “An-
dalgalá: un pueblo que dijo Basta”, pre-
sentados en el noticiero televisivo del
Grupo Clarín, en el horario central, rom-
pieron con la invisibilización que carac-
terizaba al tratamiento del tema por parte
de los medios masivos de comunicación.
El conflicto entre el Grupo Clarín y el
Ejecutivo Nacional, abrió así una brecha
– en la estructura de oportunidades polí-
ticas - para su tratamiento. El multime-
dios, valiéndose del trabajo de equipos
de producción, encontró en la minería a
cielo abierto una política sostenida y
promovida desde el gobierno nacional
que, en la medida en que se conoce,
provoca indignación en gran parte de la
opinión pública.4

Días más tarde, la fiscal que había
ordenado la represión en Andalgalá, de-
claró públicamente que “de haber sa-
bido las consecuencias de la orden
emitida no la hubiera dado”. Un juez re-
solvió suspender provisoriamente la ac-
tividad minera Agua Rica, ‘para
contribuir a la paz social’, y otro dio
lugar al amparo ambiental. Mientras las
asambleas socio-ambientales formaban
una Coordinadora Territorial y continua-
ban con el bloqueo, el 11 de marzo, el
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tico “Los desplazados por la soja y la minería”, de Darío Aranda, un especialista en el tema. 



Concejo Deliberante decidió llamar a un
referéndum vinculante, para que la po-
blación de Andalgalá se exprese por el
“si” o por el “no” al proyecto de Agua
Rica el próximo 25 de mayo. Un punto
de inflexión, sin duda, en la breve pero
agitada historia de las resistencias que se
desarrollan a este tipo de minería en Ar-
gentina. 

Sin embargo, escenarios como el de
Andalgalá, con sus matices y particulari-
dades, se presentan en otros países desde
mediados de los `90, sobre todo en la
larga franja que ocupa la cordillera de
los Andes, desde Guatemala y Ecuador,
pasando por Perú, hasta Chile y Argen-
tina, y dan cuenta de la importancia
cada vez mayor de los conflictos socio-
ambientales, ligados a las industrias ex-
tractivas. 

Es sabido que el paradigma extracti-
vista cuenta con una larga y oscura his-
toria en América Latina, marcada por la
constitución de enclaves coloniales, al-
tamente destructivos de las economías
locales y directamente relacionado con
la esclavización y empobrecimiento de
las poblaciones. Ahora bien, pese a que
la explotación y exportación de bienes
naturales no son actividades nuevas en
nuestra región, resulta claro que en los
últimos años del siglo XX, y en un con-
texto de cambio del modelo de acumu-
lación, se ha venido intensificando la
expansión de proyectos tendientes al
control, extracción y exportación de bie-
nes naturales a gran escala. 

En términos de relaciones económi-
cas, la globalización planteó una nueva
división internacional del trabajo que
acentuó aún más las asimetrías entre los
países centrales y periféricos. Así, se trata
de una tendencia de los países del norte

a desplazar fuera de sus fronteras las pri-
meras fases la actividad extractiva que
abarca incluso las primeras etapas de los
procesos, privilegiando el medio am-
biente local pero a costa de un mayor
deterioro del medio ambiente global, y
particularmente de los países del sur
cuyos territorios son utilizados como
fuente de recursos y sumidero de resi-
duos (Naredo, 56). 

En consecuencia, la actual etapa ex-
presa una demanda cada vez mayor de
los países desarrollados hacia los países
dependientes, en términos de materias
primas o de bienes de consumo, lo cual
aparece reflejado en la consolidación de
una matriz productiva, de corte extracti-
vista, basada en la sobre-explotación de
recursos naturales y en la expansión de
las fronteras hacia territorios antes consi-
derados como “improductivos”: la me-
gaminería a cielo abierto, la privatización
de tierras, la construcción de grandes re-
presas, el boom de los agro-negocios ba-
sados en los transgénicos y la siembra
directa, los proyectos de infraestructura
previstos por el IIRSA y los llamados bio-
combustibles, ilustran a cabalidad esta
nueva división territorial y global del tra-
bajo entre el Norte y el Sur en el contexto
del capitalismo actual, que repercute en
una “desigual distribución de los con-
flictos ecológicos” (Martínez Alier: 2004)
y territoriales. Este vertiginoso proceso de
reconfiguración de los territorios abarca
así desde México hasta el extremo sur del
continente, en Argentina y Chile, y per-
judica sobre todo a aquellas regiones
más apartadas de los grandes centros ur-
banos, pequeñas y medianas localidades,
o vastos territorios semiaislados, como es
el caso de la región amazónica, en mu-
chos casos, habitados por poblaciones
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originarias. No es casual que una de las
consecuencias de esta inflexión haya
sido la potenciación de las luchas ances-
trales por la tierra, de la mano de los mo-
vimientos indígenas y campesinos, así
como el surgimiento de nuevas formas
de movilización y participación ciuda-
dana, centradas en la defensa de los re-
cursos naturales (definidos como “bienes
comunes”), la biodiversidad y el medio
ambiente.

Lejos de cualquier linealidad, este es-
cenario va instalando a los diferentes go-
biernos latinoamericanos, y muy
particularmente a aquellos que se consi-
deran de centro izquierda y de izquierda,
frente a nuevas tensiones y conflictos, por
no decir verdaderos dilemas y contradic-
ciones visibles en la colisión incipiente
entre, por un lado, las luchas por la de-
fensa de la tierra y el territorio, en nom-
bre de los “bienes comunes”; por otro
lado, el afianzamiento de matrices pro-
ductivas, orientadas al mercado externo,
en nombre de un discurso neodesarro-
llista, con base extractivista. Uno de los
casos paradigmáticos, es la megaminería
a cielo abierto. Veamos entonces cuáles
son las características de este modelo.

Un modelo altamente excluyente: la
megaminería a cielo abierto 

Hasta hace poco tiempo, en América
Latina había sólo cuatro países con una
tradición minera importante: Chile, Perú,
Bolivia y México. Sin embargo, la reforma

de los `90 incluyó a países que no eran
“tradicionalmente” mineros, como Ar-
gentina, Ecuador, Venezuela, Honduras y
Guatemala (De Echave, 2007 y 2009). En
efecto, sea porque la estrechez de las do-
taciones mineras disponibles en los paí-
ses industrializados se iría articulando
con políticas que desalientan la minería;
sea por razones de dominio geopolítico,
lo cierto es que la actividad minera en
paí ses periféricos tomó proporciones des-
conocidas en territorios tradicionalmente
vinculados a la extracción y se orienta a
la búsqueda de nuevas reservas para su
explotación en sitios que no guardan tra-
dición minera.5 Así, entre los diez países
que recibieron inversión minera entre
1990 y 2001, cuatro de ellos son de Amé-
rica Latina: Chile (en el primer puesto),
Perú (sexto), Argentina (noveno) y México
(décimo). Esta expansión se concentró en
Sudamérica pero cada vez hay más indi-
cios de que en años venideros Centroa-
mérica también verá un marcado
incremento de inversión minera, proceso
que ya comenzó en Guatemala y Hon-
duras, teniendo en cuenta el crecimiento
de la demanda de países como China e
India (Bebbington, 2007: 23/24).

En consonancia con ello, durante los
´90, la mayor parte de los países latino-
americanos involucrados, llevó a cabo
una profunda reforma del marco regula-
torio, para conceder amplios beneficios
a las grandes empresas transnacionales.
Dicha reforma fue respaldada por dife-
rentes organismos internacionales
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5 En países como Francia, Bélgica, Alemania, Inglaterra - entre otros – la actividad minera se ha ido reti-
rando de manera acelerada en los años 70 y 80 y hoy en día solo quedan algunos pequeños rezagos.
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sean rechazados por implicar un alto costo ambiental, es presentada en América Latina como una suerte
de oportunidad “histórica” para los territorios.



(Banco Mundial, BID, entre otros), a fin
de facilitar, promover y garantizar el
auge regional de la nueva minería.

Debido a las posibilidades de explo-
tación que ofrecen las nuevas tecnolo-
gías, en la actualidad la Argentina pasó a
ocupar el sexto puesto en el mundo en
cuanto a su potencial minero, y los in-
formes consignan que el 75% de las
áreas atractivas para la minería todavía
no han sido sometidas a prospección. Así
es que en los últimos años, la actividad
minera se desarrolló de un modo vertigi-
noso: el volumen de metros perforados,
los cuales son todo un indicador de las
tareas vinculadas a la exploración para
futuros proyectos, superaron en el año
2008 en más del 300% los alcanzados
en el 2003, según datos de la Secretaría
de Minería de la Nación. También según
informes del mismo organismo, entre
2003 y 2008, el monto de las inversio-
nes anuales en el país fue multiplicado
por más de diez, pasando de 220 millo-
nes de dólares a 2230 millones de dóla-
res. El crecimiento acumulado de
proyectos fue más increíble todavía: au-
mentó un 907% en esos cinco años, para
llegar en 2008 a superar los 400 proyec-
tos – en diferentes grados de avance y sin
que ello implique la utilización de la me-
todología a cielo abierto en todos los
casos-. En cuanto al valor de la produc-
ción total, fue de 5047 millones de dó-
lares en 2008 y las exportaciones
alcanzaron los 3750 millones de dólares,
o sea catorce veces más que en 1995.
(Fuente: Minería en números, Secretaría
de Minería 2009). 

Resulta importante aclarar cinco
cuestiones respecto al tema: en primer
lugar, a qué tipo de minería hacemos re-
ferencia cuando hablamos de nueva mi-

nería o megaminería a cielo abierto. Aún
si las consecuencias económicas pueden
ser homologadas, lejos estamos de aque-
lla minería de socavón, propia de épo-
cas anteriores, cuando los metales
afluían en grandes vetas, desde el fondo
de las galerías subterráneas. Pocos paí-
ses, entre ellos, Bolivia, conservan una
minería tradicional, a pequeña escala,
fundamentalmente basada en el estaño.
Un elemento central que explica el pa-
saje de la minería tradicional a la mo-
derna, está dado por el progresivo
agotamiento -a nivel mundial- de los me-
tales en vetas de alta ley. Esto implica
que, al disminuir la concentración del
mineral contenido en las rocas, deja de
ser rentable la explotación mediante so-
cavones. La explotación minera a cielo
abierto con técnicas de lixiviación es
precisamente la tecnología que permite
actualmente extraer los minerales dise-
minados en la roca portadora. Mediante
la utilización de dinamita, se producen
voladuras de montañas que permiten re-
mover grandes volúmenes de roca. Así
se forman escalones que dan lugar al
“tajo abierto” u “open pit”. Esto ocasiona
que se movilicen tonelajes de roca cre-
cientemente superiores a los directa-
mente utilizados, acentuando con ello el
deterioro ocasionado en el medio, al que
se suma el provocado por los residuos. 

A estos importantes niveles de afec-
tación al ambiente, es preciso sumarle el
uso desmesurado de recursos, funda-
mentalmente de agua y energía, ambos
imprescindibles para la implementación
de este tipo de explotaciones. El agua,
principal insumo en el proceso extrac-
tivo, es obtenida de ríos, glaciares y acuí-
feros cercanos a los proyectos a razón de
varios cientos o miles de litros por se-
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gundo. En razón de ello, las explotacio-
nes se sitúan en el origen de las cuencas
hídricas y en las proximidades de las re-
servas de agua fósil. El agua y la energía
son aportadas a bajo costo o directa-
mente sin ser cuantificadas en términos
económicos; su inclusión en la contabi-
lidad del proyecto pondría en duda la
rentabilidad del método. 

En segundo lugar, estamos hablando
de “megaminería” metalífera; esto es, de
minería a gran escala orientada a la ex-
tracción de oro, plata, cobre y otros mi-
nerales estratégicos. De este modo, la
utilización de recursos es mayor y, por
ende, también los impactos económicos
y socio-ambientales. Así, un tema que
suelen minimizar los informes de im-
pacto ambiental de las compañías mine-
ras es que este tipo de minería entra en
competencia con otras actividades eco-
nómicas regionales (agricultura, ganade-
ría), por los mismos recursos (tierra y
recursos hídricos). Por ejemplo, para el
caso del agua, la ya citada Minera Alum-
brera, situada en el noroeste argentino,
una de las mineras más grandes de Amé-
rica Latina, utiliza 1200 litros por se-
gundo (alrededor de 100 millones de
litros por día) en una zona desértica, ex-
traídos de una reserva natural de agua
fósil (Machado Aráoz, 2009: 209). Asi-
mismo, según datos recientes, dicho ya-
cimiento estaría consumiendo el

equivalente al 25% de la energía de toda
la región del noroeste, que incluye nada
menos que cuatro provincias argentinas. 

En tercer lugar, si las implicaciones
socio-ambientales son ciertamente gra-
vosas y nos colocan ya en el centro de
un paradigma extractivista, sumamente
cuestionado desde diferentes vertientes
del pensamiento (ecología política, indi-
genismo, economía social), a esto hay
que añadir que también estamos lejos de
asistir a la expansión de un modelo “na-
cional” de desarrollo. Para el caso em-
blemático de Argentina y Perú, gracias a
la continuidad del marco normativo san-
cionado en los ´90, la expansión y con-
trol de la nueva megaminería a cielo
abierto es potestad exclusiva de las gran-
des empresas transnacionales. Aún en un
país como Chile, la minería ha sufrido un
proceso de desnacionalización, a partir
de la ley 19137, y es bajo el gobierno de
la concertación que se efectuó el tras-
paso de los yacimientos de Codelco, que
aún no estaban en explotación (Que-
vedo y otros: 2002). 

Para el caso de Argentina, fue du-
rante las dos presidencias de Carlos
Menem (1989-1999), que se aprobaron
una batería de leyes nacionales que es-
tablecieron la autoexclusión del Estado
para llevar a cabo la actividad minera y
en el otorgamiento de beneficios y exen-
ciones al capital transnacional.6 La re-
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6 Algunas de las medidas adoptadas son las siguientes: estabilidad fiscal y cambiaria por treinta años desde
la presentación del proyecto, exención del pago de los derechos de importación, deducción del 100%
de la inversión en el impuesto a las ganancias, exención al descubridor del yacimiento del pago del
canon por tres años; exención de aranceles y tasas aduaneras, exención del impuesto a la ganancia mí-
nima presunta y de contribuciones sobre la propiedad minera, exención a las empresas del pago de re-
tenciones por exportaciones. A esta sumatoria de exenciones, se les adicionó la no obligación de liquidar
divisas en el país. En cuanto al pago de regalías, se estableció un porcentaje máximo del 3% al valor boca
mina declarado por la empresa (y del cual se descuentan los costos que implica el proceso desde su ex-
tracción hasta el traslado para la exportación).



forma constitucional de 1994 fue evi-
dentemente un parteaguas, pues implicó
un cambio profundo en relación con la
explotación de los recursos naturales;
por un lado, consagró la provincializa-
ción de los recursos naturales7 (gas, pe-
tróleo, minería), que dejó de depender
del Estado central; por otro lado, marcó
la renuncia del Estado (nacional y pro-
vincial) a la explotación de los mismos,
lo cual dio paso a una obligada privati-
zación. 

Este modelo de transnacionalización
encontró continuidad en la política de
Néstor Kirchner y Cristina Fernández de
Kirchner. Mientras que el primero de-
claró en 2004 el plan minero nacional
un “objetivo estratégico” y avanzó in-
cluso en la exención total de IVA para la
minería y otros puntos estratégicos para
el desarrollo del sector, la segunda aplicó
el veto presidencial (fines de 2008) a la
ley de protección de los glaciares (ley
24.618), votada por una amplia mayoría
del Congreso Nacional, lo cual consti-
tuyó un claro gesto de apoyo a los inte-
reses de la minería transnacional, en este
caso en favor de la compañía Barrick
Gold, quien a través del proyecto bina-
cional Pascua-Lama, compartido con
Chile, se encamina a desarrollar una ex-
plotación de oro y plata que afectaría a
los glaciares de altura en la región cor-
dillerana.8

En cuarto lugar, la minería a gran es-
cala suele combinar multiescalaridad y
tipología del enclave, muy presente en
la historia de América Latina, e inextri-
cablemente ligadas al paradigma extrac-
tivo.9 En este contexto, las asimetrías
propias de la dinámica entre lo local
(movimientos campesinos, organizacio-
nes indígenas y asambleas de autocon-
vocados) y lo global (empresas
multinacionales) se exacerban: las gran-
des empresas tienden a concentrar un
número importante de actividades, com-
pitiendo y subalternizando la economía
del lugar hasta conformar enclaves de
exportación. El peso económico de estas
empresas es tal que no resulta extraño
que los intereses de las corporaciones
atraviesen y hasta sustituyan al Estado,
menospreciando y/o violentando proce-
sos de decisión ciudadana. Por otro lado,
la relación entre tipología de enclave y
deterioro de los derechos civiles expresa
la tendencia a la territorialización de los
conflictos, a partir de los cuales éstos
quedan librados a la intervención de la
justicia y los entes municipales y/o pro-
vinciales, cuyo grado de vulnerabilidad
es mayor que el de sus homólogos na-
cionales. La implementación del modelo
tiende, por ende, a ser acompañada por
políticas represivas y autoritarias que cri-
minalizan la pobreza y la protesta social,
algo que aparece con claridad en la ex-
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7 El artículo 124 de la Constitución Nacional señala “Corresponde a las provincias el dominio originario
de los recursos naturales existentes en su territorio”.

8 En junio de 2009, las presidentas Fernández de Kirchner y Bachelet mostraron su apoyo a la empresa al
recibir en las respectivas casas de gobierno a un alto ejecutivo de Barrick. Fuente: CONSENSUS Men-
sual IAE Business School, Julio de 2009, disponible en http://www.iae.edu.ar/SiteCollectionDocu-
ments/Investigacion/Consensus/pascualamabuscasulicenciasocialparaoperar.pdf

9 Por economías de enclave entendemos aquellas que transfieren recursos a favor de los actores extrate-
rritoriales sin generar encadenamientos endógenos relevantes.



periencia peruana (Palacín Quispe,
2008, De Echave et all, 2009b) y co-
mienza a percibirse en Argentina, a tra-
vés de una política de judicialización y
represión de la protesta socio-ambiental.

Por último, cabe aclarar que pese a
las grandilocuentes declaraciones de las
empresas, estamos lejos de una minería
“socialmente responsable”. Ciertamente,
la Responsabilidad Social Empresarial
(RSA) forma parte de un dispositivo mas
amplio, que apunta a instalar y legitimar
el nuevo modelo extractivista. Hacia
afuera, las empresas se orientan a desa-
rrollar vínculos estrechos con institucio-
nes, universidades privadas y públicas, a
partir de convenios y subsidios, al
tiempo que desarrollan una intensa pu-
blicidad en los más diversos medios de
comunicación, en el marco de un dis-
curso que subraya la opción por una
“minería responsable”. Hacia adentro,
en relación a las comunidades en las
cuáles se desarrolla la actividad extrac-
tiva, sus efectos son aún mayores, en la
medida en que sus intervenciones foca-
lizadas y el entramado que generan, in-
troducen cambios sustantivos en el plano
de la ciudadanía. 

Así, puede establecerse que en aque-
llos contextos en los que se implanta ha-
bitualmente la actividad minera (matrices

socio-políticas jerárquicas, pequeñas lo-
calidades, vulnerabilidad económica;
debilidad institucional), las grandes em-
presas tienden a convertirse en un actor
social total. En efecto, en primer lugar,
éstas tienden a reconfigurar bruscamente
las economías locales preexistentes, reo-
rientando la actividad económica de la
comunidad en función de la minería, y
creando nuevos enclaves de exporta-
ción; en segundo lugar, producen un im-
pacto negativo en términos ambientales
y sanitarios, que repercute sobre las con-
diciones de vida de la población. En ter-
cer y último lugar, a través de la llamada
RSA, las empresas tienden a ampliar su
esfera de acción, convirtiéndose en
agentes de socialización directa, me-
diante una batería múltiple de acciones
sociales, educativas y comunitarias. En
Argentina, el caso de la minera La Alum-
brera, en Catamarca-Tucumán, consti-
tuye uno de los ejemplos más
ambiciosos,10 en los cuales las empresas
asumen su condición de agente sociali-
zador, apuntando así a un control gene-
ral de la producción y reproducción de
la vida de las poblaciones. 

En este contexto, la mega-minería a
cielo abierto termina configurándose
como una figura extrema, una suerte de
expresión descarnada de la dinámica de
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10 Un informe especial de Foco (Foro Ciudadano de Participación por la Justicia y los Derechos Humanos)
sobre las empresas transnacionales en Argentina, firmado por R. Ortiz (2008), consigna “Las organiza-
ciones sociales han constatado que las grandes mineras en Catamarca, Tucumán, San Juan y Chubut
efectúan donaciones a escuelas y hospitales de esas provincias tratando de provocar la captación indi-
recta de voluntades y la limitación del ejercicio de la opinión de las comunidades. Esto ha sido corro-
borado por el Defensor del Pueblo de la Nación, quien manifestó su preocupación porque estas
donaciones están acompañadas por una contrapartida publicitaria a favor del trabajo desarrollado por
las empresas mineras, pudiendo este simple hecho llegar a inhibir toda posible crítica y, aún más, res-
tringir la participación y el ejercicio de la población en defensa de los derechos ambientales que consi-
deren afectados” (cursivas nuestras).



desposesión, en la cual las más crudas
lógicas del saqueo económico y la de-
predación ambiental se combinan con
escenarios regionales caracterizados por
una gran asimetría de poderes. En suma,
en este escenario, las poblaciones cam-
pesino-indígenas y los nuevos movi-
mientos contra la megaminería a cielo
abierto son conscientes de que han sido
arrojados a un campo de difícil disputa y
de posiciones claramente asimétricas, en
el cual los adversarios van consolidando
cada vez más una densa trama articu-
lada, con efectos multiplicadores y com-
plejos, en pos de la legitimación del
modelo minero. Así, el correlato del dis-
positivo hegemónico, va desde el avasa-
llamiento de los derechos de las
poblaciones, entre ellos, de los derechos
territoriales de las poblaciones indígenas,
reconocidos por los más diversos trata-
dos internacionales incluidos en las di-
ferentes Constituciones; la destrucción
de patrimonios arqueológicos, la instala-
ción de explotaciones en zonas protegi-
das, hasta las más diversas estrategias de
disciplinamiento, que incluyen desde la
violación de procesos ciudadanos, silen-
ciando a la población, impidiendo u ob-
turando la posibilidad de llevar a cabo
consultas populares al interior de las co-
munidades afectadas, o buscando dero-
gar las leyes de prohibición ya
sancionadas. 

Finalmente, cabe acotar que en los
últimos años, este tipo de minería ha
sido prohibida en Turquía (1997), Repú-
blica Checa (2000), Nueva Gales del Sur,
Australia (2000), Estado de Montana
(1998) y los condados de Gunnison

(2001), Costilla (2002) y Summit (2004)
del Estado de Colorado, EEUU, y Repú-
blica de Alemania (2002). En América
Latina, la lucha iniciada en 1997 contra
la instalación de una empresa minera, en
Cotacachi, Ecuador, fue seguida por
Tambo Grande, en Perú, donde en 2002,
se llevó a cabo el primer plebiscito por
este tema en América Latina. En años re-
cientes, se han realizado consultas en Ar-
gentina (Esquel, 2003); dos consultas
más en Perú, Piura y Cajamarca (ambos
en 2007); tres en Guatemala, Sipa-
capa, (2005), Huehuetenango (2006); Ix-
tahuacan (2007). Sin embargo, lo usual
es que las empresas eviten consultar a las
poblaciones afectadas, buscando mini-
mizar los daños y silenciar a las pobla-
ciones, con la complicidad de las
autoridades regionales y nacionales.

Los Movimientos de Resistencia: las
asambleas socio-ambientales

Tal como hemos señalado, en Argen-
tina fue en Catamarca, en el año 1997,
donde se implementó el primer proyecto
de minería a gran escala. Sin embargo,
sería en la localidad chubutense de Es-
quel, en la región patagónica, donde la
megaminería encontró un primer gran
escollo, que ningún manual de “respon-
sabilidad social empresarial” había pre-
visto. Allí, el alerta de profesionales de
diversas disciplinas y de antiguos am-
bientalistas y la conformación de una
asamblea multisectorial, promovieron
una consulta popular, que en marzo de
2003 arrojó un rotundo “no” y desem-
bocó poco después en la primera ley
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provincial de prohibición de este tipo de
minería.11

El “efecto Esquel” tuvo un arrastre
multiplicador, despertando a otras regio-
nes donde ya se habían implantado o se
proyectan emprendimientos mineros de
gran envergadura, constituyéndose en un
caso testigo para las comunidades que se
iban enterando de su “destino minero”.
Sin embargo, la exitosa experiencia, que
sorprendió a las compañías mineras, pro-
dujo el posterior reacomodamiento de
organismos nacionales, gobiernos pro-
vinciales y de las propias empresas trans-
nacionales, que multiplicaron sus
intervenciones en defensa de este tipo de
minería y comenzaron a ensayar nuevas
estrategias de “disuasión”.

En este contexto, al compás de la im-
plementación de proyectos de explora-
ción y explotación minera a cielo
abierto, tuvo lugar el surgimiento y la ex-
pansión de movimientos que se oponen
al desarrollo de los mismos. Actual-
mente, existen unas 70 organizaciones
de autoconvocados, dispersas en la ex-
tensa geografía argentina, que desde
2006 están nucleadas en la Unión de
Asambleas Ciudadanas (UAC). Los ini-
cios de la articulación se remontan al
año 2003, cuando se conformó la red de
Comunidades Afectadas por la Minería
–Red CAMA -. Sin embargo, fue hacia el

año 2006 cuando la temática ambiental
asumió una mayor visibilidad a partir del
conflicto por la localización de las pa-
peleras sobre el Río Uruguay, y el surgi-
miento de la Asamblea Ambientalista de
Gualeguaychú. A partir de allí, los vín-
culos entre los colectivos socioambien-
tales comenzarían a fortalecerse. 

Tanto la UAC como las diferentes
asambleas de base que la componen
adoptan la acción directa como herra-
mienta de lucha, acompañada de la ac-
ción institucional, desde los bloqueos o
cortes de rutas y caminos, hasta la pre-
sentación de recursos de amparo y peti-
ciones para la derogación de las leyes
nacionales de minería y del código mi-
nero, y la demanda de una legislación
que prohíba la minería a cielo abierto,
realizada con sustancias tóxicas. En oca-
sión de cada encuentro, la UAC lleva a
cabo una serie de actividades en el es-
pacio público, entre las cuales se en-
cuentran charlas en las escuelas locales,
proyección de videos en las plazas, en-
trevistas y difusión en los medios de co-
municación locales, marchas o
caravanas por el centro de la ciudad, ma-
nifestaciones y escraches.12 Uno de sus
reclamos fundamentales es la activación
de otros mecanismos y figuras institucio-
nales, ligados a la democracia directa,
entre ellos, la realización de consultas o
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11 El conflicto con la empresa minera canadiense Meridian Gold tuvo lugar en un escenario nacional to-
davía caracterizado por una gran efervescencia social. En este contexto y siguiendo los pasos de Tam-
bogrande, en Perú, los vecinos autoconvocados de Esquel organizaron un plebiscito el 23 de marzo de
2003, que arrojó un rotundo “no” a la mina (81%). 

12 El escrache consiste en una manifestación pública que busca romper con el anonimato de los respon-
sables de un hecho valorado como repudiable. Se trata de una acción directa introducida por una or-
ganización de derechos humanos (Hijos de desaparecidos), orientada a señalar las viviendas de los
represores de la última dictadura militar. En el caso de los conflictos aquí analizados, los escraches han
estado dirigidos a funcionarios vinculados a las áreas de minería y medio ambiente, y a diputados.



plebiscitos a nivel local y provincial, en
las comunidades afectadas. 

En los sucesivos encuentros, la UAC
dio cuenta de un exponencial creci-
miento que se cristalizó en la incorpora-
ción de nuevas asambleas de vecinos
autoconvocados, principalmente de las
regiones del noroeste argentino, a raíz de
la movilización de localidades amena-
zadas por proyectos mineros, así como
de comunidades originarias, organiza-
ciones campesinas, asambleas de cen-
tros urbanos, en convergencia con la
participación de numerosos colectivos
culturales e investigadores de universi-
dades públicas. Otra innovación del úl-
timo año fue la organización de
comisiones de trabajo en áreas priorita-
rias – formación política, educación, le-
gales y prensa y comunicación, las
cuales operativizan acciones de acuerdo
a su especificidad. Asimismo, se han pro-
fundizado las discusiones sobre otras
problemáticas socio-ambientales, esto
es, la necesidad de discutir en términos
de “modelo productivo” abarcando tanto
a la minería a cielo abierto como las pa-
peleras, el monocultivo y la construcción
de represas en el marco del IIRSA. Cierto
es que, en algunas asambleas se destaca
la presencia de reconocidos ambienta-
listas, de larga trayectoria profesional y
militante, pero en su gran mayoría los
vecinos de las diferentes asambleas -
desde amas de casa, comerciantes, pro-
ductores y profesionales - han debido re-
alizar un aprendizaje acelerado,
incorporando el abc del ambientalismo y
constituyéndose poco a poco en verda-
deros expertos en la temática minera.
Así, contrariamente a lo que divulgan go-
biernos y empresas transnacionales y

gracias a la elaboración de un saber ex-
perto independiente realizado por profe-
sionales, técnicos y miembros de las
asambleas, cada vez son más las comu-
nidades informadas que toman concien-
cia de lo que significa la instalación de
un emprendimiento minero a cielo
abierto, tanto en lo que se refiere a su im-
pacto económico y ambiental, como al
enorme consumo de agua y energía que
éstos conllevan.

Otra de las características de la UAC
es el énfasis en la autonomía, que ha ad-
quirido un mayor relieve frente a las su-
cesivas tentativas de cooptación por
parte de organizaciones o instancias es-
tatales o pro-gubernamentales. También
se ha problematizado las tentativas de
acercamiento y/o apropiación de ciertos
partidos de izquierda. Así, desde el inicio
la UAC se ha manifestado como un es-
pacio plural, horizontal, apartidario,
pero cuyos actores centrales continúan
siendo las asambleas y organizaciones
de base afectadas, en la medida en que
éstas son las protagonistas del conflicto y
las encargadas de llevar a cabo las ac-
ciones en sus respectivas localidades.

En suma, la dinámica de la UAC, que
ha realizado ya once encuentros nacio-
nales, da cuenta de una gran serie de vir-
tudes y, al mismo tiempo, de ciertas
dificultades. Ciertamente, se trata de un
espacio novedoso y marcadamente alu-
vional, en el cual se forjan nuevos reper-
torios y se amplía el horizonte de acción
así como la plataforma discursiva y re-
presentativa. Por otro lado, no es menos
cierto que la convergencia entre carácter
defensivo, diferentes temporalidades (res-
pecto de las organizaciones de base), y
formato asambleario de la UAC (con sus
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demandas de autonomía, y su rechazo,
a veces extremo, a la delegación), suelen
conspirar contra la posibilidad de cons-
truir una instancia de segundo grado, que
potencie los antagonismos existentes en
función de una lógica de acumulación
política. Sin embargo, pese a las reales
dificultades internas como a las asime-
trías externas, la UAC se convirtió en un
lugar de intercambio y nacionalización
de las experiencias y, por ende, de am-
pliación de las demandas, entre las cua-
les, se destaca una incipiente afinidad
electiva con la visión de los movimien-
tos campesinos e indígenas, así como la
conformación de una red de territorios a
escala regional.

Ya hemos dado cuenta de la enver-
gadura del modelo minero en Argentina.
Aunque la lógica del modelo sea única,
las tramas relacionales y los resultados
(parciales) de las luchas no suelen ser los
mismos en todas y cada una de las pro-
vincias y/o regiones afectadas. En gran
parte, los escenarios de conflicto a los
cuales se ven arrojados las poblaciones
son de una gran asimetría, como se re-
fleja dramáticamente en San Juan, La
Rioja y Catamarca, provincias que cons-
tituyen el núcleo duro del modelo mi-
nero, caracterizadas por altos niveles de
desigualdad y pobreza estructural. No
obstante, entre 2003 y 2008, gracias a la
articulación de resistencias regionales,
siete provincias sancionaron leyes prohi-
biendo, en algunos aspectos, este tipo de
minería: Chubut (2003), Río Negro
(2005), La Rioja, Tucumán, Mendoza y
La Pampa (2007 - año electoral) y, por
último, (2008) Córdoba y San Luis.
(Svampa, Sola Álvarez y Bottaro, 2009). 

La conflictividad y la configuración
de escenarios de lucha, debe ser leída en

clave provincial y regional, antes que
desde una perspectiva nacional. Una
cuestión importante es que, pese a que
la provincialización de los recursos na-
turales trajo consigo una gran fragmen-
tación, visible en la posibilidad de un
mayor enclaustramiento en las dinámi-
cas locales, la minería se topó con “es-
labones fuertes” en aquellas provincias y
regiones que cuentan con una economía
más diversificada y una matriz social
más abierta. En otros términos, allí donde
había una pequeña o mediana burguesía
arraigada al territorio y la producción
local era medianamente competitiva, la
resistencia al gran capital internacional
extractivista resultó ser más efectiva que
en aquellas otras regiones y/o provincias
muy sumergidas, o ya colonizadas o de-
vastadas social y ambientalmente. La
provincialización abrió así a nuevas
oportunidades políticas, y en esa brecha,
las legislaturas de siete provincias (con
avances y retrocesos, en un escenario to-
davía abierto), presionadas por las asam-
bleas socio-ambientales, ONGS y
algunos políticos locales, sancionaron
leyes que prohíben la megaminería a
cielo abierto. Vinculado a lo anterior, la
existencia de espacios regionales, con si-
milares características socio-demográfi-
cas también devino como un factor
relevante en el proceso de articulación
de las resistencias, contribuyendo a la
ampliación de oportunidades políticas.
Por último, tanto “el efecto Esquel” (en
su dimensión positiva, como “modelo
ejemplar”), así como “el efecto La Alum-
brera” (los efectos negativos están ahí,
como contramodelo), jugaron un rol in-
negable, lo que sumado a la articulación
de los colectivos y la construcción de

ECUADOR DEBATE / TEMA CENTRAL 117



redes territoriales le otorgó al movi-
miento una importante potencialidad. 

Sin embargo, los escenarios son muy
dinámicos y conflictivos; tal es así, que
no sólo las empresas y los gobiernos pro-
vinciales apuntan a las brechas abiertas
que han dejado las diferentes leyes
prohibitivas, a fin de llevar a cabo los
emprendimientos (con propuestas de zo-
nificación territorial, que incluyen “áreas
de sacrificio”, o llevando a cabo meto-
dologías de extracción sin cianuro), sino
que desde 2009 existen numerosas pre-
siones para derogar las leyes “del no”13,
a fin de ampliar los márgenes de la ex-
plotación minera.

Entre el giro eco-territorial de las
luchas y el cuestionamiento del modelo
de desarrollo

Otra característica mayor es que las
actuales luchas socio-ambientales que se
desarrollan en Argentina forma parte del
actual giro eco-territorial (Svampa,

2009b) que atraviesa la región y tienden
a colocarse –aunque no de manera ex-
clusiva- dentro de aquellas líneas que
plantean una redefinición de las reglas
de juego, a partir del cuestionamiento
del modelo de desarrollo y las lógicas de
acumulación. Por giro eco-territorial en-
tendemos la potenciación de un “len-
guaje de valoración”14 acerca de la
territorialidad, que expresa la conver-
gencia entre visión ambientalista y reva-
lorización de la matriz comunitaria-
indígena. El resultado es un lenguaje que
se opone radicalmente al discurso ecoe-
ficientista y la visión desarrollista, propia
de la narrativa dominante. Este lenguaje
de valoración divergente sobre la territo-
rialidad pareciera ser más inmediato
para el caso de las organizaciones indí-
genas y campesinas, debido tanto a la re-
lación que éstas plantean entre tierra y
territorio, en términos de comunidad de
vida, como a la notoria reactivación de
la matriz comunitaria indígena acaecida
en las últimas décadas. Sin embargo,
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13 El derrotero de la legislación en torno a la actividad minera en la provincia de La Rioja, ilustra la fragi-
lidad de estos instrumentos legales frente a la presión de las empresas trasnacionales y la estrecha alianza
que con ellos establecen los gobiernos locales. En dicha provincia, fue en el año 2006 cuando comen-
zaron las movilizaciones de las comunidades de Chilecito y Famatina, a raíz de las tareas de explora-
ción que en el sistema serrano de Famatina realizaba la empresa Barrick Gold. En un convulsionado
escenario político provincial, en marzo del 2007, el entonces gobernador Ángel Maza (activo promotor
de la legislación minera de los 90), fue suspendido en sus funciones, y reemplazado por el vicegober-
nador, Beder Herrera, quien se reapropió del discurso “antiminero”: en ese marco, se sancionó una ley
de prohibición de la megaminería, una segunda ley que llamaba a consulta popular, y una tercera que
preveía la conformación de una comisión que investigara el traspaso de los derechos de explotación de
la empresa pública provincial a manos privadas y, particularmente, el acuerdo firmado con la empresa
Barrick. Sin embargo, en agosto de 2008, el Gobernador Beder Herrera, una vez que fue legitimado por
los votos, derogó las leyes y dio inicio a una serie de acciones (prohibición de charlas informativas sobre
la minería en las escuelas de la provincia, medidas represivas en las actividades que las asambleas de-
sarrollan en el espacio público, inicio de procesos de judicialización a miembros de las asambleas, entre
otras) tendientes a promover el modelo minero y a acallar las voces disonantes. No obstante, a pesar de
la derogación de la ley, y gracias al bloqueo al acceso a la empresa que mantienen las asambleas desde
hace tres años, el proyecto de la Barrick Gold continúa paralizado. 

14 Tomamos la expresión de J. Martínez Alier (2004).



como lo muestra el caso de la Argentina,
el giro eco-territorial no se halla restrin-
gido al ámbito rural, exclusivamente re-
ferido a las resistencias campesinas e
indígenas; también se expande al ámbito
urbano, sobre todo en pequeñas y me-
dianas localidades, ampliando el regis-
tro étnico y de clases y, por ende, el tipo
de actores involucrados.

Tres serían los pilares que dan sus-
tento a este lenguaje sobre el territorio,
que coexisten dándole forma al movi-
miento, generando tensiones y a la vez
potencialidades. Por un lado, la defensa
de los recursos naturales aparecen resig-
nificados como “bienes comunes” que
garantizan y sostienen las formas de vida
en un territorio determinado. La lucha
por el respeto a las formas de vida a nivel
local son las que dan lugar a moviliza-
ciones en zonas urbanas y rurales donde
sus habitantes perciben que estos bienes
están amenazados. Así, en algunos terri-
torios, los nuevos colectivos están inte-
grados por hombres y mujeres que
nacieron y se criaron en esos pueblos y
ciudades donde la migración hacia la
ciudad capital u otros centros urbanos es
un fenómeno frecuente. En ellos, la va-
loración del territorio está ligada, entre
otras cuestiones, a la historia familiar, co-
munitaria e incluso ancestral (territorio
heredado). En otros, involucra a quienes
habiendo hecho la opción de abandonar
los grandes centros urbanos del país, han
elegido los lugares hoy amenazados. Se
trata de sectores medios, algunos de ellos
profesionales, motivados por la bús-
queda de una mejor calidad de vida o de
jóvenes que optaron por un estilo de
vida diferente en el cual la relación con
“lo natural” y el ambiente juega un papel

central (territorio elegido). En otros casos,
la concepción del territorio “heredado”
y/o del territorio “elegido”, va conver-
giendo con la concepción del territorio
propio de las comunidades indígenas y
campesinas (territorio originario). Cual-
quiera sea el caso, lo que se pone en
juego aquí son los derechos territoriales,
en oposición a los intereses de las em-
presas y de las autoridades políticas in-
volucradas. Así, no se trata exclusiva-
mente de una disputa en torno a los “re-
cursos naturales”, sino de una disputa
por la construcción de un determinado
“tipo de territorialidad” (Porto Gonçal-
ves, 2001). La defensa del espacio pro-
pio, en algunos casos, le otorga un
carácter localista, el cual, por momen-
tos, entra en tensión y en otros, se com-
plementa con encuadres que apuntan a
una crítica al modelo de desarrollo adop-
tado y a las consecuencias de la repro-
ducción globalizada del capital. Quienes
plantean el conflicto en estos términos
tienen, en general, una trayectoria de mi-
litancia social, comunitaria o vinculada a
los derechos humanos. 

En contraste con el Perú, donde
como señala Bebbington (2009) convi-
ven conflictivamente varias tendencias
del ambientalismo, que van desde la de-
manda de resarcimiento económico al
rechazo general del modelo, en Argen-
tina el giro eco-territorial apunta a una
defensa en términos de tierra y territorio
y adopta rápidamente el lenguaje de los
derechos humanos. Asimismo, dicho
ambientalismo reflejado en las Asam-
bleas de Autoconvocados contra la mi-
nería, aparece vinculado el nuevo ethos
militante, difundido por el campo con-
testatario de las izquierdas, que afirma
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como imperativo la desburocratización
y democratización de las organizaciones
y se alimenta, por ende, de una gran des-
confianza respecto de las estructuras par-
tidarias y sindicales, así como de toda
instancia articulatoria superior. En este
sentido, el giro eco-territorial que se per-
cibe en Argentina en las luchas contra la
megaminería a cielo abierto, dejan cons-
tancia de un alto nivel de rechazo y ra-
dicalidad política.

Asimismo, para entender el actual
giro eco- territorial conviene distinguir
entre diferentes visiones del ambienta-
lismo, y el modo en cómo estos cuestio-
nan o no el modelo de desarrollo. Así,
Martínez Alier (2004) propone distinguir
entre tres corrientes del ecologismo: el
culto de la vida silvestre, el credo ecoe-
ficientista y el ecologismo popular. La
primera corriente se preocupa por la pre-
servación de la naturaleza en estado
puro; es indiferente u opuesta al creci-
miento económico, valora negativa-
mente el crecimiento poblacional y
busca respaldo científico en la biología
de la conservación. De ahí que su ac-
cionar se encamine a crear reservas y
parques naturales en aquellos lugares
donde existen especies amenazadas o si-
tios caracterizados por la biodiversidad.
Grandes internacionales conservacionis-
tas, muchas veces poco respetuosas de
las poblaciones nativas, se instalan en
este registro biocéntrico. La respuesta
que esta perspectiva ofrece al despliegue
de la minería a gran escala, consiste en
desarrollar iniciativas, ya sea a través de
las empresas o de fundaciones y ONGs,
tendientes a demostrar la feliz conviven-
cia entre la actividad minera y las accio-
nes de protección a especies de flora y/o

fauna nativa. Esto se inserta en una es-
trategia de vinculación con empresas
transnacionales, que al menos en las úl-
timas décadas, han desarrollado las or-
ganizaciones conservacionistas con
mayores recursos. 

La segunda corriente postula el uso
eficiente de los recursos naturales y el
control de la contaminación. Dado el
énfasis puesto en “la capacidad de res-
puesta tecnológica”, sus conceptos cla-
ves son “modernización ecológica”,
“desarrollo sustentable” y, de manera
más reciente, “industrias limpias”, entre
otras, cuya apuesta es la mitigación del
daño y a la remediación de los pasivos
ambientales. De acuerdo a esta postura,
los males producidos por la tecnología
se resolverían a partir de la aplicación de
nuevos desarrollos tecnológicos orienta-
dos en pos de garantizar la sustentabili-
dad. La “sustentabilidad de la minería”
–y no “la minería sustentable”- parece
ser la postura de estos sectores, preocu-
pados por « la construcción de una ima-
gen positiva de la actividad, la
desautorización de los conflictos y sus
actores, y la obtención de la aceptación
social» (Antonelli: 2007, 4). Sin em-
bargo, en relación a las cuestiones es-
trictamente ambientales, los debates son
eludidos apelando a visiones supuesta-
mente democratizantes.

La tercera posición que Martínez
Alier bautizó como “ecología popular”
congrega a quienes definen sus objetivos
“en términos de las necesidades ecoló-
gicas para la vida”, “tratan de sacar los
recursos naturales de la esfera econó-
mica, de la racionalidad mercantil”
(Martínez Alier: 2009). Se trata de una
corriente que crece en importancia y co-
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loca el acento en los conflictos ambien-
tales que se ocasionan por la reproduc-
ción de la vida en los territorios. Esta es
la corriente que, con matices, entende-
mos define al movimiento de asambleas
de autoconvocados contra la minería.

Tal vez resulte apresurado interpretar
esta posición a la luz de lo que algunos
autores y los propios actores denominan
“movimiento de justicia ambiental” y
cuyo origen se sitúa en los años 80 en
comunidades negras de Estados Unidos.
Los puntos en común entre ambos son
empero significativas. Actores que en
otros países, se nuclean en torno a esta
corriente entienden que la noción de jus-
ticia ambiental “implica el derecho a un
ambiente seguro, sano y productivo para
todos, donde el medio ambiente es con-
siderado en su totalidad, incluyendo sus
dimensiones ecológicas, físicas, cons-
truidas, sociales, políticas, estéticas y eco-
nómicas. Se refiere así a las condiciones
en que tal derecho puede ser libremente
ejercido, preservando, respetando y rea-
lizando plenamente las identidades indi-
viduales y de grupo, la dignidad y la
autonomía de las comunidades” (Acse-
lard: 16).

Un último elemento que confluye,
también con dispares niveles de intensi-
dad de acuerdo a los territorios, son en-
foques espirituales sobre la naturaleza,
los que le otorgan a la misma un sentido
de sacralidad. Podría asemejarse al mo-

vimiento que Naess desde su fundación
definió como “ecologismo profundo” y
que ha tenido mayor influencia en cier-
tos países europeos y Estados Unidos.15

Sin embargo, no fueron determinadas re-
ligiones ni filosofías las que han tenido
un papel importante, sino que más bien
“los participantes más influyentes son ar-
tistas y escritores que no articulan su
perspicacia en términos de filosofía pro-
fesional, expresándose más bien a través
del arte y de la poesía (Naess: 1984) los
que han nutrido con su aporte al ecolo-
gismo popular. 

En suma, pese a que en Argentina el
giro eco-territorial encuentra una pri-
mera formulación en los incipientes mo-
vimientos campesinos, principalmente a
través del Movimiento Campesino Indí-
gena (MNCI), ligado internacionalmente
a Vía Campesina, que desde hace años
viene combatiendo el modelo de agro-
negocios, el dato novedoso lo constitu-
yen las asambleas de autoconvocados en
contra de la megaminería a cielo abierto,
nucleadas en la UAC. Dichas asambleas
van desarrollando un lenguaje de valo-
ración sobre la territorialidad, a partir de
la reconstrucción de mediaciones, como
el vínculo estrecho entre paisaje, histo-
ria larga de la región, defensa del medio
ambiente y oportunidades de vida, que
enfatizan la “comunidad de vida y terri-
torio”. Vale la pena agregar que, para el
caso argentino, este giro eco-territorial,
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constituye una novedad, en la medida en
que exhibe de manera progresiva una
afinidad electiva de parte de sectores
medios y populares, con la cosmovisión
de los movimientos campesinos e indí-
genas, históricamente invisibilizados y
relegados al margen de la sociedad. 

Revisitando los diferentes imaginarios
del desarrollo 

En los últimos años, el cambio de
época registrado en América Latina ha
venido configurando un escenario tran-
sicional en el cual dos de las notas ma-
yores son, por un lado, la actualización
de la matriz nacional-popular, por otro,
la expansión de un modelo “desarro-
llista”, con base extractivista (Gudynas,
2009; Svampa, 2009a). Ciertamente, la
expansión vertiginosa del modelo ex-
tractivo-exportador y los grandes pro-
yectos de infraestructura de la cartera del
IIRSA, parecen haber traído consigo una
cierta “ilusión desarrollista”, habida
cuenta que, a diferencia de los años ́ 90,
las economías latinoamericanas se vie-
ron enormemente favorecidas por los
altos precios internacionales de los pro-
ductos primarios (commodities), refle-
jado durante los últimos años en las
balanzas comerciales y el superávit fis-
cal. El hecho no puede ser desestimado,
muy especialmente luego del largo
perío do de estancamiento y regresión
económica de las últimas décadas. En
esta coyuntura favorable (al menos, hasta
antes de la actual crisis financiera mun-
dial), no son pocos los gobiernos latino-
americanos que han relegado en un
segundo plano o sencillamente escamo-
tean las discusiones de fondo acerca de
la cuestión del desarrollo, habilitando el

retorno en fuerza de una visión produc-
tivista. Para el caso argentino, las pro-
puestas del matrimonio presidencial, los
Kirchner, han sido de corte claramente
continuista. En realidad, el gobierno ar-
gentino ha reactivado la retórica nacio-
nal-popular tardíamente (sobre todo
luego del conflicto con los productores
agrarios), al tiempo que ha venido pro-
moviendo la continuidad del paradigma
de los agronegocios, tanto como la del
modelo extractivista, en todas sus moda-
lidades. 

No obstante, la referencia a los mo-
delos de desarrollo vigente merece co-
mentarios adicionales. En ciertas
ocasiones, las dificultades para abrir un
debate público sobre los “modelos de
desarrollo” y sus consecuencias (socia-
les, ambientales) no están ligados sola-
mente a los contextos políticos –más
abiertos o más represivos- o a las carac-
terísticas de los actores de gobierno y sus
alianzas. Existen también obstáculos de
tipo cultural y epistemológico. Con esto,
nos referimos a la persistencia y/o la ac-
tualización de diferentes imaginarios na-
cionales –cuando no también regionales-
sobre el desarrollo. Al hablar de imagi-
narios, estamos aludiendo a la construc-
ción de un relato unificador, que reposa
sobre ciertas marcas identitarias, mitos
de origen, que van moldeando las repre-
sentaciones colectivas acerca del pre-
sente y del futuro. En este sentido, es
muy probable que en la actual fase ca-
pitalista, la presencia de fuertes imagi-
narios desarrollistas constituya también
un obstáculo para abrir una verdadera
discusión sobre los modelos de sociedad
en pugna y en ese marco, sobre el al-
cance del nuevo desarrollismo extracti-
vista. 
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Aunque con diferente alcance y en-
vergadura, en Argentina históricamente
se han configurado tres “modelos de de-
sarrollo”: el agrario, el industrial y el ex-
tractivo. Más allá de las drásticas
transformaciones en las últimas décadas,
el modelo agrario continúa operando de
manera explícita o implícita como na-
rrativa social fundamental y horizonte de
expectativas de una parte de la sociedad.
En efecto, el “campo” aparece asociado
a la Argentina del Primer Centenario, el
país agro-exportador, próspero y pode-
roso. Precisamente porque el modelo
agrario se instala en la continuidad ima-
ginaria, y más allá de los intereses eco-
nómicos en juego, ha sido tan difícil
instalar la discusión sobre el alcance y
las consecuencias negativas del modelo
de agronegocios, especialmente el so-
jero, y los argentinos han llegado tarde a
la discusión del mismo, cuando éste ya
estaba consolidado, en una fase de fuerte
tendencia al monocultivo y la concen-
tración económica. 16

Otra cosa sucede con el modelo in-
dustrial, vinculado a la época de oro del
peronismo (1945-1955), símbolo de la

integración de las clases obreras urba-
nas. Su desactivación y la posterior ola
de desindustrialización que el país vivió
desde los ´70, pero con mayor fuerza en
los ´90, con la consecuente descolecti-
vización de las clases populares, instala
la actual “recuperación industrial”, a
partir de 2003/2004 (esto es, bajo el go-
bierno de N. Kirchner), en el imaginario
del “retorno a la normalidad”. 

En contraste con estos dos modelos,
reiteradamente evocados por el matri-
monio Kirchner, el extractivo, ilustrado
por la expansión de la megaminería a
cielo abierto, en su carácter netamente
trasnacional, aparece invisibilizado, de-
negado en su realidad. Pese a la retórica
nacional-popular, en este punto el silen-
cio del actual gobierno es completo, aún
si la temática comienza a ganar los me-
dios de comunicación. Cierto es que,
respecto del modelo sojero o del indus-
trial, el modelo minero tiene –todavía-
un rol “subordinado”, más allá de que la
Argentina aparezca como la sexta po-
tencia mundial en términos de reservas
minerales. Cierto es también que la mi-
nería no posee una historia nacional sig-
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marginales y movimientos campesinos. Aclaremos que, en un contexto de rentabilidad extraordinaria
para el sector agrario, a fines de 2007, con un objetivo recaudatorio y fiscalista, la nueva presidenta
Cristina Fernández de Kirchner decidió aumentar las retenciones de las exportaciones de las mineras, hi-
drocarburos y productos agrícolas. En marzo de 2008, anunció un nuevo aumento de las retenciones al
agro, elevándolo al 44%. Estas medidas generaron un enfrentamiento entre el Gobierno y los diferentes
sectores organizados del campo, que agrupó de manera inédita tanto a las grandes organizaciones ru-
rales como a aquellas representantes de los pequeños productores. Dicho conflicto implicó el bloqueo
de numerosas rutas del país que paralizaron al país durante casi cuatro meses, dejando a las grandes ciu-
dades al borde del desabastecimiento. Finalmente, la medida gubernamental fue rechazada en el Con-
greso. El conflicto no solo debilitó al nuevo gobierno sino que significó el re-ingreso en fuerza de los
sectores rurales a la escena política, como actores opositores a las posiciones gubernamentales, con
fuerte capacidad de veto. 



nificativa a la cual apelar, un imaginario
desde el cuál instalarse y proceder a la
“naturalización” del modelo de desarro-
llo, como sucede en otros países (Perú,
Bolivia, Chile). Pero precisamente por
esa misma razón, porque la Argentina no
proviene de una economía minera a gran
escala, el modelo minero presenta “una
particular producción socio-discursiva y
cultural a nivel de todos los actores in-
volucrados” (Antonelli, 2009). Así, a di-
ferencia de otros modelos de desarrollo,
aquel ligado a la megaminería a cielo
abierto requiere “no sólo inscribirse en
las significaciones del presente mode-
lando visiones de futuro, sino fundar un
linaje, crear mitos de origen, para volver
deseable y razonable la Argentina mi-
nera” (ibídem). Por ello no es extraño
que las empresas transnacionales, en su
alianza estratégica con el gobierno na-
cional, pongan en práctica una batería
de estrategias que incluyen la coopta-
ción de las propias universidades públi-
cas, a fin de obtener la legitimidad que
las comunidades, representadas por las
asambleas de auto-convocados, le nie-
gan de manera contundente. Por otro
lado, sin tradición minera, capaz de na-
turalizar el extractivismo (como en Perú
y Chile), sin actor estatal capaz de vehi-
cular un discurso “progresista” o desa-
rrollista en clave nacional (como en
Bolivia), esto es, sin imaginario positivo
disponible, la desposesión aparece de
manera descarnada, con toda su viru-
lencia, sin disfraz alguno. 

En suma, a diferencia de otros países,
en Argentina la ausencia de discusión
sobre el extractivismo y la actual nega-
tiva del gobierno por incluirlo en la
agenda pública se explica por diferentes

cuestiones: frente a la imposibilidad de
su naturalización, frente al carácter des-
carnado de la desposesión y la profundi-
zación del modelo de minería
transnacional, el gobierno de los Kirch-
ner no tiene una imagen supuestamente
“progresista” que ofrecer sobre la mine-
ría, ni tampoco el modo en cómo incor-
porarla a la agenda pública, en una
escena política ya degradada institucio-
nalmente, sin que esto arrastre un quie-
bre de la alianza establecida con las
grandes corporaciones mineras, abriendo
así a nuevos e inesperados frentes de
conflicto. 
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Introducción 

l Ecuador está frente a un gran
reto, dar el salto a una economía
post petrolera y menos depen-
diente de la extracción de recur-

sos naturales, o continuar, como hasta
ahora, por la tradicional senda del ex-
tractivismo primario exportador. Superar
el extractivismo implica un serio desafío,
pues ese sería un paso firme para cons-
truir el buen vivir, tal como establece la
Constitución de Montecristi. 

En este sentido, el presente artículo
presenta informaciones para demostrar
como la economía ecuatoriana, luego
del corto e incompleto esfuerzo de in-
dustrialización sustentado en la sustitu-
ción de importaciones aplicado sobre
todo en la década de los años 70, ha re-
primarizado aún más su economía. Es así
como, desde el año 1972 al 2009, se han
extraído más de 4.422 millones de barri-
les de petróleo que ha representado en
promedio más de 130.975 millones de
dólares en precios corrientes o más de

40.714 millones de dólares en precios
constantes. A esto habría que incremen-
tar un 40% adicional de ingresos por ex-
plotación y extracción de productos
como banano, café, cacao, flores natu-
rales, etc. Adicionalmente habría que in-
corporar los recursos obtenidos por la vía
del endeudamiento externo; sobre todo
en los años 70 del siglo XX, cuando los
préstamos para conseguir el desarrollo
llegaban en grandes cantidades.

Frente a esta realidad cabe pregun-
tarse por qué el Ecuador no ha alcan-
zado el desarrollo, a pesar de registrar el
ingreso de tantos recursos. 

Una economía tradicionalmente prima-
rio-exportadora

Ecuador es un país altamente depen-
diente de la producción y exportación
primaria. Además, un alto porcentaje de
sus exportaciones se concentra en estos
productos. Esta alta dependencia nos ha
hecho un país importador de costosos
bienes industrializados, lo que se ha re-
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El análisis de las actividades extractivas en el Ecuador revela que el petróleo gravita amplia-
mente en las exportaciones y el PIB. Mientras que el aporte de la minería a la economía es
poco significativo. El Ecuador sigue siendo un país primario exportador que no ha podido tran-
sitar a otra economía. La alternativa de una economía post petrolera exige un amplio debate
sobre la economía extractiva, el uso de los recursos obtenidos por el Estado y los impactos
ambientales.
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flejado en permanentes problemas de ba-
lanza de pagos y un limitado efecto inte-
grador y dinamizador del aparato
productivo. En este sentido, las exporta-
ciones de productos primarios en los úl-
timos años han llegado a rangos del 77%
del total de exportaciones, como se ob-
serva en el anexo 1 y gráfico 1. Esta si-
tuación nos hace vulnerables ante los
precios del mercado internacional.

De este grupo, el petróleo es el de
mayor peso. Sus exportaciones pasaron
de 912 millones de dólares en el año
1986 (41,7% de las exportaciones) a
6.284 millones en el año 2009 (45,7% del
total de exportaciones), es decir un creci-
miento del 689% en este período y un in-
cremento de 4 puntos porcentuales. Atún
y pescado han crecido un 902,6%, pasa-
ron de 25 millones (1,2%) en el año 1986
a 230 millones (1,7%) en el año 2009; de
todas maneras su participación dentro de
las exportaciones se mantiene casi esta-

ble. Le sigue el banano y plátano, con un
incremento de 758,2%, al pasar de 263
millones de dólares (12,1% del total de
exportaciones) en el año 1986 a 1.994
millones de dólares (14,5%) en el año
2009; su participación se incrementa en
2,5 puntos porcentuales. Siguen las flores
naturales, con un crecimiento del
419,6%, al pasar de 1,7 millones de dó-
lares (0,7% del total de exportaciones) en
el año 1986 a 545 millones de dólares
(4% del total de exportaciones) en el año
2009; este rubro es el de mayor creci-
miento participativo dentro de las expor-
taciones totales junto con el petróleo.
Luego encontramos al cacao, con un
457,5% de crecimiento, una participa-
ción del 3,3% en 1986, pero que dismi-
nuye al 2,4% en 2009. El camarón
presenta un 226,1% de crecimiento, con
una participación que decrece del 13,2%
en 1986 al 4,7% en el año 2009. Final-
mente, el café, es el rubro de menor cre-
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Gráfico 1
Porcentajes primarios sobre exportaciones

Fuente: Banco Central del Ecuador.



cimiento (-845,3%) y menor participación
sobre el total de las exportaciones al pasar
de 13,7% en 1986 a 0,4% en el año
2009. Esa evolución de crecimiento ab-
soluto en muchos productos y simultá -
neamente una participación estable o aún
decreciente en el total se explica por el
peso del petróleo (ver anexo 1).

Al analizar el total de productos pri-
marios exportados frente al total de las
exportaciones, vemos que desde el año
1986 hasta el año 1997 los productos pri-
marios fluctuaban entre el 80% y 90%.
Desde el año 1998 al 2009 la tendencia
se reduce a un rango del 76%. Siendo el
año 2001, el año de menor participación
con el 73,1%. Además a partir del año
2002, se puede relativizar los productos
industrializados como derivados de pe-
tróleo, café elaborado, elaborados de
cacao, harina de pescado y otros elabo-
rados de productos del mar, que por su
bajo valor agregado pueden ser conside-
rados como primarios. En conjunto estos
productos suman en promedio un 15%
(2002: 17,3%, 2009: 14,8%) con lo cual
las exportaciones de productos primarios
del país llegarían al 92% en este período,
lo que implica una mayor reprimariza-
ción de la economía ecuatoriana. 

Características del sector extractivista
ecuatoriano

En este trabajo solo se aborda el tema
petrolero y minero, lo que, sin embargo,
no agota el ámbito del extractivismo.

Algunos datos de las reservas de hidro-
carburos y minerales

El Ecuador dispone de una amplia
gama de recursos naturales, tanto mine-
rales, como agrícola.

En cuanto al potencial petrolero del
país, éste se encuentra ubicado mayor-
mente en la zona oriental o amazónica
del país, en las provincias de Orellana,
Pastaza y Sucumbíos. Mientras que el
potencial gasífero se encuentra en la pro-
vincia de Guayas, zona costera. Adicio-
nalmente, debe considerarse el potencial
de gas asociado de las extracciones pe-
troleras en la Amazonía.

Según Alberto Acosta (2009), lo que
se ha extraído podría ser ya superior a lo
disponible. Así, las reservas del país su-
peran en poco los 4.000 millones de ba-
rriles. Los descubrimientos son cada vez
menos frecuentes, más costosos y los
nuevos campos encontrados son más pe-
queños. Además, los crudos hallados son
cada vez más pesados. Hay que tener en
cuenta que el Oriente ecuatoriano ha
sido explorado por décadas, y que la
mayor cantidad del petróleo que se ex-
trae hoy fue encontrada hace más de 30
años. Sin embargo, Petroecuador informó
recientemente que las últimas reservas
petroleras permitirán que el ciclo pro-
ductivo del petróleo se extendiera hasta
el año 2043, 15 años adicionales a lo
previsto anteriormente.

En total, las reservas probadas de pe-
tróleo encontradas por la estatal Petroe-
cuador ascenderían a 5.200 millones de
barriles de petróleo crudo (700 millones
corresponderían a las privadas), cuya
densidad varía entre 16.0 y 33.4 grados
API. Además existirían 5.000 millones de
barriles de petróleo pesado y asfalto. De
este valor total, las reservas probadas de
los campos sin producir se han estimado
en 1.544,8 millones de barriles de petró-
leo, cuya densidad varía entre 10.5 y
29.1 grados API, correspondiendo
1.050,5 millones de barriles a la empresa
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estatal (68%) y 494,3 millones de barri-
les (32%) a las empresas privadas. 

Mientras que las reservas probadas
de gas de Petroecuador son de 32.960
millones de metros cúbicos y de las com-
pañías privadas asciendan a 1.394 mi-
llones de metros cúbicos.

Los principales recursos minerales
metálicos son oro, plata, cobre y anti-

monio; hay indicios de otros minerales
como plomo, zinc, o platino. En cuanto
a las reservas existentes, los minerales no
metálicos, como la caliza, son los que
mayores reservas presentan, seguida del
caolín y arenas ferruginosas. Mientras
que dentro de los minerales metálicos, el
cobre mantiene las mayores reservas, se-
guido de la plata y el oro. 
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Cuadro 1
Reservas probadas de petróleo y gas (2009)

Petróleo (millones de barriles)

Petróleo crudo-liviano y semipesado 4.000 
Campo ITT 1.200 
Petróleo pesado y asfalto 5.000 

Gas (millones de metros cúbicos)

Gas licuado de petróleo (m3) 32.960 

Fuente: Ministerio de Recursos no renovables, Petroecuador.

Cuadro 2
Reservas y producción acumulada de gas compañías internacionales 

que operan en el Ecuador (Millones de metros cúbicos) (2009)

Compañía Reservas probadas Producción acumulada Reservas remanentes

AEC Ecuador ltd 36,2 21,2 14,9
Agip Oil Ecuador 0,43 1,5 2,8
City Oriente 0,04 0,26 0,17
CNPC -Amazon 0,03 0,03 0,03
Ecuador TLC 1,3 0,03 1,3
ENCAN Ecuador 4,1 1,1 2,9
Occidental 94,5 41,9 52,6
Perenco 4,9 4,3 0,7
Petrobell 3,8 1,8 1,9
Petrobras 19,.6 0,96 18,6
Petroecuador 1.117,9 672,6 445,3
Petrosud 4,.8 4,1 0,7
Repsol -YPF 46,1 11,9 34,1
SIPEC 15,9 3,9 12,1
Tecpecuador 36,4 25,6 10,8
Otras 3,7 0,018 3,6

TOTALES 1.394,4 791,3 603,1

Fuente: Ministerio de Recursos no renovables, Petroecuador.



Según declaraciones del presidente
Rafael Correa (2007)1, sustentado en las
optimistas informaciones de las propias
empresas mineras privadas, las reservas
mineras en Ecuador alcanzarían los
200.000 millones de dólares frente a los
70.000 millones provenientes del petró-
leo, actualmente la principal fuente de
ingresos. 

Su explotación, en zonas de alta bio-
diversidad e incluso de elevada densidad
humana, provocaría graves consecuen-
cias. El impacto ambiental sería enorme,
aún cuando se extrajera estos recursos
con los mayores cuidados ambientales
posibles. Lo que pueda obtener el Estado
por estas actividades no podría remediar
la totalidad del daño causado. 

En la zona sur del país, provincias de
Cañar, Azuay y El Oro, se encuentra con-
centrado el mayor potencial aurífero. Es-
pecialmente en Zaruma-Portovelo,
considerado el más grande del país,
Ponce-Enríquez, y Nambija. Mientras
que en provincias como Azuay, Cañar,
Carchi, Cotopaxi, El Oro, Esmeraldas,
Guayas, Imbabura, Manabí, Morona-

Santiago, Pichincha y Zamora Chin-
chipe, se pueden encontrar minerales no
metálicos, que llegan aproximadamente
a 28 clases, de un entorno de 1.200 ocu-
rrencias de materias primas.

En cuanto a los minerales no metáli-
cos, en el Ecuador se dispone de mate-
riales destinados a la construcción,
materiales industriales como el caolín, la
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1 Agencia de noticias AFP, 17 de abril del 2007.

Cuadro 3
Reservas probadas de minerales (toneladas) (2009)

Minerales metálicos

Oro 2.000
Plata 4.000
Cobre 30.000.000

Minerales no metálicos

Grava aurífera 4.536.000
Poli metálicos 32.000
Caliza 105.691.000.000
Materiales de construcción -
Arcilla 13.000.000
Feldespato 57.000
Caolín 11.945.000.000
Sílice 1.293.000.000
Mármol 215.000
Yeso 2.606.000.000
Arenas ferruginosas 12.300.000.000

Fuente: Ministerio de Recursos no renovables, Petroecuador.



diatomita, el azufre, la baritina, el fel-
despato, el mármol, el grafito y la piedra
pómez, entre los principales. Los yaci-
mientos de piedra pómez más grandes
del país se encuentran en la provincia de
Cotopaxi, siendo uno de los diez más
grandes del mundo. 

En cuanto a la construcción, la acti-
vidad cementera es la más grande del
sector, existiendo algunas empresas que
realizan producciones a gran escala en
las provincias de Imbabura, Chimborazo
y Azuay. 

Las estadísticas mineras presentan
datos hasta el año 2007, en vista que el
Mandato Minero promulgado por la
Asamblea Nacional Constituyente emi-
tida ese año, prohibió cualquier licita-
ción y/o concesión adicional. Razón por
la cual, la actividad minera en el país se
paralizó parcialmente por casi dos años. 

Sin embargo, la roca y materiales de
construcción, fundamentales para el de-
sarrollo vial que emprendió el gobierno
a partir del año 2007, continuó con su
producción, las cuales son las más altas
en los últimos años.

Las tasas de extracción de petróleo y
minerales

De acuerdo a las proyecciones de
petróleo hasta el año 2013, las compa-
ñías privadas no recuperarán los niveles
de extracción alcanzados hasta el primer
semestre de 2008. La extracción de las
empresas públicas -Petroecuador y Pe-
troamazonas- se mantendrá estable.
Según Petroecuador, el horizonte de pro-
ducción petrolera se extendería hasta el
año 2043, y desde el año 2022 con la
explotación en la zona costera, permitirá

incorporar 110.000 barriles adicionales
de petróleo a la producción nacional. 

En este punto se debe considerar que
de 328 millones de barriles anuales que
se extraían en la década de los 70, para
el año 2009 bajaron a 153 millones de
barriles, un 50% menos de extracción
estatal. Esto se explica sobre todo por la
privatización de muchos campos estata-
les y los problemas de eficiencia del ente
estatal, al que se le sometió a un planifi-
cado proceso de debilitamiento.

En cuanto a la producción de deriva-
dos de petróleo, la mayor cantidad se
concentra en el diesel, gasolina extra y
gasolina para aerolíneas (fuel oil). La pro-
ducción total de derivados en el año
1991 era de 43,3 millones de barriles y
para el año 2009 llega a 68,5 millones,
esperando que al año 2013 ésta se man-
tenga en los mismos rangos. La produc-
ción de la gasolina extra era de 10,7
millones de barriles en el año 1991 y
para el año 2009 asciende a 14,3 millo-
nes de barriles. La producción de gas li-
cuado de petróleo en el año 1991 era de
2,2 millones de barriles y para el año
2009 se reduce a 2,1 millones de barriles. 

Las 3 refinerías: Shushufindi, Esme-
raldas y Santa Elena, no pueden cubrir la
demanda existente. Así este país petro-
lero debe importar hasta un 60% del
consumo nacional de derivados. Esta si-
tuación existe por cuanto la inversión
para ampliarlas o repotenciarlas ha sido
mínima, y muchas veces se ha preten-
dido privatizarlas, queriendo entregarlas
a precios ínfimos, con el pretexto que
para mejorarlas, se necesita mucha in-
versión. Sin embargo, a partir del año
2007, se la ha repotenciado y la produc-
ción ha mejorado en algo.
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La producción de minerales ha ido
en aumento en los últimos años, a ex-
cepción del dióxido de carbono2. La
roca y piedra que comprende materiales
como caliza, mármol, yeso, piedra
pómez, es el grupo de minerales no me-

tálicos que mayor producción se realiza
en el Ecuador con un crecimiento del
235,5% entre el año 1998 a 2007, pa-
sando de 3.743 toneladas de producción
a 8.813 toneladas. 

Los materiales de construcción es el
grupo de minerales no metálicos que
mayor crecimiento tiene con 315,2% al
pasar de 29 toneladas en el año 1998 a
92,14 en el 2007, aunque su produc-
ción es muy reducida frente a la roca y
piedra. 

Mientras que los minerales metálicos
como el oro y la plata aunque presentan
crecimientos del 311,2% y 450% res-
pectivamente en el período 1998-2007,
su producción es mínima al compararla
con la producción de roca y piedra o

materiales de construcción; su valor mo-
netario, como es obvio, resulta mucho
mayor. Así, una tonelada de oro (a un
precio de 1.156 dólares la onza) valdría
37 millones de dólares, una tonelada de
plata (a 19 dólares la onza) valdría
608.000 dólares, mientras que una tone-
lada de material de construcción 4.950
dólares (a un precio de 60 dólares el
metro cúbico), la tonelada de piedra val-
dría 240 dólares, la tonelada de mármol
558,25 dólares, y la tonelada de piedra
pómez 210 dólares.
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2 Sirve para material de extintores de fuego o para producir hidrocarbonos, el cual mediante un proceso
Sunlight to Petrol (luz solar a petróleo), revierte el proceso de combustión al recobrar los bloques de hi-
drocarbonos. Luego pueden ser utilizados para sintetizar combustibles líquidos como metanol o gaso-
lina. Según los investigadores la tecnología ya funciona y puede ayudar a reducir las emisiones de gases
invernadero que está produciendo el calentamiento global.

Cuadro 4
Producción minerales (toneladas)

MINERAL/AÑOS 1998 2000 2002 2005 2007

Oro 0,00330 0,00643 0,00615 0,01194 0,01027
Plata 0,00000 0,00000 0,00010 0,00028 0,00045
Roca y piedra 3.743,09 3.932,52 6.828,81 6.926,28 8.813,13
Materiales construcción 29,23 31,46 54,14 68,63 92,14
Dióxido carbono 0 0,02884 0,75227 0,58902 0,35892

Fuente: Dirección Nacional de Minería, gestión de seguimiento y control minero.



Para enfrentar la alta dependencia
externa de derivados, se ha planificado
la construcción de la Refinería del Pací-
fico, la cual procesaría crudo ecuato-
riano y sobre todo venezolano. 

Situación de las empresas

Exploración y extracción

En lo que al sector petrolero se re-
fiere, las estatales PDVSA (Venezuela),
Ecopetrol (Colombia) y Petroamazonas
(Ecuador) se suman a las 14 empresas
que operan en el país, las cuales actual-
mente mantienen relaciones con el Es-
tado Ecuatoriano.

Hasta antes del mandato minero
aprobado por la Asamblea Constituyente

en febrero del año 2009, existían más de
4.000 concesiones mineras, varias de
ellas entregadas a empresas privadas de
Canadá y Estados Unidos. Posterior-
mente, luego de estar por cerca de dos
años en stand by las licencias mineras, a
fines de noviembre de 2009, cuando se
promulgó el reglamento minero, se en-
tregaron nuevas licencias, previa a la
presentación de estudios ambientales ac-
tualizados.

De acuerdo al mencionado mandato
minero, el Estado tomó el control del
80% de las concesiones realizadas. Para
cubrir el 80% de las concesiones que pa-
saron al Estado Ecuatoriano, mediante
decreto ejecutivo 203 de enero 4 de
2010, se creó la Empresa Nacional Mi-
nera (Enami EP), que es el equivalente de
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Gráfico 2
Producción de petróleo crudo (miles de barriles)

Fuente: Banco Central del Ecuador.



Petroecuador en el ámbito minero. Esta
empresa intervendrá en todas las fases de
la actividad minera. Sin embargo, al no
tener experiencia minera el Estado ecua-
toriano, éste recibirá transferencia de co-
nocimientos de operadoras con expe-
riencia como Codelco (Chile), Minerven
(Venezuela) y de la República de Irán.

Aporte del petróleo, el gas y la minería
a la economía nacional

Inversión

El grueso de la inversión realiza el Es-
tado ecuatoriano, no solo en el nivel de
exploración y extracción. A esta inver-
sión netamente extractivista habría que
incluir la inversión en la “Refinería del
Pacífico”, que llegaría a 12.500 millones
de dólares. Este proyecto se inició en el
año 2008 y hasta enero de 2010 ya se ha
invertido 272 millones (51% de Petroe-
cuador y 49% de PDVSA). La empresa
Coreana SK, líder en construcción de re-
finerías se hará cargo de la obra y será
quien busque el financiamiento del 70%,
ya que el 30% restante lo invierten Ecua-
dor y Venezuela.

La inversión petrolera privada no se
ha incrementado a inicios del siglo, a
pesar de que el actual gobierno les ha
exigido mayor inversión para poder fir-
mar los nuevos contratos petroleros, que
difieren mucho de los anteriores, ya que
actualmente beneficia al Estado Ecuato-
riano. Esta exigencia ha permitido que
entre el año 2009 y 2010 se duplique la
inversión privada. Mientras tanto la in-
versión petrolera estatal a partir del año
2007 empieza un repunte de gran mag-
nitud. 

La inversión en minería en el Ecua-
dor ha sido privada, según los registros,
aunque los estudios los han realizado
empresas estatales que desaparecieron
en su momento. Según la Cámara de Mi-
nería entre los años 1990-2007, la in-
versión que se realizó sobrepasó los
1.000 millones de dólares, que se con-
trapone a lo recibido por el Estado que
durante este período recibió apenas 29,5
millones de dólares. Luego de aplicada
la Ley Minera en 2009, dos empresas mi-
neras: Kinross-Aurelian (500 millones) y
Ecuacorriente-Tongling (418 millones),
planifican invertir 918 millones de dóla-
res desde el año 2010 hasta el 2013.
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Cuadro 5
Montos de la inversión realizada en el país (millones de dólares)

Años 2003 2004 2005 2006 2007 2008 2009 2010

Minería privada 3,9 10,1 0,85 3,07 12,87 21,0 145,0 40,0
Petróleo privadas 79,0 120,0 117,5 127,3 230,3 161,7 212,1 417,0
Petróleo estatal 74,5 71,9 101,0 229,5 417,3 1.147,2 1.585,9 1.727,0

Total sector 157,4 202,0 219,3 359,9 660,5 1.329,9 1.943,0 2.184,0

Fuente: Ministerio de Recursos no renovables, Petroecuador, Banco Central del Ecuador 



Ingresos del Estado

Los ingresos del petróleo están con-
dicionados por los precios del mercado
internacional. Mientras más alto es el
precio del petróleo, los ingresos para el
Estado serán mayores. Esto por ejemplo
se ve reflejado el año 2008, cuando los

precios en el mercado internacional lle-
garon a casi 170 dólares el barril. De la
misma manera, dentro del presupuesto
general del Estado, los ingresos petrole-
ros se consideran luego de reducir los
costos operativos, el IVA de los deriva-
dos, lo correspondiente a la LEY 010 y
047 (para los GADS3).

En el año 2008, el petróleo repre-
sentó el 20,1% del PIB, el 57,1% de las
exportaciones y el 32,3% del Presu-
puesto General del Estado. Para el año
2009, representaría el 11% del PIB, el
46,9% de las exportaciones y el 33,6%
del Presupuesto General del Estado.

Mientras que para el año 2010 los ingre-
sos petroleros representarían menores
porcentajes, así el 5,6% del PIB, el
20,1% de las exportaciones y el 17,8%
del Presupuesto General del Estado, en
vista que estos ingresos se consideran
descontando los costos de operación e
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3 Gobiernos autónomos descentralizados. Estas asignaciones serán directas, oportunas y automáticas y su
cálculo será con base en el 15% de ingresos permanentes y 5% de los no permanentes.

Gráfico 3
Ingresos anuales del petróleo (miles de dólares)

Fuente: Banco Central del Ecuador.



inversión de Petroecuador, el IVA de los
derivados, lo que corresponde a la ley 10
de los GADS y el financiamiento en la
importación de los derivados.

Al analizar por período de gobierno
podemos observar que a partir del go-
bierno de Gustavo Noboa, los ingresos
netos han ido en aumento paralelamente
a los precios del petróleo. Mientras que
el actual gobierno es quien mayores in-
gresos ha obtenido en sus tres primeros
años de administración. Igualmente al
analizar el promedio mensual obtenido

en cada administración, se repite esta si-
tuación. Cabe recalcar, que los ingresos
obtenidos por el actual gobierno han
sido influenciados por el precio del pe-
tróleo y las políticas de inversión y re-
potenciación en la producción y
refinerías, a diferencia de las empresas
privadas que no sólo han disminuido su
producción, sino además la inversión
rea lizada como se constató en el punto
anterior.

Los ingresos del Estado producto de
la minería hasta el año 2001-2002 se

percibían producto de regalías y patentes
mineras. A partir de estos años se con-
centran en las patentes mineras. Las re-
galías fueron reemplazadas por derechos
de trámite administrativo, derecho pre-
ferente, productos y servicios y contra-
prestaciones, con el aparente objetivo de
beneficiar y atraer la inversión extran-
jera. 

En el período 1991-2008, las paten-
tes mineras suman 22,5 millones de dó-
lares (76,4% del total recibido), seguido
de las regalías con 3,9 millones de dóla-
res (13,2%), luego las contraprestaciones
con 1,8 millones de dólares (6,2%).
Mientras que el año 2008, las patentes
mineras suman 4,1 millones de dólares
(90,1% del total recibido), seguido de las
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Cuadro 6
Ingresos del Estado por petróleo – Gobiernos (millones de dólares)

Gobierno Valor corriente Valor constante

Ingresos Promedio Ingresos Promedio 
netos mensual netos mensual

Jaime Roldós (1979-1981) 2.271,0 117,9 2.010,1 104,4
Oswaldo Hurtado (1981-1984) 5.025,1 121,0 3.265,5 78,6
León Febres Cordero (1984-1988) 5.034,5 93,0 3.509,3 64,7
Rodrigo Borja (1988-1992) 4.814,0 95,5 3.769,5 74,8
Sixto Durán Ballén (1992-1996) 5.645,2 108,0 4.167,9 75,5
Abdalá Bucaram (1996-1997) 926,5 71,3 666,2 51,3
Fabián Alarcón (1997-1998) 1.992,5 70,3 1.421,7 50,2
Jamil Mahuad (1998-2000) 2.034,3 113,5 1.558,7 87,2
Gustavo Noboa (2000-2002) 6.198,0 152,4 4.707,9 115,8
Lucio Gutiérrez (2002-2005) 8.495,6 226,7 6.040,3 161,1
Alfredo Palacio (2005-2007) 11.759,6 404,2 8.210,7 282,3
Rafael Correa (2007-2009) 26.966,0 523,2 17.524,6 341,1

Fuente: Banco Central del Ecuador.



contraprestaciones con 356.116 dólares
(7,82%), el restante 71.915 dólares
(2,08%) corresponde a derechos de trá-
mite administrativo, productos y servi-
cios, y otros. El total recibido por el
Estado por las actividades mineras as-
cienden a 29,5 millones de dólares en
todo el período analizado (1991-2008),
pasando de 9.699 dólares en el año
1991 a 4,5 millones de dólares. 

Contribución de la minería, petróleo
y/o gas a las exportaciones

La participación del petróleo en las
exportaciones ha sido siempre conside-
rable, bordeando la mitad de lo expor-
tado por el país. Esta situación se da por
ser una economía extractivista con alta
dependencia de recursos naturales, es-
pecialmente del petróleo. 

Desde el año 2003 al 2008 se pre-
senta un incremento considerable año a
año producto del aumento constante en
los precios del petróleo, pero en el año
2008 se presenta una disminución como
consecuencia de la caída de los precios
del petróleo, producto de la contracción
en la demanda mundial como conse-
cuencia de la crisis económica global. 

La minería presenta una diferente fa-

ceta en relación al petróleo, porque
cubre la mayor demanda interna del
país, a diferencia del petróleo que debe
importar derivados para cubrir su de-
manda interna. Mientras la minería rea-
liza producción elaborada para el
mercado interno (productos de oro en
Chordeleg, el cemento para cubrir la de-
manda interna). El petróleo debe abaste-
cerse del mercado externo. 
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Cuadro 7
Contribución del petróleo a las exportaciones (Miles de dólares y %)

RUBRO/AÑOS 2003 2005 2007 2008 2009 2010

Total exportaciones petroleras 2.372.314 5.396.840 7.428.356 10.568.327 6.284.100 8.697.235
Total exportaciones 6.222.693 10.100.031 14.321.316 18.510.598 13.762.276 15.386.300
% exportaciones petroleras/total 38,12% 53,43% 51,87% 57,09% 45,66% 56,53%

Fuente: Banco Central del Ecuador.

Cuadro 8
Contribución minería a las exportaciones (Miles de dólares y %)

RUBRO/AÑOS 2003 2005 2007 2008 2009 2010

Total exportaciones mineras 11.879 15.936 69.942 87.464 60.289 83.440
Total exportaciones 6.222.693 10.100.031 14.321.316 18.510.598 13.762.276 15.386.300
% exportaciones mineras/total 0,19% 0,16% 0,49% 0,47% 0,44% 0,54%

Fuente: Banco Central del Ecuador.



El aporte de la minería a las exporta-
ciones ha sido muy bajo en los últimos
años, participación que ha fluctuado
entre el 0,16% y el 0,54% del total de
exportaciones realizadas. Ésta situación
se ha dado porque la mayor parte de la
minería ha sido para satisfacer el mer-
cado interno y además porque la pro-
ducción en su mayor porción es
artesanal.

Participación de la minería y los hidro-
carburos en el PIB

El petróleo dentro del PIB tuvo una
participación alta en el año 2009 (20%).
Esta se ha venido incrementando desde
el año 2003 como consecuencia de los
altos precios del petróleo y de la fuerte
inversión estatal en los últimos tres
años.

La participación de la minería dentro
del PIB es mayor a la participación que
tiene en las exportaciones, y esto se debe
como se mencionó en los párrafos ante-
riores, que la minería y sus productos se

los dedica comercialmente más al mer-
cado interno, tanto por falta de competiti-
vidad externa como por el hecho que ésta
se realiza de manera artesanal. Esto se evi-
dencia al observar los cuadros 8 y 10.
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Cuadro 9
Participación del petróleo en el PIB (Miles de dólares y %)

RUBRO/AÑOS 2003 2005 2007 2008 2009 2010

PIB petróleo 3.517.083 7.383.041 10.571.720 10.568.327 10.674.010 11.399.843
Total PIB 28.635.909 37.186.942 45.789.374 54.685.881 51.386.230 56.964.350
% exportaciones mineras/total 12,28% 19,85% 23,09% 19,33% 20,77% 20,01%

Fuente: Banco Central del Ecuador.

Cuadro 10
Participación de la minería en el PIB (Miles de dólares y %)

RUBRO/AÑOS 2003 2005 2007 2008 2009 2010

PIB minería 213.155 249.845 314.739 335.197 338.549 361.570
Total PIB 28.635.909 37.186.942 45.789.374 54.685.881 51.386.230 56.964.350
% exportaciones mineras/total 0,74% 0,67% 0,69% 0,61% 0,66% 0,63%

Fuente: Banco Central del Ecuador.



Empleo generado por la actividad
minera y de hidrocarburos

Para el año 2009, el sector minero y
petrolero emplea directamente a 4.905
personas, representando el 0,11% de la
población económicamente activa.
Mientras que indirectamente emplea a
32.262 personas, lo que representa
0,72% de la población económicamente
activa. Este empleo generado se refiere a
las MYPIMES legalmente constituidas
que realizan las actividades en las zonas
extractivas, así como en la elaboración,
fabricación y refinación de productos
elaborados4 (ver anexo 2).

Dentro del empleo directo, durante
el año 2009, la extracción de minerales
metalíferos como el oro, la plata y el
cobre emplea al 48,9% del total de ocu-
pados, mientras que las actividades pe-
troleras al 39%, el restante 12,1% es
para el empleo en la extracción de mi-
nerales no metalíferos como materiales
de construcción, piedra pómez y yeso. 

Intrínsecamente en el empleo indi-
recto, en el año 2009, la fabricación de
productos de caucho y de plástico em-
plea al 42,5% de los ocupados, seguido
de la fabricación de otros productos mi-
nerales no metálicos que ocupan al
31,8% del total, correspondiéndole el
restante 25,7% a la refinación de petró-
leo y combustible nuclear.

En conjunto, los datos presentados
por la generación de empleo en los sec-
tores de petróleo y minería son más con-
servadores que lo presentado por el
Banco Central del Ecuador con datos del
INEC, ya que el anexo 3 muestra que se
emplea a 37.167 personas durante el
año 2009, un 0,83% de la población
económicamente activa, que difiere en
0,30 puntos porcentuales de lo que
muestra el gráfico 4 para la rama de ac-
tividad “explotación de minas y cante-
ras”, que mantiene una participación
dentro del empleo del 0,50% para el año
2009 y 2008, es decir el sector petróleo
y minería estaría empleando a 22.156
personas en el año 2009 según datos del
INEC y el Banco Central, es decir, 15.011
empleos menos (-68%) de lo que se pre-
senta en el presente estudio.

Al analizar las exportaciones del pe-
tróleo frente al empleo generado pode-
mos observar que presentan una
tendencia uniforme al alza. Sin embargo,
al analizar la relación exportaciones/em-
pleo ésta pasa de 1,1 millones de dólares
obtenidos por cada empleo en el año
1993 a 6,6 millones de dólares obteni-
dos por cada empleo en el año 2008.
Aunque, en el año 2009, esta relación se
reduce a 3,3 millones de dólares obteni-
dos por cada empleo generado, pro-
ducto de la reducción en el precio del
petróleo. 
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4 Según Jorge Barreno, representante de la Cámara de Minería, en los últimos 17 años el sector ha gene-
rado 12.000 empleos directos, y con la nueva Ley Minera se habrían perdido 1.200 empleos directos,
es decir el 10% del empleo generado por el sector durante estos años. 



Al analizar las exportaciones en mi-
nería frente al empleo generado por esta
actividad, podemos constatar que la ten-
dencia en los primeros años es inversa e
irregular y a partir de 1999-2000 empieza
a ser uniforme al alza. Sin embargo, al
analizar la relación exportaciones/em-
pleo ésta pasa de 36.300 dólares obteni-
dos por cada empleo en el año 1993 a

34.900 dólares obtenidos por cada em-
pleo en el año 2008. Aunque, en el año
2009, esta relación se reduce a 20.200
millones de dólares obtenidos por cada
empleo generado, producto del stand by
dado a las actividades mineras. Además
se debe considerar que en el año 1996,
esta relación era de 80.000 dólares ob-
tenidos por cada empleo generado. 
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Gráfico 5
Exportaciones de petróleo (miles de dólares) vs. empleo generado

Fuente: Banco Central del Ecuador.

Gráfico 6
Exportaciones de minería ( miles de dólares) vs. Empleo generado

Fuente: Banco Central del Ecuador.



Como se observa del gráfico, los pre-
cios de los minerales van de la mano con
los ingresos pero de ninguna manera con
el empleo generado o los salarios paga-
dos. La última crisis en la cual los pre-
cios de los metales y minerales eran uno
de los muchos componentes que la ge-
neraron, dio paso a altas ganancias de
estos minerales por altos precios en el
mercado internacional, sin embargo,
ningún país del mundo, menos aún el
Ecuador, se vio beneficiado por este in-
cremento de los minerales. La mayoría
de países producto de la crisis se vio
afectado en muchos componentes de su
economía, entre ellos el empleo.

Alternativas: sobresaltos y apremios

La información y análisis de este es-
tudio al advertir algunas de las aristas de
la actual forma de desarrollo, nos con-
frontan con el desafío de construir espa-
cios de conocimiento y debate hacia una
economía alternativa que enfrente los
retos de la dependencia extractivista del
país. Los retos y oportunidades deben ser
pensados a partir de la actual problemá-
tica del vigente modelo extractivista. La
sistematización de experiencias y pro-
puestas que desarrollen aspectos que fa-
vorezcan el crecimiento económico con
la redistribución del ingreso, la genera-
ción de empleo y la sustentabilidad am-
biental. Esto significa promover un
debate público que posibilite procesos
de formación, deliberación e incidencia
para la generación de una política pú-
blica dirigida a promover una economía
alternativa en el marco de la ampliación
de la participación social y política de la
población prevista en la nueva Constitu-
ción. 

En los últimos años, es recurrente el
referirse a un tema aparentemente para-
dójico: los países ricos en recursos natu-
rales no son los que más crecen en
términos económicos. Es más, luego de
períodos cortos de auge, sus economías
y por cierto sus sociedades no logran
consolidar bases para su desarrollo. 

Así, aunque pueda causar sorpresa,
la evidencia reciente y muchas expe-
riencias históricas nos permiten afirmar
que los países que se han especializado
en la extracción y la exportación de re-
cursos naturales, normalmente no han
logrado desarrollarse. Sobre todo aque-
llos que disponen de una sustancial do-
tación de uno o unos pocos productos
primarios, particularmente minerales,
parecen estar condenados al subdesa-
rrollo, atrapados como están en una ló-
gica perversa, conocida en la literatura
especializada como “la paradoja de la
abundancia” (Karl, 1997). Muchos paí-
ses ricos en recursos naturales han bata-
llado para generar un despegue y
crecimiento económico y han sucum-
bido en profundas crisis económicas
(Sachs y Warner, 1995). Durante el úl-
timo cuarto del Siglo XX, los países ricos
en recursos naturales crecieron con
menos rapidez que aquellos pobres en
recursos naturales. Además, se cuenta
con estudios sobre fuertes relaciones
entre la riqueza en recursos y la proba-
bilidad de un débil desarrollo de la de-
mocracia (Ross, 2001), corrupción
(Sala-i-Martin y Subramanian, 2003) y
guerra civil (Humphreys, 2005). 

Como señala Alberto Acosta:

“La profusión de recursos naturales de
que disponen tiende, entre muchos
otros procesos endógenos de carácter
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patológico que la acompañan, a distor-
sionar la estructura y la asignación de
los recursos económicos del país, redis-
tribuye regresivamente el ingreso
nacional y concentra la riqueza en
pocas manos, mientras se generaliza la
pobreza. Esta realidad da paso a crisis
económicas recurrentes, al tiempo que
consolida mentalidades “rentistas”, pro-
fundiza la débil y escasa institucionali-
dad, alienta la corrupción y deteriora el
medio ambiente” (Acosta, 2009). 

Adicionalmente, se han presentado
preguntas del porque la riqueza de los
recursos naturales ha promovido varias
patologías políticas y pobre desarrollo,
así como porque esos recursos naturales
no han sido capaces de promover el de-
sarrollo en países ricos en recursos natu-
rales (Schrank, 2004). Singer y Prebisch
(1950) argumentaron que los países ricos
en recursos naturales pierden por efecto
de la disminución en los términos de in-
tercambio contrayendo las perspectivas
de crecimiento económico y desarrollo.
Hirschman (1958) dice que el problema
son los “enclaves” que producen las ac-
tividades de recursos naturales y el
efecto que las empresas multinacionales
tienen en esos sectores al repatriar los
beneficios antes que reinvertirlos en la
economía de la cual se extraen los re-
cursos, dificulta el desarrollo y los enca-
denamientos con el resto de los sectores
de la economía.

Como es evidente, todo ello ha contri-
buido a debilitar la gobernabilidad demo-
crática, en tanto termina estableciendo o
facilita la permanencia de gobiernos auto-
ritarios, voraces y clientelares. Varios estu-
dios demuestran que la abundancia de
recursos naturales está asociada con bajos
niveles de democracia. 

Wantchekon (1999) encuentra que
un incremento del 1% en la dependen-
cia de los recursos naturales medido por
el ratio de exportación materia prima
sobre el PIB, incrementa la probabilidad
de gobiernos autoritarios en un 8%. Ross
(2001) encuentra una relación en la ex-
portación de “commodities” con estados
que presentan menor democracia. En
efecto, estos países no se han caracteri-
zado como ejemplos de democracia,
sino todo lo contrario. América Latina
tiene una amplia experiencia acumulada
en este campo. 

Igualmente, considerable evidencia
muestra que países ricos en recursos na-
turales no han alcanzado el desarrollo y
siguen siendo pobres, además que ha
producido muchas patologías, entre ellas
gobiernos autoritarios. Esta “maldición
de los recursos” (Auty 1993), parte del
supuesto que los países con gran riqueza
en recursos naturales, como petróleo y
gas, a menudo tienen peor desempeño
en términos de desarrollo económico y
buen gobierno que los países con menos
recursos, debido que impide un desarro-
llo equilibrado y sustentable en lugar de
fomentarlo. Sin embargo, se podría en-
contrar varios ejemplos contrarios, como
el caso de Noruega donde la extracción
de petróleo empezó y se expandió
cuando ya existían sólidas instituciones
económicas y políticas democráticas e
institucionalizadas, es decir cuando el
país escandinavo ya era un país desarro-
llado.

Aunque más de una vez se ha defen-
dido el desarrollo extractivista de mine-
rales, hidrocarburos, productos forestales,
abusando de un cierto chantaje “extrae-
mos esos recursos o su no aprovecha-
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miento va a impedir el desarrollo y su-
mirnos en la pobreza”. Se ha abusado de
esa oposición, que descansa sobre el
mito de que la única vía al desarrollo es
precisamente aprovechar la extracción
simple y básica de las materias primas
como medida de escape para resolver
los problemas de pobreza. Este mito está
basado en ignorar las externalidades so-
ciales y ambientales del desarrollo ex-
tractivista. La salida es simple y a la vez
compleja, no ocultar los impactos am-
bientales o sociales, al tiempo que se re-
piensa la integración regional para no
depender de una inserción global subor-
dinada.

Como vemos, este modelo consolida
la reprimarización de la economía, por
tanto siempre estamos apostando a nue-
vos recursos naturales. Lo importante es
considerar que si se asume este reto de
no continuar con una economía extrac-
tivista como salida al desarrollo, es tomar
una posición clara que signifique un de-
crecimiento planificado del sector ex-
tractivista no como producto de la
declinación de los campos petroleros o
mineros sino como una decisión de ya no
depender primordialmente de los recur-
sos naturales porque éstos han generado
una serie de distorsiones económicas, so-
ciales, ambientales. En suma, no se trata
de cerrar de la noche a la mañana los
pozos petroleros sino de hacerlo de una
manera mucho mas eficiente, poniendo
límites al consumo, poniendo límites a
la destrucción ambiental y dando mues-
tras claras de no extraer el crudo del
resto de la Amazonía, por ejemplo. 

De manera que, será pertinente la
complejidad de asumir la solución radi-
cal de no extraer recursos naturales. Es

obvio, que en la actualidad la cuestión
de los “recursos naturales no renovables”
debe ser enfocada a la luz de las recien-
tes evoluciones y tendencias económi-
cas, ambientales y tecnológicas. Dado el
enorme nivel de extracción de recursos,
muchos “renovables”, como por ejem-
plo el forestal o la fertilidad del suelo,
pasan a ser no renovables. Muchos de
estos recursos se pierden porque la tasa
de extracción o los niveles de contami-
nación rebasan la tasa ecológica de re-
novación del recurso (Acosta 2009). 

Cuando alguien dice que no vamos
a recurrir a la minería porque la minería
no se puede realizar a cielo abierto, la
pregunta que nos hacemos normalmente
es de dónde se va a sacar el dinero para
cubrir las necesidades del país. 

Lo peor del caso es que parecería
que no nos queda otra alternativa que es-
pecializarnos en la producción de tales
recursos, básicamente de los no renova-
bles. Y esto es así, por la interacción de
una serie de procesos que se han ido
desplegando en el transcurso de las últi-
mas décadas a diversas escalas y en los
más variados ámbitos, principalmente
por la propia lógica de la nueva división
internacional del trabajo, en que la re-
volución tecnológica en curso, el ingreso
repentino y acelerado de China y otros
países asiáticos al comercio internacio-
nal, la administración de los mercados
mundiales y el papel prominente de las
empresas transnacionales en la asigna-
ción de recursos a escala global. Todo
esto nos va arrinconando peligrosamente
al tradicional papel de exportadores de
materias primas, que antaño nos trajo
tantas desgracias a pesar de las inmen-
sas expectativas iniciales. 
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Para empezar, una estrategia de ca-
rácter alternativo no podrá llevarse a
cabo sin una Reforma del Estado. Lo que
debe transformarse no es solamente la
calidad y dimensión del Estado sino tam-
bién el sistema político en su conjunto.
Una parte sustancial de una Reforma del
Estado significa modernizar institucio-
nes, cambiar las formas y contenidos de
la asignación de recursos y diseñar otra
política económica, estrechamente vin-
culada a una nueva política energética.
Lo que se quiere con este esfuerzo es ele-
var el nivel de vida de todos los habitan-
tes, de impregnar equidad social a todas
las acciones de política económica. Este
esfuerzo debe atender principalmente a
los más pobres. Pero lo que se busca es
que la política energética sea parte con-
sustancial de una estrategia alternativa y
no solo un elemento más, aislado del
contexto de transformaciones que son in-
dispensables. Es claro que, como esta-
mos hablando del largo plazo, es
imperativo el aumento sostenido de la
productividad y, desde luego, del em-
pleo y de la distribución del ingreso. En
el fondo lo que se persigue es crear opor-
tunidades para el desarrollo integral hu-
mano de la mayoría de la población. Esta
estrategia es contraria a la de moderni-
zación con pobreza, propia de las pro-
puestas de los organismos interna-
cionales inspiradores del Consenso de
Washington. 

Se necesita dar vuelta la página defi-
nitivamente y modificar la correlación de
fuerzas en lo político, económico y so-
cial. Las políticas de ajuste estructural y
la liberalización a ultranza, que han te-
nido como objetivo principal la venta de
las empresas estatales (y su desnaciona-

lización), el puntual pago al servicio de
la deuda externa y la reorganización de
la economía a través de mercados oligo-
pólicos o abiertamente monopólicos,
han fracasado. 

Otro punto es replantearnos la rein-
serción en el mercado mundial, bus-
cando no solo un nuevo producto que
sustituya al petróleo o la minería sino un
nuevo perfil de producción con sosteni-
miento interno, esto implica que hay que
rescatar el mercado interno y que no
todo se va a ir a exportación, sino que
esto implica la transferencia de recursos
desde sectores con mayor renta como los
sectores petroleros hacia los sectores
considerados como tradicionales. Esto
involucra que podemos ser no solo ex-
portadores de naturaleza sino dejar de
ser un país productor para ser un país in-
teligencia que nos lleve a una integra-
ción, una diferente integración con los
países en los cuales debemos encontrar
complementariedades en base a repro-
gramar nuestras propias actividades pro-
ductivas. 

De todo lo anterior, se desprende que
hay que hacer un esfuerzo enorme y sos-
tenido para maximizar los efectos positi-
vos que se puedan obtener de la
extracción petrolera, sin perder de vista
que el petróleo se acaba y que el desa-
rrollo no se hace simplemente en base a
la extracción de los recursos naturales.
Es preciso generar riqueza, no podemos
vivir de la renta de los recursos natura-
les sino del esfuerzo de los seres huma-
nos. Esa es la gran tarea. Si esto no se
logra, hay que tener presente que se
mantendrán, tanto la maldición de la
abundancia, como la paradoja de la ri-
queza natural. 
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En consecuencia, es hora de sacar las
conclusiones de política que se derivan
de estas tendencias, para concertar el di-
seño de nuestra futura estrategia de acu-
mulación, de inserción internacional y
de desarrollo. Esta realidad invita a la re-
flexión oportuna, con el fin de preparar
las condiciones para una transición no
traumática hacia una economía no pe-
trolera en el Ecuador, teniendo como
telón de fondo la creciente reducción de
reservas hidrocarburíferas. Y, al mismo
tiempo, será decisivo conocer las posi-
bles implicaciones que tendría una
apuesta por la actividad minera a gran
escala. 
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